
 

 

 

SIGCMA 

 

 

CO-SC5780-99 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 
 

 

Acción EJECUTIVO 

Radicación 23-001-33-33-004-2018-00082 

Demandante ENRIQUE CARMELO BAENA YÉPEZ. 

Demandado ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 
COLPENSIONES.  

 

 

AUTO CONCEDE RECURSO APELACIÓN DE AUTO  

 

El abogado FREDY RAMÓN SALEME NEGRETE, identificado con la C. C. No. 15.703.912 y 
portador de la T. P. No. 108.501 del C. S., de la J., apoderado ejecutante, presentó 
liquidación del crédito por valor de OCHOCIENTOS TREINTA Y CINCO MILLONES 
SEICIENTOS SESENTA Y TRES MIL CUATROCIENTOS CINCUENTA Y TRES PESOS 
($853.663.453,oo), para su respectiva aprobación o modificación. 
 
Ejecutoriado el traslado de la liquidación, el despacho por auto de 12-08-2021, procedió a 

efectuar la modificación y aprobación en la suma de DOCIENTOS NOVENTA MILLONES 

SETECIENTOS SESENTA Y NUEVE MIL DOCIENTOS CINCUENTA Y DOS PESOS 

($290.769.252,oo), hasta el mes de mayo de 2021, procediendo el apoderado accionante 

dentro del término de ejecutoria, a instaurar y sustentar recurso de apelación contra la citada 

providencia en cuanto al monto liquidado.  

 

con fundamento en lo preceptuado en el numeral 3° del artículo 446 del Código General del 

Proceso, que se aplica por remisión expresa del artículo 306 del CPACA, se concederá y se 

ordenará por secretaría la remisión del expediente al Tribunal Administrativo de Córdoba, en 

el efecto diferido a fin de que se surta la alzada. 

 
Por lo expuesto el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito Judicial de Montería, Córdoba,  

 
RESUELVE: 

 

Concédase el Recurso de Apelación interpuesto por el abogado FREDY RAMÓN SALEME 
NEGRETE, identificado con la C. C. No. 15.703.912 y portador de la T. P. No. 108.501 del C. 
S., de la J., apoderado ejecutante, contra el auto de fecha 12-08-2021 que modificó y aprobó 
la liquidación del crédito, proferido por éste Despacho. Otórguese la anterior apelación en el 
efecto diferido (art. 446 del Código General del Proceso). Envíese el original del expediente 
al Tribunal Administrativo de Córdoba para que se surta la alzada. 
 
 

NOTIFÌQUESE Y CÚMPLASE: 

 

 

 

 
 

 

 
 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 
Montería, 03 de diciembre de 2021 el Secretario 
certifica que la anterior providencia fue notificada 

por medio de Estado Electrónico No. 052 el cual 
puede ser consultado en el link: 
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-

administrativo-mixto-de-monteria/422 
JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 

 
 

Secretario 

 

 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-administrativo-mixto-de-monteria/422
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SIGCMA 

 

 

CO-SC5780-99 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control EJECUTIVO. SENTENCIA. 

Radicación 23-001-33-33-004-2018-00438 

Demandante ASTRID DEL CARMEN CAMPO LÓPEZ.   

Demandado E. S. E. HOSPITAL SAN JORGE DE AYAPEL 

 

AUTO CONCEDE MEDIDA CAUTELAR. 

 

Vista la nota secretarial que antecede, procede el despacho a resolver previa las siguientes,  

 

CONSIDERACIONES. 

 

Mediante escrito presentado vía correo electrónico, el abogado JOAN SEBASTIAN LÓPEZ 

YÁNEZ, identificado con la C. C. No. 1.068.556.326 y portador de la T. P. No. 304.272 del 

Consejo Superior de la Judicatura, apoderado ejecutante solicitó lo siguiente: 

 

“Solicito el embargo y retención de los dineros que posea la E.S.E. HOSPITAL SAN JORGE DE 

AYAPEL identificada con el Nit. 8120012196, en la cuenta de ahorros No. 5302020490 del Banco 

SCOTIABANK COLPATRIA S.A. identificada con el Nit. 860034594-1 de la ciudad de Bogotá”. 

 

En atención a lo anterior, de conformidad con lo establecido en el numeral 10 del artículo 593 

y artículos siguientes del Código General del Proceso, es procedente decretar la medida 

cautelar de embargo solicitadas por el apoderado de la ejecutante. Sin embargo, de la citada 

medida excluirán los dineros que se encuentren dentro de las prohibiciones señaladas en el 

artículo 594 del CGP, el artículo 19 del Decreto 111 de 1996, el parágrafo 2º del artículo 195 

del CPACA y los demás que de conformidad con la Constitución y la ley tengan el carácter de 

inembargables las cuales se afectarán razonablemente como medida coercitiva, previniendo 

el exceso en la cantidad, por lo que se limitará el embargo a los fondos existentes de acuerdo 

con dicha normatividad, esto es, por la suma del valor de la liquidación del crédito más un 

50%, o sea por la suma de CIENTO CINCUENTA Y SIETE MILLONES QUINIENTOS 

OCHENTA Y CUATRO MIL DIECIOCHO PESOS ($157.584.018,oo). De igual forma se 

prevendrá a las entidades bancarias y financieras que se abstengan de embargar los dineros 

provenientes del sistema general de participaciones, del sistema de seguridad social en salud 

y los demás que de conformidad con la Constitución y la ley tengan el carácter de 

inembargables. 

 

Por lo expuesto, el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito Judicial de Montería, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Decretar el embargo y retención de las sumas de dineros que posea la E.S.E. 

HOSPITAL SAN JORGE DE AYAPEL, identificada con el Nit. 8120012196, en la cuenta de 

ahorros No. 5302020490 del Banco SCOTIABANK COLPATRIA S.A. identificada con el Nit. 

860034594-1 de la ciudad de Bogotá. 

 

SEGUNDO: Se Excluyen de estas medidas los dineros que se encuentren dentro de las 

prohibiciones señaladas en el artículo 594 del CGP, el artículo 19 del Decreto 111 de 1996, el 
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parágrafo 2º del artículo 195 del CPACA y los demás que de conformidad con la Constitución 

y la ley tengan el carácter de inembargables. Prevéngase a las entidades bancarias que se 

abstengan de embargar las citadas rentas. Ofíciese a los gerentes de las citadas entidades 

bancarias a fin de que pongan a disposición del Despacho los dineros embargados. De igual 

forma se prevendrá a las entidades bancarias que se abstengan de embargar los dineros 

provenientes del sistema general de participaciones, del sistema de seguridad social en salud 

y los demás que de conformidad con la Constitución y la ley tengan el carácter de 

inembargables. 

 

TERCERO: Limítese la presente medida hasta la suma de CIENTO CINCUENTA Y SIETE 

MILLONES QUINIENTOS OCHENTA Y CUATRO MIL DIECIOCHO PESOS 

($157.584.018,oo). 

 

CUARTO: Confórmese cuaderno separado de medidas. 

 

  

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE 
 

 

 

 

 
 
  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 
SECRETARÍA 

La anterior providencia se notifica a las partes por 

estado Electrónico No. 052 de fecha 03 de 
diciembre de 2021, el cual puede ser consultado en 
el link: https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-

04-administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 
Secretario 

 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo
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SIGCMA 

 

 

CO-SC5780-99 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control EJECUTIVO. 

Radicación 23-001-33-33-004-2021-00107 

Demandante DIEGO DURANGO HERNÁNDEZ.  

Demandado MUNICIPIO DE CERETE. 

 

AUTO TERMINACIÒN PROCESO POR PAGO. 

 

Vista la nota secretarial que antecede, procede el despacho a resolver previa las siguientes,  

 
ANTECEDENTES: 

 
El abogado RALVIS MANUEL ARROYO MACEA, identificado con la C. C. No. 78.763.420 y 
portador de la T. P. 160.943 del C. S. de la J., apoderado accionante, vía correo electrónico 
presenta escrito solicitando la terminación del proceso por pago total de la obligación 
demandada. 
 

CONSIDERACIONES: 

 

El Código General del procesos en su artículo 461, preceptúa lo atinente a la terminación de 

procesos ejecutivos por pago total de la obligación en los siguientes términos:  “Si antes de 

iniciada la audiencia de remate, se presentare escrito proveniente del ejecutante o de su 

apoderado con facultad para recibir, que acredite el pago de la obligación demandada y las 

costas, el juez declarará terminado el proceso y dispondrá la cancelación de los embargos y 

secuestros, si no estuviere embargado el remanente…”. 

 

Como quiera que la solicitud proviene del apoderado accionante y no se encuentra embargado 

remanente, se procederá a dar aplicación a la norma en comento y el archivo del expediente. 

 

Por lo anteriormente expuesto, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito Judicial de 

Montería, Córdoba, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: Dese por terminado el presente proceso por pago total de la obligación. 

 

SEGUNDO: Ordénese el levantamiento de las medidas cautelares si hubiesen sido 

decretadas, previa las anotaciones en los libros radicadores.  

 

TERCERO: Archívese el proceso previa anotaciones de rigor. 

 

 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 

 



Medio de control. ACCIÓN EJECUTIVO. 
Radicado No. 23-001-33-33-004-2021-00107 

2 

 

 

 

 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 
SECRETARÍA 

La anterior providencia se notifica a las partes por 

estado Electrónico No. 052 de fecha 03 de diciembre 
de 2021, el cual puede ser consultado en el link: 
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-

administrativo-mixto-de-monteria/422 
JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 

 
 

Secretario 

 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 07d42999e8bc695651beaa1d06f8a361e203de277fa97dcde0fa10a5e8697587

Documento generado en 02/12/2021 11:53:56 AM

 

 

Valide este documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-administrativo-mixto-de-monteria/422
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-administrativo-mixto-de-monteria/422


   

 

 

SIGCMA 

 

 

CO-SC5780-99 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control EJECUTIVO. 

Radicación 23-001-33-33-004-2021-00431 

Demandante JULIO CÉSAR CORDERO HERNÁNDEZ. 

Demandado MUNICIPIO DE SAN CARLOS. 

 

AUTO DECLARA FALTA DE COMPETENCIA 

 

Procede el Juzgado a pronunciarse sobre la demanda ejecutiva presentada a través de 

apoderado judicial, por el señor JULIO CÉSAR CORDERO HERNÁNDEZ, contra el 

MUNICIPIO DE SAN CARLOS, previa las siguientes,  

 

CONSIDERACIONES: 

 

En el presente asunto, la parte actora manifiesta que el 14 de junio de 2018 el Juzgado 

Segundo Administrativo del Circuito de Montería, profirió sentencia condenatoria contra el 

MUNICIPIO DE SAN CARLOS, ordenando el reconocimiento del incremento de asignación 

básica, sanción moratoria y prestaciones sociales al accionante, por lo que solicita se libre 

mandamiento de pago por la suma de DOCIENTOS CINCUENTA Y UN MILLONES 

CUATROCIENTOS SESENTA Y OCHO MIL TRECIENTOS VEINTIDÓS PESOS 

($251.468.322,oo). 

 

El numeral 9 del artículo 1561 del C.P.A.C.A. establece que, por razón del territorio, las 

ejecuciones provenientes de las condenas impuestas por la jurisdicción contenciosa 

administrativa serán de conocimiento del juez que profirió la providencia respectiva.  

 

De acuerdo con lo anterior, se hace necesario destacar lo expuesto por parte del H. Consejo 

de Estado en sentencia del año 2014, donde se realizaron precisiones sobre la competencia 

para conocer de los procesos de ejecución de sentencias judiciales proferidas por la 

Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, en los siguientes términos:  

 

 “Consecuente con lo anterior, la competencia se fija por razón del territorio correspondiéndole conocer 

del trámite ejecutivo al Juez que profirió la sentencia cuyo cumplimiento se pretende, al tenor de lo 

dispuesto en el numeral 9 del artículo 156 y inciso primero del artículo 298 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. En el presente caso la sentencia de la cual se 

pretende su cumplimiento fue proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, por lo que es 

ha(sic) ese Despacho a quien le competente conocer del trámite ejecutivo. 

 

Corolario de lo anterior, el presente asunto es de conocimiento del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, por lo que se ordenará la remisión del mismo para lo de su competencia.”2 

 

                                                
1 Articulo. 156. Para la determinación de la competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: (…) 9. En 

las Ejecuciones de las condenas impuestas por la jurisdicción de lo contencioso administrativo o de las obligaciones contenidas 
en una conciliación aprobada por esta jurisdicción, será competente el juez que profirió la providencia respectiva.  
2  Sala de lo Contencioso Administrativo; Sección Segunda; subsección “B”. Providencia de fecha 17 de marzo de 2014. C.P. 

Dr. Gerardo Arenas Monsalve. Radicación número 11001032500020140020900. 
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 La anterior postura fue reiterada por ese mismo cuerpo colegiado, mediante auto de 

importancia jurídica proferido el día 25 de julio del año 2016, en el cual se concluyó:  

 

“3.2.5. Conclusiones.  

 

En relación con la ejecución de las sentencias de condena a entidades públicas, se concluye lo 

siguiente: (…) c. En cuanto al punto relacionado con la competencia, en ambos casos la ejecución debe 

tramitarla el juez que conoció el proceso en primera instancia, así este no haya proferido la sentencia 

de condena; lo anterior, con el fin de preservar los objetivos perseguidos con el factor conexidad ya 

analizado (…)”3 

 

 Por lo anterior, esta Unidad Judicial acoge lo dispuesto por la Sección Segunda del Consejo 

de Estado, por considerar que el juez de la ejecución es el juez de conocimiento del proceso, 

máxime en este caso que el titulo ejecutivo que se aduce es una sentencia de Nulidad y 

Restablecimiento del Derecho, por ello al ser proferida por el Juzgado Segundo Administrativo 

su conocimiento corresponde a esa unidad judicial, por lo que se remitirá por competencia 

conforme al numeral 9 del artículo 156 del C.P.A.C.A.  

 

Por lo anterior, careciendo éste Juzgado de competencia para conocer del asunto ordenará, 

en virtud del artículo 168 del C.P.A.C.A., la remisión del mismo al Juzgado Segundo 

Administrativo Oral del Circuito de Montería.  

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto de Montería,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Declarase que éste Juzgado carece de competencia para tramitar el presente 

asunto, de acuerdo a lo expuesto en la parte considerativa de la presente providencia.  

 

SEGUNDO: Remítase el proceso al Juzgado Segundo Administrativo Oral del Circuito de 

Montería, por competencia.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 
 

 

 
 

 

 

 
 

 

 

 

                                                
3  Consejo de Estado, Sala de lo Contenciosos Administrativo, Sección Segunda, C. P. William Hernández Gómez, Radicado: 

11001-03-25- 000-2014-01534-00, número interno: 4935-2014, 25 de julio de 2016, Bogotá D.C. 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 

Montería, 03 de diciembre de 2021 el Secretario certifica 
que la anterior providencia fue notificada por medio de 
Estado Electrónico No. 052 el cual puede ser consultado 
en el link: https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-

administrativo-mixto-de-monteria/422 
JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 
 
 

Secretario 

 

 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-administrativo-mixto-de-monteria/422
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SIGCMA 

 

 

CO-SC5780-99 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control EJECUTIVO. 

Radicación 23-001-33-33-004-2021-00432 

Demandante CARLOS ARTURO GÓMEZ ORTEGA. 

Demandado MUNICIPIO DE SAN CARLOS. 

 

AUTO DECLARA FALTA DE COMPETENCIA 

 

Procede el Juzgado a pronunciarse sobre la demanda ejecutiva presentada a través de 

apoderado judicial, por el señor CARLOS ARTURO GÓMEZ ESCOBAR, contra el MUNICIPIO 

DE SAN CARLOS, previa las siguientes,  

 

CONSIDERACIONES: 

 

En el presente asunto, la parte actora manifiesta que el 17 de noviembre de 2020 el Juzgado 

Primero Administrativo del Circuito de Montería, profirió sentencia condenatoria contra el 

MUNICIPIO DE SAN CARLOS, ordenando el reconocimiento del incremento de asignación 

básica, sanción moratoria y prestaciones sociales al accionante, por lo que solicita se libre 

mandamiento de pago por la suma de CUATROCIENTOS CUARENTA Y SEIS MILLONES 

DOCIENTOS NOVENTA Y SIETE MIL CUATROCIENTOS SESENTA Y DOS PESOS 

($446.297.462,oo). 

 

El numeral 9 del artículo 1561 del C.P.A.C.A. establece que, por razón del territorio, las 

ejecuciones provenientes de las condenas impuestas por la jurisdicción contenciosa 

administrativa serán de conocimiento del juez que profirió la providencia respectiva.  

 

De acuerdo con lo anterior, se hace necesario destacar lo expuesto por parte del H. Consejo 

de Estado en sentencia del año 2014, donde se realizaron precisiones sobre la competencia 

para conocer de los procesos de ejecución de sentencias judiciales proferidas por la 

Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, en los siguientes términos:  

 

 “Consecuente con lo anterior, la competencia se fija por razón del territorio correspondiéndole conocer 

del trámite ejecutivo al Juez que profirió la sentencia cuyo cumplimiento se pretende, al tenor de lo 

dispuesto en el numeral 9 del artículo 156 y inciso primero del artículo 298 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. En el presente caso la sentencia de la cual se 

pretende su cumplimiento fue proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, por lo que es 

ha(sic) ese Despacho a quien le competente conocer del trámite ejecutivo. 

 

Corolario de lo anterior, el presente asunto es de conocimiento del Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca, por lo que se ordenará la remisión del mismo para lo de su competencia.”2 

 

                                                
1 Articulo. 156. Para la determinación de la competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas: (…) 9. En 

las Ejecuciones de las condenas impuestas por la jurisdicción de lo contencioso administrativo o de las obligaciones contenidas 
en una conciliación aprobada por esta jurisdicción, será competente el juez que profirió la providencia respectiva.  
2  Sala de lo Contencioso Administrativo; Sección Segunda; subsección “B”. Providencia de fecha 17 de marzo de 2014. C.P. 

Dr. Gerardo Arenas Monsalve. Radicación número 11001032500020140020900. 
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 La anterior postura fue reiterada por ese mismo cuerpo colegiado, mediante auto de 

importancia jurídica proferido el día 25 de julio del año 2016, en el cual se concluyó:  

 

“3.2.5. Conclusiones.  

 

En relación con la ejecución de las sentencias de condena a entidades públicas, se concluye lo 

siguiente: (…) c. En cuanto al punto relacionado con la competencia, en ambos casos la ejecución debe 

tramitarla el juez que conoció el proceso en primera instancia, así este no haya proferido la sentencia 

de condena; lo anterior, con el fin de preservar los objetivos perseguidos con el factor conexidad ya 

analizado (…)”3 

 

 Por lo anterior, esta Unidad Judicial acoge lo dispuesto por la Sección Segunda del Consejo 

de Estado, por considerar que el juez de la ejecución es el juez de conocimiento del proceso, 

máxime en este caso que el titulo ejecutivo que se aduce es una sentencia de Nulidad y 

Restablecimiento del Derecho, por ello al ser proferida por el Juzgado Primero Administrativo 

su conocimiento corresponde a esa unidad judicial, por lo que se remitirá por competencia 

conforme al numeral 9 del artículo 156 del C.P.A.C.A.  

 

Por lo anterior, careciendo éste Juzgado de competencia para conocer del asunto ordenará, 

en virtud del artículo 168 del C.P.A.C.A., la remisión del mismo al Juzgado Primero 

Administrativo Oral del Circuito de Montería.  

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto de Montería,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Declarase que éste Juzgado carece de competencia para tramitar el presente 

asunto, de acuerdo a lo expuesto en la parte considerativa de la presente providencia.  

 

SEGUNDO: Remítase el proceso al Juzgado Primero Administrativo Oral del Circuito de 

Montería, por competencia.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 
 

 

 
 

 

 
 

 
 

 

 

 

                                                
3  Consejo de Estado, Sala de lo Contenciosos Administrativo, Sección Segunda, C. P. William Hernández Gómez, Radicado: 

11001-03-25- 000-2014-01534-00, número interno: 4935-2014, 25 de julio de 2016, Bogotá D.C. 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 

Montería, 03 de diciembre de 2021 el Secretario certifica 
que la anterior providencia fue notificada por medio de 
Estado Electrónico No. 052 el cual puede ser consultado 
en el link: https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-

administrativo-mixto-de-monteria/422 
JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 
 
 

Secretario 
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SIGCMA 

 
 

CO-SC5780-99 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

Montería, dos (2) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

  

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2018-00484 

Demandante Guady Alberto Estrada Olivera 

Demandado Caja de Retiro de las Fuerzas Militares - CREMIL 

 

I. AUTO ADMITE PRUEBAS Y CORRE TRASLADO PARA ALEGATOS 

 

Procede el Despacho a dar aplicación al artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, que adicionó el 

artículo 182A a la Ley 1437 de 2011, con miras a dictar sentencia anticipada, y por ello, 

admitirá las pruebas aportadas y correrá traslado para alegar de conclusión, previas las 

siguientes, 

 

II. CONSIDERACIONES 

 

Mediante la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, el legislador reformó el C.P.A.C.A. -ley 1437 de 

2011- y dictó otras disposiciones en materia de descongestión en los procesos que se tramitan 

en esta jurisdicción, estableciendo en el artículo 42 lo siguiente: 

 

“Artículo 42. Adiciónese a la Ley 1437 de 2011 el artículo 182A, el cual será del siguiente 
tenor:  
 
Artículo 182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:  
 
1. Antes de la audiencia inicial:  
 
a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;  
 
b) Cuando no haya que practicar pruebas;  
 
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda 
y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento;  
 
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles.  
 
El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a ello 
haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso 
y fijará el litigio u objeto de controversia. 
 
Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso final del 
artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito. No obstante estar cumplidos 
los presupuestos para proferir sentencia anticipada con base en este numeral, si el juez o 
magistrado ponente considera necesario realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo 
cual se aplicará lo dispuesto en los artículos 179 y 180 de este código. (…)”. 
 

Permite entonces la Ley 2080 que cuando el asunto sea de puro derecho o no fuera necesario 

practicar pruebas, se corra traslado de alegatos, para efectos de proferir sentencia anticipada 
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antes de la audiencia inicial, señalando que las pruebas que aporten oportunamente las partes 

deben ser admitidas, debiendo fijarse el litigio u objeto de controversia. 

 

En el presente proceso, observa el Despacho que la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares - 

CREMIL, ejerció su derecho de defensa en la oportunidad para ello, por lo que se tendrá por 

contestada la demanda. 

 

Siendo así, se observa que el caso bajo estudio, se trata de un asunto de puro derecho, no hay 

excepciones que tengan el carácter de previas que se encuentren pendientes por resolver, no 

hay que practicar pruebas porque las partes demandante y demandada no hicieron solicitudes 

probatorias, y hasta el momento no se ha fijado fecha de audiencia inicial para continuar con el 

proceso, razón por la cual se cumplen los presupuestos para darle curso al trámite de la 

sentencia anticipada.  

 

En consecuencia, el Despacho admitirá las pruebas aportadas por ambas partes, y prescindirá 

del término del período probatorio, señalando que el OBJETO DE CONTROVERSIA en el 

presente proceso, se centra en determinar si es procedente incluir en la liquidación de la 

asignación de retiro del señor GUADY ALBERTO ESTRADA OLIVERA, quien era soldado 

profesional del Ejército Nacional, la partida correspondiente a la prima de navidad y a la prima 

de antigüedad, y si es procedente la reliquidación de la asignación de retiro conforme a la fórmula 

contenida en el artículo 16 del Decreto Nº 4433 de 2004; o si por el contrario, la liquidación hecha 

por la CAJA DE RETIRO DE LA FUERZAS MILITARES - CREMIL se encuentra conforme a 

derecho. 

 

Así las cosas, se correrá traslado para alegatos por escrito en la forma prevista en el inciso final 

del artículo 181 de la Ley 1437 de 2011. 

 

Se precisa que el término de los diez (10) días para que las partes presenten sus alegatos por 

escrito inicia una vez quede ejecutoriado el presente auto (3 días después de la notificación), 

para efectos de garantizar la interposición de recursos respecto del presente auto. 

 

Igualmente se advertirá que, una vez vencido el término para alegar, se dictará sentencia por 

escrito dentro del término de veinte (20) días siguientes a dicho vencimiento. 

 

De otra parte, se observa que el señor Everardo Mora Poveda, identificado con la C.C. N° 

11.344.164 expedida en Zipaquirá, actuando en calidad de Jefe de Oficina Asesora Jurídica de 

la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, confiere poder al abogado Elkin Javier Lenis Peñuela, 

identificado con la C.C. N° 17.343.533 expedida en Villavicencio y portador de la T.P. N° 196.207 

del C. S. de la J., para que asuma la defensa de la entidad dentro del proceso, por lo que se le 

reconocerá personería para actuar como apoderado de la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares 

- CREMIL, en los términos y para los fines del poder conferido. 
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Por lo expuesto, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería,  

 

III. RESUELVE 

 

PRIMERO. Téngase por contestada la demanda por parte de la Caja de Retiro de las Fuerzas 

Militares - CREMIL. 

 

SEGUNDO. Admitir como pruebas los documentos aportados por la parte demandante con la 

demanda, y por la parte demandada con la contestación a la misma, a los cuales se les dará el 

valor probatorio que en derecho corresponda al momento de proferir sentencia. 

 

TERCERO. Prescindir del término del período probatorio, por las razones expuestas en el 

considerativo. 

 

CUARTO. Córrase traslado para alegar de conclusión por escrito a las partes y al Agente del 

Ministerio Publico, por el término de diez (10) días, los cuales inician a partir del del siguiente de 

la ejecutoria del presente auto. 

 

QUINTO. Adviértasele a las partes que se emitirá sentencia anticipada dentro del término de 

veinte (20) días siguientes al vencimiento del término del traslado de alegatos. 

 

SEXTO. Reconózcase personería para actuar al abogado Elkin Javier Lenis Peñuela, 

identificado con la C.C. N° 17.343.533 expedida en Villavicencio y portador de la T.P. N° 196.207 

del C. S. de la J., como apoderado de la entidad demandada, en los términos y para los fines 

del poder conferido. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

Montería, 3 de diciembre de 2021 el Secretario certifica que 

la anterior providencia fue notificada por medio de Estado 
Electrónico N° 052 el cual puede ser consultado en el link: 
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-

administrativo-mixto-de-monteria/422 
JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-administrativo-mixto-de-monteria/422
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-administrativo-mixto-de-monteria/422
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JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 
 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 
 
 

Medio de control Nulidad y restablecimiento del derecho 

Radicación 23-001-33-33-004-2018-00535 

Demandante Jaider Puello Lozano 

Demandada  
Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

 
 

AUTO DECRETA PRUEBA PREVIO A RESOLVER 

 

Procede el Despacho a decretar pruebas de oficio previo a resolver de fondo sobre la solicitud 

de terminación presentada por la apoderada de la Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – F.N.P.S.M., fundado en un acuerdo 

de transacción que indica haberse efectuado entre las partes. 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

La apoderada de la Nación–Ministerio de Educación Nacional–Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio–F.N.P.S.M., el día 2 de septiembre de 2021, solicitó terminación del 

proceso como quiera que entre el Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio y la firma López Quintero Abogados & Asociados, el día 

11 de marzo de 2021 suscribieron un acuerdo de transacción donde está incluida la parte 

demandante de este proceso.  

 

Revisada la solicitud de terminación, el Despacho constata que solo fue aportado el acuerdo de 

transacción de fecha 11 de marzo de 2021, celebrado entre el Ministerio de Educación 

Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la firma López Quintero 

Abogados & Asociados, omitiéndose allegar la autorización del Gobierno Nacional que se 

requería para celebrar el mencionado acuerdo de transacción conforme lo exige el artículo 313 

del C.G.P. cuando indica: 

 

Artículo 313. Transacción por entidades públicas. Los representantes de la nación, 
departamentos y municipios no podrán transigir sin autorización del Gobierno 
Nacional, del gobernador o alcalde, según fuere el caso.( Resaltado fuera de texto). 

(…). 

 

Tampoco observa el Despacho que se haya aportado por las partes el poder otorgado por el 

demandante donde facultara al abogado que representó la firma López Quintero Abogados & 
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Asociados, para llegar a un acuerdo de transacción en sede administrativa en los términos 

expuestos en el acuerdo, pues, al haberse realizado extraprocesalmente no puede tenerse para 

esos efectos el poder que obra en el presente proceso judicial. 

 

Por otro lado, no se aportaron los documentos que sirvieron de soporte para establecer el 

monto de la sanción liquidada, documento este que tampoco obra en las pruebas del 

expediente, razón por la cual se solicitará.  

 

Así las cosas, con fundamento en el inciso 6 del artículo 312 del C.G.P1. se decretarán como 

pruebas de oficio las siguientes: 

 

i). Requerir a la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, a través de la apoderada que los representa en este proceso, para que 

dentro de los 3 días siguientes a la notificación de la presente providencia aporte la 

autorización del Gobierno Nacional que se haya otorgado para celebrar el acuerdo de 

transacción de fecha 11 de marzo de 2021, celebrado entre el Ministerio de Educación 

Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la firma López Quintero 

Abogados & Asociados. Así mismo, para que aporte certificado de salarios y prestaciones 

sociales devengados por la parte demandante en el año 2015. 

 

ii). Requerir a la parte demandante, a través del apoderado que lo representa en este proceso, 

para que dentro de los 3 días siguientes a la notificación de la presente providencia aporte el 

poder especial que fue utilizado en sede administrativa para celebrar la transacción 

extraprocesal de fecha 11 de marzo de 2021, entre el Ministerio de Educación Nacional- Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la firma López Quintero Abogados & 

Asociados. 

 

En mérito de lo expuesto, se,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Decretar como pruebas de oficio las siguientes: 

 

i). Requerir a la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, a través de la apoderada que los representa en este proceso, para que 

dentro de los 3 días siguientes a la notificación de la presente providencia aporte la 

                                   
1 Artículo 312. Trámite. En cualquier estado del proceso podrán las partes transigir la litis. También podrán transigir las diferencias 
que surjan con ocasión del cumplimiento de la sentencia.  
   
(…). 
   
Si la transacción requiere licencia y aprobación judicial, el mismo juez que conoce del proceso resolverá sobre estas; si para ello se 
requieren pruebas que no obren en el expediente, el juez las decretará de oficio o a solicitud de parte y para practicarlas señalará 
fecha y hora para audiencia. Resaltado fuera de texto. 
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autorización del Gobierno Nacional que se haya otorgado para celebrar el acuerdo de 

transacción de fecha 11 de marzo de 2021, celebrado entre el Ministerio de Educación 

Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la firma López Quintero 

Abogados & Asociados. Así mismo, para que aporte certificado de salarios y prestaciones 

sociales devengados por la parte demandante en el año 2015. 

 

ii). Requerir a la parte demandante, a través del apoderado que lo representa en este proceso, 

para que dentro de los 3 días siguientes a la notificación de la presente providencia aporte el 

poder especial que fue utilizado en sede administrativa para celebrar la transacción 

extraprocesal de fecha 11 de marzo de 2021, entre el Ministerio de Educación Nacional- Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la firma López Quintero Abogados & 

Asociados. 

 

SEGUNDO: Notificar a las partes a través de estado la presente providencia.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
  

 
 
 
 
 
 
 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 

CIRCUITO DE MONTERÍA 
Montería, 03 de diciembre de 2021, el Secretario certifica 
que la anterior providencia fue notificada por medio de 

Estado Electrónico N° 052 el cual puede ser consultado en 
el link:   https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-
administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSÉ FELIX PINEDA PALENCIA. 
Secretario. 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba
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JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 
 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 
 
 

Medio de control Nulidad y restablecimiento del derecho 

Radicación 23-001-33-33-004-2019-00091 

Demandante William José Vásquez Torreglosa 

Demandada  
Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

 
 

AUTO DECRETA PRUEBA PREVIO A RESOLVER 

 

Procede el Despacho a decretar pruebas de oficio previo a resolver de fondo sobre la solicitud 

de terminación presentada por la apoderada de la Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – F.N.P.S.M., fundado en un acuerdo 

de transacción que indica haberse efectuado entre las partes. 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

La apoderada de la Nación–Ministerio de Educación Nacional–Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio–F.N.P.S.M., el día 3 de septiembre de 2021, solicitó terminación del 

proceso como quiera que entre el Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio y la firma López Quintero Abogados & Asociados, el día 

11 de marzo de 2021 suscribieron un acuerdo de transacción donde está incluida la parte 

demandante de este proceso.  

 

Revisada la solicitud de terminación, el Despacho constata que solo fue aportado el acuerdo de 

transacción de fecha 11 de marzo de 2021, celebrado entre el Ministerio de Educación 

Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la firma López Quintero 

Abogados & Asociados, omitiéndose allegar la autorización del Gobierno Nacional que se 

requería para celebrar el mencionado acuerdo de transacción conforme lo exige el artículo 313 

del C.G.P. cuando indica: 

 

Artículo 313. Transacción por entidades públicas. Los representantes de la nación, 
departamentos y municipios no podrán transigir sin autorización del Gobierno 
Nacional, del gobernador o alcalde, según fuere el caso. (Resaltado fuera de texto). 

(…). 

 

Tampoco observa el Despacho que se haya aportado por las partes el poder otorgado por el 

demandante donde facultara al abogado que representó la firma López Quintero Abogados & 
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Asociados, para llegar a un acuerdo de transacción en sede administrativa en los términos 

expuestos en el acuerdo, pues, al haberse realizado extraprocesalmente no puede tenerse para 

esos efectos el poder que obra en el presente proceso judicial. 

 

Por otro lado, no se aportaron los documentos que sirvieron de soporte para establecer el 

monto de la sanción liquidada, documento este que tampoco obra en las pruebas del 

expediente, razón por la cual se solicitará.  

 

Así las cosas, con fundamento en el inciso 6 del artículo 312 del C.G.P1. se decretarán como 

pruebas de oficio las siguientes: 

 

i). Requerir a la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, a través de la apoderada que los representa en este proceso, para que 

dentro de los 3 días siguientes a la notificación de la presente providencia aporte la 

autorización del Gobierno Nacional que se haya otorgado para celebrar el acuerdo de 

transacción de fecha 11 de marzo de 2021, celebrado entre el Ministerio de Educación 

Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la firma López Quintero 

Abogados & Asociados. Así mismo, para que aporte certificado de salarios y prestaciones 

sociales devengados por la parte demandante en el año 2015. 

 

ii). Requerir a la parte demandante, a través del apoderado que lo representa en este proceso, 

para que dentro de los 3 días siguientes a la notificación de la presente providencia aporte el 

poder especial que fue utilizado en sede administrativa para celebrar la transacción 

extraprocesal de fecha 11 de marzo de 2021, entre el Ministerio de Educación Nacional- Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la firma López Quintero Abogados & 

Asociados. 

 

En mérito de lo expuesto, se,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Decretar como pruebas de oficio las siguientes: 

 

i). Requerir a la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, a través de la apoderada que los representa en este proceso, para que 

dentro de los 3 días siguientes a la notificación de la presente providencia aporte la 

                                   
1 Artículo 312. Trámite. En cualquier estado del proceso podrán las partes transigir la litis. También podrán transigir las diferencias 
que surjan con ocasión del cumplimiento de la sentencia.  
   
(…). 
   
Si la transacción requiere licencia y aprobación judicial, el mismo juez que conoce del proceso resolverá sobre estas; si para ello se 
requieren pruebas que no obren en el expediente, el juez las decretará de oficio o a solicitud de parte y para practicarlas señalará 
fecha y hora para audiencia. Resaltado fuera de texto. 
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autorización del Gobierno Nacional que se haya otorgado para celebrar el acuerdo de 

transacción de fecha 11 de marzo de 2021, celebrado entre el Ministerio de Educación 

Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la firma López Quintero 

Abogados & Asociados. Así mismo, para que aporte certificado de salarios y prestaciones 

sociales devengados por la parte demandante en el año 2015. 

 

ii). Requerir a la parte demandante, a través del apoderado que lo representa en este proceso, 

para que dentro de los 3 días siguientes a la notificación de la presente providencia aporte el 

poder especial que fue utilizado en sede administrativa para celebrar la transacción 

extraprocesal de fecha 11 de marzo de 2021, entre el Ministerio de Educación Nacional- Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la firma López Quintero Abogados & 

Asociados. 

 

SEGUNDO: Notificar a las partes a través de estado la presente providencia.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
  

 
 
 
 
 
 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 
CIRCUITO DE MONTERÍA 

Montería, 03 de diciembre de 2021, el Secretario certifica 

que la anterior providencia fue notificada por medio de 
Estado Electrónico N° 052 el cual puede ser consultado 
en el link:   https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-

04-administrativo-mixto-de-monteria/422 
JOSÉ FELIX PINEDA PALENCIA. 

Secretario. 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 22b6963114aed3fc01a4063e410c169037fe6aae1fc3f97ada883e0cd2452947

Documento generado en 02/12/2021 12:01:02 PM
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SIGCMA 

CO-SC5780-99 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 
 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 
 
 

Medio de control Nulidad y restablecimiento del derecho 

Radicación 23-001-33-33-004-2019-00110 

Demandante Sergio Miguel Pereira Hernández 

Demandada  
Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

 
 

AUTO DECRETA PRUEBA PREVIO A RESOLVER 

 

Procede el Despacho a decretar pruebas de oficio previo a resolver de fondo sobre la solicitud 

de terminación presentada por la apoderada de la Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – F.N.P.S.M., fundado en un acuerdo 

de transacción que indica haberse efectuado entre las partes. 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

La apoderada de la Nación–Ministerio de Educación Nacional–Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio–F.N.P.S.M., el día 3 de septiembre de 2021, solicitó terminación del 

proceso como quiera que entre el Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio y la firma López Quintero Abogados & Asociados, el día 

11 de marzo de 2021 suscribieron un acuerdo de transacción donde está incluida la parte 

demandante de este proceso.  

 

Revisada la solicitud de terminación, el Despacho constata que solo fue aportado el acuerdo de 

transacción de fecha 11 de marzo de 2021, celebrado entre el Ministerio de Educación 

Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la firma López Quintero 

Abogados & Asociados, omitiéndose allegar la autorización del Gobierno Nacional que se 

requería para celebrar el mencionado acuerdo de transacción conforme lo exige el artículo 313 

del C.G.P. cuando indica: 

 

Artículo 313. Transacción por entidades públicas. Los representantes de la nación, 
departamentos y municipios no podrán transigir sin autorización del Gobierno 
Nacional, del gobernador o alcalde, según fuere el caso. (Resaltado fuera de texto). 

(…). 

 

Tampoco observa el Despacho que se haya aportado por las partes el poder otorgado por el 

demandante donde facultara al abogado que representó la firma López Quintero Abogados & 
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Asociados, para llegar a un acuerdo de transacción en sede administrativa en los términos 

expuestos en el acuerdo, pues, al haberse realizado extraprocesalmente no puede tenerse para 

esos efectos el poder que obra en el presente proceso judicial. 

 

Por otro lado, no se aportaron los documentos que sirvieron de soporte para establecer el 

monto de la sanción liquidada, documento este que tampoco obra en las pruebas del 

expediente, razón por la cual se solicitará.  

 

Así las cosas, con fundamento en el inciso 6 del artículo 312 del C.G.P1. se decretarán como 

pruebas de oficio las siguientes: 

 

i). Requerir a la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, a través de la apoderada que los representa en este proceso, para que 

dentro de los 3 días siguientes a la notificación de la presente providencia aporte la 

autorización del Gobierno Nacional que se haya otorgado para celebrar el acuerdo de 

transacción de fecha 11 de marzo de 2021, celebrado entre el Ministerio de Educación 

Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la firma López Quintero 

Abogados & Asociados. Así mismo, para que aporte certificado de salarios y prestaciones 

sociales devengados por la parte demandante en el año 2015. 

 

ii). Requerir a la parte demandante, a través del apoderado que lo representa en este proceso, 

para que dentro de los 3 días siguientes a la notificación de la presente providencia aporte el 

poder especial que fue utilizado en sede administrativa para celebrar la transacción 

extraprocesal de fecha 11 de marzo de 2021, entre el Ministerio de Educación Nacional- Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la firma López Quintero Abogados & 

Asociados. 

 

En mérito de lo expuesto, se,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Decretar como pruebas de oficio las siguientes: 

 

i). Requerir a la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, a través de la apoderada que los representa en este proceso, para que 

dentro de los 3 días siguientes a la notificación de la presente providencia aporte la 

                                   
1 Artículo 312. Trámite. En cualquier estado del proceso podrán las partes transigir la litis. También podrán transigir las diferencias 
que surjan con ocasión del cumplimiento de la sentencia.  
   
(…). 
   
Si la transacción requiere licencia y aprobación judicial, el mismo juez que conoce del proceso resolverá sobre estas; si para ello se 
requieren pruebas que no obren en el expediente, el juez las decretará de oficio o a solicitud de parte y para practicarlas señalará 
fecha y hora para audiencia. Resaltado fuera de texto. 
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autorización del Gobierno Nacional que se haya otorgado para celebrar el acuerdo de 

transacción de fecha 11 de marzo de 2021, celebrado entre el Ministerio de Educación 

Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la firma López Quintero 

Abogados & Asociados. Así mismo, para que aporte certificado de salarios y prestaciones 

sociales devengados por la parte demandante en el año 2015. 

 

ii). Requerir a la parte demandante, a través del apoderado que lo representa en este proceso, 

para que dentro de los 3 días siguientes a la notificación de la presente providencia aporte el 

poder especial que fue utilizado en sede administrativa para celebrar la transacción 

extraprocesal de fecha 11 de marzo de 2021, entre el Ministerio de Educación Nacional- Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la firma López Quintero Abogados & 

Asociados. 

 

SEGUNDO: Notificar a las partes a través de estado la presente providencia.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

  
 
 
 
 
 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 
CIRCUITO DE MONTERÍA 

Montería, 03 de diciembre de 2021, el Secretario certifica 
que la anterior providencia fue notificada por medio de 
Estado Electrónico N° 052 el cual puede ser consultado 

en el link:   https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
04-administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSÉ FELIX PINEDA PALENCIA. 

Secretario. 
 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: fed378d93462e9a1b657ef88131bba2ec2f316ab93b987dab7b112d7bb1baf76

Documento generado en 02/12/2021 12:01:03 PM
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SIGCMA 

CO-SC5780-99 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 
 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 
 
 

Medio de control Nulidad y restablecimiento del derecho 

Radicación 23-001-33-33-004-2019-00113 

Demandante Pedro Pablo Barón Arrieta 

Demandada  
Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

 
 

AUTO DECRETA PRUEBA PREVIO A RESOLVER 

 

Procede el Despacho a decretar pruebas de oficio previo a resolver de fondo sobre la solicitud 

de terminación presentada por la apoderada de la Nación – Ministerio de Educación Nacional – 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – F.N.P.S.M., fundado en un acuerdo 

de transacción que indica haberse efectuado entre las partes. 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

La apoderada de la Nación–Ministerio de Educación Nacional–Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio–F.N.P.S.M., el día 3 de septiembre de 2021, solicitó terminación del 

proceso como quiera que entre el Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio y la firma López Quintero Abogados & Asociados, el día 

11 de marzo de 2021 suscribieron un acuerdo de transacción donde está incluida la parte 

demandante de este proceso.  

 

Revisada la solicitud de terminación, el Despacho constata que solo fue aportado el acuerdo de 

transacción de fecha 11 de marzo de 2021, celebrado entre el Ministerio de Educación 

Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la firma López Quintero 

Abogados & Asociados, omitiéndose allegar la autorización del Gobierno Nacional que se 

requería para celebrar el mencionado acuerdo de transacción conforme lo exige el artículo 313 

del C.G.P. cuando indica: 

 

Artículo 313. Transacción por entidades públicas. Los representantes de la nación, 
departamentos y municipios no podrán transigir sin autorización del Gobierno 
Nacional, del gobernador o alcalde, según fuere el caso. (Resaltado fuera de texto). 

(…). 

 

Tampoco observa el Despacho que se haya aportado por las partes el poder otorgado por el 

demandante donde facultara al abogado que representó la firma López Quintero Abogados & 
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Asociados, para llegar a un acuerdo de transacción en sede administrativa en los términos 

expuestos en el acuerdo, pues, al haberse realizado extraprocesalmente no puede tenerse para 

esos efectos el poder que obra en el presente proceso judicial. 

 

Por otro lado, no se aportaron los documentos que sirvieron de soporte para establecer el 

monto de la sanción liquidada, documento este que tampoco obra en las pruebas del 

expediente, razón por la cual se solicitará.  

 

Así las cosas, con fundamento en el inciso 6 del artículo 312 del C.G.P1. se decretarán como 

pruebas de oficio las siguientes: 

 

i). Requerir a la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, a través de la apoderada que los representa en este proceso, para que 

dentro de los 3 días siguientes a la notificación de la presente providencia aporte la 

autorización del Gobierno Nacional que se haya otorgado para celebrar el acuerdo de 

transacción de fecha 11 de marzo de 2021, celebrado entre el Ministerio de Educación 

Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la firma López Quintero 

Abogados & Asociados. Así mismo, para que aporte certificado de salarios y prestaciones 

sociales devengados por la parte demandante en el año 2017. 

 

ii). Requerir a la parte demandante, a través del apoderado que lo representa en este proceso, 

para que dentro de los 3 días siguientes a la notificación de la presente providencia aporte el 

poder especial que fue utilizado en sede administrativa para celebrar la transacción 

extraprocesal de fecha 11 de marzo de 2021, entre el Ministerio de Educación Nacional- Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la firma López Quintero Abogados & 

Asociados. 

 

En mérito de lo expuesto, se,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Decretar como pruebas de oficio las siguientes: 

 

i). Requerir a la Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, a través de la apoderada que los representa en este proceso, para que 

dentro de los 3 días siguientes a la notificación de la presente providencia aporte la 

                                   
1 Artículo 312. Trámite. En cualquier estado del proceso podrán las partes transigir la litis. También podrán transigir las diferencias 
que surjan con ocasión del cumplimiento de la sentencia.  
   
(…). 
   
Si la transacción requiere licencia y aprobación judicial, el mismo juez que conoce del proceso resolverá sobre estas; si para ello se 
requieren pruebas que no obren en el expediente, el juez las decretará de oficio o a solicitud de parte y para practicarlas señalará 
fecha y hora para audiencia. Resaltado fuera de texto. 
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autorización del Gobierno Nacional que se haya otorgado para celebrar el acuerdo de 

transacción de fecha 11 de marzo de 2021, celebrado entre el Ministerio de Educación 

Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la firma López Quintero 

Abogados & Asociados. Así mismo, para que aporte certificado de salarios y prestaciones 

sociales devengados por la parte demandante en el año 2017. 

 

ii). Requerir a la parte demandante, a través del apoderado que lo representa en este proceso, 

para que dentro de los 3 días siguientes a la notificación de la presente providencia aporte el 

poder especial que fue utilizado en sede administrativa para celebrar la transacción 

extraprocesal de fecha 11 de marzo de 2021, entre el Ministerio de Educación Nacional- Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y la firma López Quintero Abogados & 

Asociados. 

 

SEGUNDO: Notificar a las partes a través de estado la presente providencia.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

  
 
 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 

CIRCUITO DE MONTERÍA 
Montería, 03 de diciembre de 2021, el Secretario certifica 
que la anterior providencia fue notificada por medio de 

Estado Electrónico N° 052 el cual puede ser consultado 
en el link:   https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
04-administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSÉ FELIX PINEDA PALENCIA. 
Secretario. 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 2a9d16459271a0591859308ddd609d7f10a6baa62a27afd511f16c585d56d9e2

Documento generado en 02/12/2021 12:01:05 PM
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SIGCMA 
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JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

Montería, dos (2) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

  

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2019-00239 

Demandante Ricardo Manuel Ayala Martínez 

Demandado Superintendencia de Sociedades 

 

I. AUTO REQUIERE AL DEMANDADO 

 

Visto el informe secretarial que antecede, encontrándose vencido el término de contestación 

de la demanda, se procede a decidir, previas las siguientes,  

 

II. CONSIDERACIONES 

 

Revisado el expediente, observa el Juzgado que el abogado César Julio Gallo Márquez 

identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.419.299 expedida en Usaquén y portador de la 

tarjeta profesional N° 242.764 del C. S. de la J., presenta contestación de la demanda por 

parte de la Superintendencia de Sociedades, en la cual en el acápite de ANEXOS, señala que 

acompaña en formato PDF el poder para actuar y demás documentos para acreditar la calidad 

de la poderdante, e igualmente el expediente administrativo; y para acceder a ellos, agrega 

tres vínculos URL. No obstante, dichos vínculos no permiten visualizar los documentos 

señalados, como se observa:  

 

 

Pues bien, en el caso de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, quien acuda en 

ejercicio de alguno de los medios de control establecidos en el C.P.A.C.A., deberá hacerlo por 

conducto de apoderado judicial debidamente constituido para el efecto, salvo que la norma lo 

habilite para intervenir personalmente. Dicho apoderado judicial debe ser designado por la 

parte del proceso, mediante el otorgamiento de un poder en los términos previstos en el 

artículo 74 y subsiguientes del C.G.P., para que actúe al interior de la litis, en representación 

de sus intereses. 
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En virtud de lo anterior, como quiera que quien presenta la contestación de la demanda en 

este proceso carece de derecho de postulación para ejercer la defensa de la entidad, se 

abstendrá el Juzgado de reconocerle personería al abogado previamente identificado, como 

apoderado de la Superintendencia de Sociedades, y se le concederá al demandado un término 

de diez (10) días, contados a partir del día siguiente a la notificación del presente auto, para 

que subsane la falencia procesal descrita, so pena de negarle el reconocimiento de personería 

a dicho profesional del derecho y, en consecuencia, tener por no contestada la demanda.  

 

Por lo expuesto, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería,  

 

III. RESUELVE 

 

PRIMERO. Abstenerse de reconocer personería al abogado César Julio Gallo Márquez, 

identificado con la cédula de ciudadanía N° 80.419.299 expedida en Usaquén y portador de la 

tarjeta profesional N° 242.764 del C. S. de la J.del C. S. de la J., para actuar como apoderado 

de la parte demandada, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de éste proveído. 

 

SEGUNDO. Requerir al demandado, para que dentro del término de diez (10) días contados a 

partir del día siguiente a la notificación del presente auto, subsane la falencia procesal descrita, 

so pena de negarle el reconocimiento de personería al citado profesional del derecho y, en 

consecuencia, tener por no contestada la demanda. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

Montería, 3 de diciembre de 2021 el Secretario certifica 
que la anterior providencia fue notificada por medio de 
Estado Electrónico N° 052 el cual puede ser consultado 

en el link: https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
04-administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-administrativo-mixto-de-monteria/422
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-administrativo-mixto-de-monteria/422
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Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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 SIGCMA

MA JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00238-00 

Demandante Jesús Rafael Domínguez Garrido y otros. 

Demandado Departamento de Córdoba 

 

AUTO ADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por el 

apoderado de Jesús Rafael Domínguez Garrido, José Catalino Mora Mórelo, Abimael Ávila 

Gutiérrez y Danis Torres Payares, previas las siguientes;  

 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

Mediante auto de fecha cuatro (04) de noviembre de 2021, este Despacho Judicial decidió 

inadmitir la demanda de la referencia, concediéndole el término de diez (10) días hábiles a 

la parte actora para que corrigiera los defectos señalados en el auto inadmisorio.  

 

Una vez revisado el expediente, observa el Despacho que la parte actora dentro del término 

concedido subsanó todos y cada uno de los defectos señalados en el auto inadmisorio 

arriba identificado.  

 

Ahora bien, como quiera que la demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

presentada por Jesús Rafael Domínguez Garrido, José Catalino Mora Mórelo, Abimael Ávila 

Gutiérrez y Danis Torres Payares contra el Departamento de Córdoba, reúne los requisitos 

legales conforme al artículo 162 y siguientes de CPACA se procederá a admitirse, como 

así se declarará. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería, 

 

 

II. RESUELVE: 

 

 

PRIMERO: ADMITIR la demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentada 

por Jesús Rafael Domínguez Garrido, José Catalino Mora Mórelo, Abimael Ávila Gutiérrez 

y Danis Torres Payares contra el Departamento de Córdoba 

 

SEGUNDO: A efectos de que ejerza el derecho de defensa, notifíquese personalmente a 

al Departamento de Córdoba y al Agente del Ministerio Público delegado ante este Juzgado. 

 

TERCERO: La notificación personal a los anteriores sujetos, se hará mediante mensaje 

dirigido al buzón electrónico de cada uno de ellos dispuesto para notificaciones judiciales, 

el cual deberá identificar la notificación que se realiza y contener la copia de la providencia 

a notificar, y de la demanda y los traslados para los intervinientes, de conformidad en lo 

establecido en los artículos 197 y el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, que modificó el 

artículo 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 
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que a su vez había sido modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 12 de julio del 

2012. 
 

CUARTO: Una vez notificado el presente auto, córrase traslado a las entidades 

demandadas y al Ministerio Público por el término de treinta (30) días, de conformidad con 

lo establecido en el artículo 172 del C.P.A.C.A. Se advierte a la demandada que el traslado 

o términos comenzará a contar partir del día hábil siguiente, después de transcurrido los 2 

días hábiles siguientes al del envió del mensaje, en atención a lo establecido en los artículos 

197 y el artículo 48 de la ley 2080 de 2021, que modificó el artículo 199 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, que a su vez había sido 

modificado por el artículo 162 de la Ley 1564 del 12 de julio del 2012. 

 

QUINTO: Adviértasele a las demandadas, que con el escrito de contestación de la demanda 

deberán allegar las pruebas que tenga en su poder y que pretendan hacer valer en el 

proceso, acorde a lo dispuesto en el numeral 4º del artículo 175 del C.P.A.C.A. 

 

SEXTO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 
SECRETARÍA 

Montería, 3 de diciembre de 2021 el secretario certifica que la 

anterior providencia fue notificada por medio de Estado 
Electrónico No. 052 de 2021 el cual puede ser consultado en el 
link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-

administrativo-mixto-de-monteria/422 
JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 

 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba
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 SIGCMA 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00298-00 

Demandante Melania del Carmen Herazo Velásquez 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba – 

Secretaria de Educación Departamental, Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO RECHAZA DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la ausencia de subsanación de la demanda por parte 

de la apoderada de Melania del Carmen Herazo Velásquez, previas las siguientes;  

 

I. CONSIDERACIONES  

 

El apoderado de la parte actora para el día 27 de septiembre de 2021, presentó demanda 

de Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de Educación 

Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de 

Córdoba-Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora, solicitando se declare la 

nulidad del acto administrativo N° 20210172123941 de fecha 27 de agosto de 2021, por el 

cual se niega el derecho a la sanción moratoria por la no consignación oportuna de los 

intereses a las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

Mediante auto proferido el día 04 de octubre de 2021, este Despacho resolvió inadmitir la 

demanda para que dentro de los diez (10) días siguientes a su notificación, la parte actora 

aportara prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las entidades 

demandadas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS OCHOA 

Y ASOCIADOS, y prueba de que el poder le haya sido remitido otorgado a través de 

mensajes de datos, con la prevención de que al momento de presentar el escrito de 

subsanación notifique del mismo a la demandada. 

 

El día 14 de octubre de 2021, la parte demandante mediante correo electrónico adjunta 

documento en el que se indica haber subsanado el requerimiento que este Despacho 

solicitó. Una vez revisado el correo, constata el Despacho que este anexó dentro del término 

señalado los siguientes documentos solicitados, tales como; i), prueba de haber remitido 

copia de la demanda y sus anexos a las entidades demandadas; ii), certificado de existencia 

y representación legal de la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS; y iii), poder  especial. 

 

No obstante, este Despacho observó que la nota de presentación personal que hizo la 

parte demandante del poder ante la Notaria Segunda del Circuito de Montería es de fecha 

20 de agosto de 2019, causándole extrañeza al Despacho que aparezca en el cuerpo del 

poder  plenamente identificado el acto acusado, esto es, el de fecha 27 de agosto de 2021. 

Por lo que se le requirió a través de auto de fecha 4 de noviembre de 2021 para que 

aportara en original y en físico a las instalaciones de este Despacho, el poder remitido con 

la corrección en medio magnético a efectos de evidenciar su autenticidad. Para ello éste 

Despacho le otorgo 5 días hábiles, contados a partir del día siguiente de la notificación de 

esta providencia, so pena de rechazo. 
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Así las cosas, al no haberse acreditado la remisión del poder en original y en físico a las 

instalaciones de este Despacho a efectos de evidenciar su autenticidad, el Despacho 

rechazará la demanda como quiera que no fue subsanada, con fundamento en el numeral 

segundo del artículo 169 del C.P.A.C.A. el cual establece lo siguiente: 

“ARTÍCULO 169. RECHAZO DE LA DEMANDA. Se rechazará la demanda y se 

ordenará la devolución de los anexos en los siguientes casos: 

1. Cuando hubiere operado la caducidad. 

2. Cuando habiendo sido inadmitida no se hubiere corregido la demanda 

dentro de la oportunidad legalmente establecida. Negrilla y subraya del 

Despacho.  

3. Cuando el asunto no sea susceptible de control judicial.” 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería, 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: RECHAZAR la demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

presentada por Melania del Carmen Herazo Velásquez contra la Nación – Ministerio de 

Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

Departamento de Córdoba – Secretaria de Educación Departamental y la Fiduprevisora 

S.A., por los motivos expuestos en precedencia.  

 

SEGUNDO: Archívese el expediente. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 
Montería, 03 de diciembre de 2021 el secretario certifica que 
la anterior providencia fue notificada por medio de Estado 

Electrónico No. 052 de 2021 el cual puede ser consultado en 
el link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-
administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 
Secretario 

 
 

Secretario 

 

Firmado Por:
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 SIGCMA 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00300-00 

Demandante Manuela Antonia Urango Mora 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba 

– Secretaria de Educación Departamental, Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO RECHAZA DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la ausencia de subsanación de la demanda por parte 

de la apoderada de Manuela Antonia Urango Mora, previas las siguientes;  

 

I. CONSIDERACIONES  

 

El apoderado de la parte actora para el día 27 de septiembre de 2021, presentó demanda 

de Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de Educación 

Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de 

Córdoba-Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora, solicitando se declare la 

nulidad del acto administrativo N° 20210172123941 de fecha 27 de agosto de 2021, por el 

cual se niega el derecho a la sanción moratoria por la no consignación oportuna de los 

intereses a las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

Mediante auto proferido el día 04 de octubre de 2021, este Despacho resolvió inadmitir la 

demanda para que dentro de los diez (10) días siguientes a su notificación, la parte actora 

aportara prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las entidades 

demandadas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS OCHOA 

Y ASOCIADOS, y prueba de que el poder le haya sido remitido otorgado a través de 

mensajes de datos, con la prevención de que al momento de presentar el escrito de 

subsanación notifique del mismo a la demandada. 

 

El día 14 de octubre de 2021, la parte demandante mediante correo electrónico adjunta 

documento en el que se indica haber subsanado el requerimiento que este Despacho 

solicitó. Una vez revisado el correo, constata el Despacho que este anexó dentro del término 

señalado los siguientes documentos solicitados, tales como; i), prueba de haber remitido 

copia de la demanda y sus anexos a las entidades demandadas; ii), certificado de existencia 

y representación legal de la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS; y iii), poder  especial. 

 

No obstante, este Despacho observó que la nota de presentación personal que hizo la 

parte demandante del poder ante la Notaria Única de San Bernardo del Viento - Córdoba 

es de fecha 15 de agosto de 2019, causándole extrañeza al Despacho que aparezca en el 

cuerpo del poder  plenamente identificado el acto acusado, esto es, el de fecha 27 de 

agosto de 2021. Por lo que se le requirió a través de auto de fecha 4 de noviembre de 2021 

para que aportara en original y en físico a las instalaciones de este Despacho, el poder 

remitido con la corrección en medio magnético a efectos de evidenciar su autenticidad. 

Para ello éste Despacho le otorgo 5 días hábiles, contados a partir del día siguiente de la 

notificación de esta providencia, so pena de rechazo. 
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Así las cosas, al no haberse acreditado la remisión del poder en original y en físico a las 

instalaciones de este Despacho a efectos de evidenciar su autenticidad, el Despacho 

rechazará la demanda como quiera que no fue subsanada, con fundamento en el numeral 

segundo del artículo 169 del C.P.A.C.A. el cual establece lo siguiente: 

“ARTÍCULO 169. RECHAZO DE LA DEMANDA. Se rechazará la demanda y se 

ordenará la devolución de los anexos en los siguientes casos: 

1. Cuando hubiere operado la caducidad. 

2. Cuando habiendo sido inadmitida no se hubiere corregido la demanda 

dentro de la oportunidad legalmente establecida. Negrilla y subraya del 

Despacho.  

3. Cuando el asunto no sea susceptible de control judicial.” 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería, 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: RECHAZAR la demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

presentada por Manuela Antonia Urango Mora contra la Nación – Ministerio de Educación 

Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de 

Córdoba – Secretaria de Educación Departamental y la Fiduprevisora S.A., por los motivos 

expuestos en precedencia.  

 

SEGUNDO: Archívese el expediente. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 
Montería, 03 de diciembre de 2021 el secretario certifica que la 
anterior providencia fue notificada por medio de Estado 

Electrónico No. 052 de 2021 el cual puede ser consultado en el 
link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-
administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 
Secretario 

 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-administrativo-mixto-de-monteria/422
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-administrativo-mixto-de-monteria/422
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 SIGCMA

MA JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00313-00 

Demandante Fabiola Inés Soto Galeano 

Demandado Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba 

- Secretaría de Educación y Fiduprevisora S.A 

 

AUTO RECHAZA DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la ausencia de subsanación de la demanda por parte 

del apoderado de Fabiola Inés Soto Galeano, previas las siguientes; 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

El día siete (07) de octubre del 2021, el apoderado de la parte actora presentó demanda de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación - Ministerio de Educación Nacional 

- Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba - Secretaría 

de Educación y Fiduprevisora S.A., solicitando se declare la nulidad del Acto Administrativo 

Oficio No. 20210172224951 de fecha 02 de Septiembre de 2021, por el cual se niega el 

derecho a la sanción moratoria por la no consignación oportuna de los intereses a las 

cesantías y cesantías de la vigencia 2020 

 

Mediante auto proferido el día 4 de noviembre del 2021, notificado en el estado No. 048 del 

día 05 de noviembre de la misma anualidad, este Despacho decidió inadmitir la demanda 

de la referencia, concediendo el término de 10 días hábiles a fin de que se corrigieran los 

defectos señalados en el mismo.  

 

Ahora bien, mediante el artículo 169 del C.P.A.C.A se enlistaron las causales de rechazo 

de la demanda en los procesos que se adelanten en la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo, siendo una de esas causales cuando habiendo sido inadmitida la demanda, 

ésta no fuese subsanada dentro del término, observemos:  

 

“ARTÍCULO 169. RECHAZO DE LA DEMANDA. Se rechazará la demanda y se 

ordenará la devolución de los anexos en los siguientes casos: 

1. Cuando hubiere operado la caducidad. 

2. Cuando habiendo sido inadmitida no se hubiere corregido la demanda 

dentro de la oportunidad legalmente establecida. Negrilla y subraya del 

Despacho.  

3. Cuando el asunto no sea susceptible de control judicial.” 

Una vez revisado el expediente, constata el Despacho que no obra escrito de subsanación 

dentro del presente proceso.  
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Así las cosas, como quiera que la demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

presentada por Fabiola Inés Soto Galeano contra la Nación - Ministerio de Educación 

Nacional - Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba - 

Secretaría de Educación y Fiduprevisora S.A, no fue subsanada dentro del término 

establecido para ello, se procederá al rechazo de la misma con fundamento en el numeral 

segundo de la norma arriba transcrita, como así se declarará.   

 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería, 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: Rechazar la demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentada 

por Fabiola Inés Soto Galeano contra la Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo 

de Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba - Secretaría de 

Educación y Fiduprevisora S.A, por los motivos expuestos en precedencia.  

 

SEGUNDO: Ordénese devolver los anexos de la demanda sin necesidad de desglose. 

 

TERCERO: Cumplido lo anterior, archívese el expediente.  

 

CUARTO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 

Montería, 3 de diciembre de  2021 el secretario 
certifica que la anterior providencia fue notificada 
por medio de Estado Electrónico No. 052 de 2021 el 

cual puede ser consultado en el 
link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
04-administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 
Secretario 

 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba
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 SIGCMA

MA JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00314-00 

Demandante Efrén De Jesús Zapata Elorza 

Demandado Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba 

- Secretaría de Educación y Fiduprevisora S.A 

 

AUTO RECHAZA DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la ausencia de subsanación de la demanda por parte 

del apoderado de Efrén De Jesús Zapata Elorza, previas las siguientes; 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

El día siete (07) de octubre del 2021, el apoderado de la parte actora presentó demanda de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación - Ministerio de Educación Nacional 

- Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba - Secretaría 

de Educación y Fiduprevisora S.A., solicitando se declare la nulidad del Acto Administrativo 

Oficio No. 20210172224951 de fecha 02 de Septiembre de 2021, por el cual se niega el 

derecho a la sanción moratoria por la no consignación oportuna de los intereses a las 

cesantías y cesantías de la vigencia 2020 

 

Mediante auto proferido el día 4 de noviembre del 2021, notificado en el estado No. 048 del 

día 05 de noviembre de la misma anualidad, este Despacho decidió inadmitir la demanda 

de la referencia, concediendo el término de 10 días hábiles a fin de que se corrigieran los 

defectos señalados en el mismo.  

 

Ahora bien, mediante el artículo 169 del C.P.A.C.A se enlistaron las causales de rechazo 

de la demanda en los procesos que se adelanten en la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo, siendo una de esas causales cuando habiendo sido inadmitida la demanda, 

ésta no fuese subsanada dentro del término, observemos:  

 

“ARTÍCULO 169. RECHAZO DE LA DEMANDA. Se rechazará la demanda y se 

ordenará la devolución de los anexos en los siguientes casos: 

1. Cuando hubiere operado la caducidad. 

2. Cuando habiendo sido inadmitida no se hubiere corregido la demanda 

dentro de la oportunidad legalmente establecida. Negrilla y subraya del 

Despacho.  

3. Cuando el asunto no sea susceptible de control judicial.” 

Una vez revisado el expediente, constata el Despacho que no obra escrito de subsanación 

dentro del presente proceso.  
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Así las cosas, como quiera que la demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

presentada por Efrén De Jesús Zapata Elorza contra la Nación - Ministerio de Educación 

Nacional - Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba - 

Secretaría de Educación y Fiduprevisora S.A, no fue subsanada dentro del término 

establecido para ello, se procederá al rechazo de la misma con fundamento en el numeral 

segundo de la norma arriba transcrita, como así se declarará.   

 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería, 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: Rechazar la demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentada 

por Efrén De Jesús Zapata Elorza contra la Nación - Ministerio de Educación Nacional - 

Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba - Secretaría de 

Educación y Fiduprevisora S.A, por los motivos expuestos en precedencia.  

 

SEGUNDO: Ordénese devolver los anexos de la demanda sin necesidad de desglose. 

 

TERCERO: Cumplido lo anterior, archívese el expediente.  

 

CUARTO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 
SECRETARÍA 

Montería, 3 de diciembre de  2021 el secretario 

certifica que la anterior providencia fue notificada 
por medio de Estado Electrónico No. 052 de 2021 
el cual puede ser consultado en el 

link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado
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 SIGCMA 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 
 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00316-00  

Demandante Elvia María Galvis Jaramillo 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba – 

Secretaria de Educación Departamental, Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO ADMITE 

  

Procede el Despacho a resolver sobre la subsanación de la demanda por parte de la 

apoderada de Elvia María Galvis Jaramillo, previas las siguientes;  

 

I. CONSIDERACIONES 

 

La apoderada de la parte actora para el día 07 de octubre de 2021, presentó demanda de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de Educación Nacional-

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba-

Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora, solicitando se declare la nulidad 

del acto administrativo N° 20210172224951 de fecha 02 de septiembre de 2021, por el cual 

se niega el derecho a la sanción moratoria por la no consignación oportuna de los intereses 

a las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

Mediante auto proferido el día 4 de noviembre, este Despacho resolvió inadmitir la demanda 

para que dentro de los diez (10) días siguientes a su notif icación, la parte actora aportara 

prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las entidades demandas, 

certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS OCHOA Y 

ASOCIADOS, y prueba de que el poder le haya sido conferido a través de mensaje de 

datos, con la prevención de que al momento de presentar el escrito de subsanación 

notifique del mismo a la demandada. 

 

El día 5 de noviembre de 2021, la parte demandante mediante correo electrónico adjunta 

documento en el que se indica haber subsanado el requerimiento que este Despacho 

solicitó. Una vez revisado el correo, constata el Despacho que este anexó dentro del término 

señalado los siguientes documentos solicitados, tales como; prueba de haber remitido copia 

de la demanda y sus anexos a las entidades demandas, certificado de existencia y 

representación legal de la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS, y prueba de que el poder 

le haya sido conferido a través de mensaje de datos. 

 

Así las cosas, al haberse corregido en legal forma este Despacho procederá a admitir la 

demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentado por Elvia María Galvis 

Jaramillo contra la Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba-Secretaria de Educación 

Departamental y la Fiduprevisora S.A., por reunir los requisitos legales conforme al 

artículo162 y siguientes de CPACA, como así se declarará. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería 
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II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: Admitir la demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentada por 

Elvia María Galvis Jaramillo contra la Nación-Ministerio de Educación Nacional-Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba- Secretaria 

de Educación Departamental y la Fiduprevisora S.A.  

 

SEGUNDO: A efectos de que ejerza el derecho de defensa, notifíquese personalmente  a 

la Nación-Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, Departamento de Córdoba-Secretaria de Educación Departamental, 

Fiduprevisora, a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, y al Agente del 

Ministerio Público Delegado ante este Juzgado. 

 

TERCERO: La notificación personal a los anteriores sujetos, se hará mediante mensaje 

dirigido al buzón electrónico de cada uno de ellos dispuesto para notificaciones judiciales, 

el cual deberá identificar la notificación que se realiza y contener la copia de la providencia 

a notificar, y de la demanda y los traslados para los intervinientes, de conformidad en lo 

establecido en los artículos 197 y el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, que modificó el 

artículo 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, que a su vez había sido modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 

12 de julio del 2012. 

 

CUARTO: Una vez notificado el presente auto, córrase traslado a las entidades 

demandadas  y al Ministerio Público por el término de treinta (30) días, de conformidad con 

lo establecido en el artículo 172 del C.P.A.C.A. Se advierte a la demandada que el traslado 

o términos comenzará a contar partir del día hábil siguiente, después de transcurrido los 2 

días hábiles siguientes al del envió del mensaje, en atención a lo establecido en los artículos 

197 y el artículo 48 de la ley 2080 de 2021, que modificó el artículo 199 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, que a su vez había sido 

modificado por el artículo 162 de la Ley 1564 del 12 de julio del 2012. 

 

QUINTO: Reconocer personería para actuar a la abogada Eliana Patricia Pérez Sánchez, 

identificada con cédula de ciudadanía No. 1.067.887.642, portadora de la tarjeta profesional 

No. 334.304 del C.S.J, como apoderada de la parte actora, en los términos y para los fines 

consagrados en el poder. 

 

SEXTO: Adviértasele a la demandada, que con el escrito de contestación de la demanda 

deberán allegar las pruebas que tenga en su poder y que pretendan hacer valer en el 

proceso, acorde a lo dispuesto en el numeral 4º del artículo 175 del C.P.A.C.A. 

 

SÉPTIMO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 

Montería, 03 de diciembre de 2021 el secretario certifica que 
la anterior providencia fue notificada por medio de Estado 
Electrónico No. 052 de 2021 el cual puede ser consultado en 

el link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-
administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 
 
 

Secretario 
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 SIGCMA 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 
 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00318-00  

Demandante Lidis Vidal Vidal 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba 

– Secretaria de Educación Departamental, Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO ADMITE 

  

Procede el Despacho a resolver sobre la subsanación de la demanda por parte de la 

apoderada de Lidis Vidal Vidal, previas las siguientes;  

 

I. CONSIDERACIONES 

 

La apoderada de la parte actora para el día 07 de octubre de 2021, presentó demanda de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de Educación Nacional-

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba-

Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora, solicitando se declare la nulidad 

del acto administrativo N° 20210172224951 de fecha 02 de septiembre de 2021, por el cual 

se niega el derecho a la sanción moratoria por la no consignación oportuna de los intereses 

a las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

Mediante auto proferido el día 4 de noviembre, este Despacho resolvió inadmitir la demanda 

para que dentro de los diez (10) días siguientes a su notif icación, la parte actora aportara 

prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las entidades demandas, 

certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS OCHOA Y 

ASOCIADOS, y prueba de que el poder le haya sido conferido a través de mensaje de 

datos, con la prevención de que al momento de presentar el escrito de subsanación 

notifique del mismo a la demandada. 

 

El día 5 de noviembre de 2021, la parte demandante mediante correo electrónico adjunta 

documento en el que se indica haber subsanado el requerimiento que este Despacho 

solicitó. Una vez revisado el correo, constata el Despacho que este anexó dentro del término 

señalado los siguientes documentos solicitados, tales como; prueba de haber remitido copia 

de la demanda y sus anexos a las entidades demandas, certificado de existencia y 

representación legal de la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS, y prueba de que el poder 

le haya sido conferido a través de mensaje de datos. 

 

Así las cosas, al haberse corregido en legal forma este Despacho procederá a admitir la 

demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentado por Lidis Vidal Vidal 

contra la Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones 

Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba-Secretaria de Educación 

Departamental y la Fiduprevisora S.A., por reunir los requisitos legales conforme al 

artículo162 y siguientes de CPACA, como así se declarará. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería 
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II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: Admitir la demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentada por 

Lidis Vidal Vidal contra la Nación-Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba- Secretaria de Educación 

Departamental y la Fiduprevisora S.A.  

 

SEGUNDO: A efectos de que ejerza el derecho de defensa, notifíquese personalmente  a 

la Nación-Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, Departamento de Córdoba-Secretaria de Educación Departamental, 

Fiduprevisora, a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, y al Agente del 

Ministerio Público Delegado ante este Juzgado. 

 

TERCERO: La notificación personal a los anteriores sujetos, se hará mediante mensaje 

dirigido al buzón electrónico de cada uno de ellos dispuesto para notificaciones judiciales, 

el cual deberá identificar la notificación que se realiza y contener la copia de la providencia 

a notificar, y de la demanda y los traslados para los intervinientes, de conformidad en lo 

establecido en los artículos 197 y el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, que modificó el 

artículo 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, que a su vez había sido modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 

12 de julio del 2012. 

 

CUARTO: Una vez notificado el presente auto, córrase traslado a las entidades 

demandadas  y al Ministerio Público por el término de treinta (30) días, de conformidad con 

lo establecido en el artículo 172 del C.P.A.C.A. Se advierte a la demandada que el traslado 

o términos comenzará a contar partir del día hábil siguiente, después de transcurrido los 2 

días hábiles siguientes al del envió del mensaje, en atención a lo establecido en los artículos 

197 y el artículo 48 de la ley 2080 de 2021, que modificó el artículo 199 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, que a su vez había sido 

modificado por el artículo 162 de la Ley 1564 del 12 de julio del 2012. 

 

QUINTO: Reconocer personería para actuar a la abogada Eliana Patricia Pérez Sánchez, 

identificada con cédula de ciudadanía No. 1.067.887.642, portadora de la tarjeta profesional 

No. 334.304 del C.S.J, como apoderada de la parte actora, en los términos y para los fines 

consagrados en el poder. 

 

SEXTO: Adviértasele a la demandada, que con el escrito de contestación de la demanda 

deberán allegar las pruebas que tenga en su poder y que pretendan hacer valer en el 

proceso, acorde a lo dispuesto en el numeral 4º del artículo 175 del C.P.A.C.A. 

 

SÉPTIMO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 

Montería, 03 de diciembre de 2021 el secretario certifica que 
la anterior providencia fue notificada por medio de Estado 
Electrónico No. 052 de 2021 el cual puede ser consultado 

en el link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-
administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 
 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba
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 SIGCMA

MA JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00319-00 

Demandante Jair Enrique Corena Gaviria 

Demandado Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba 

- Secretaría de Educación y Fiduprevisora S.A 

 

AUTO RECHAZA DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la ausencia de subsanación de la demanda por parte 

del apoderado de Jair Enrique Corena Gaviria, previas las siguientes; 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

El día siete (07) de octubre del 2021, el apoderado de la parte actora presentó demanda de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación - Ministerio de Educación Nacional 

- Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba - Secretaría 

de Educación y Fiduprevisora S.A., solicitando se declare la nulidad del Acto Administrativo 

Oficio No. 20210172224951 de fecha 02 de Septiembre de 2021, por el cual se niega el 

derecho a la sanción moratoria por la no consignación oportuna de los intereses a las 

cesantías y cesantías de la vigencia 2020 

 

Mediante auto proferido el día 4 de noviembre del 2021, notificado en el estado No. 048 del 

día 05 de noviembre de la misma anualidad, este Despacho decidió inadmitir la demanda 

de la referencia, concediendo el término de 10 días hábiles a fin de que se corrigieran los 

defectos señalados en el mismo.  

 

No obstante lo anterior, este Despacho observa que si bien obra en el escrito de 

subsanación prueba documental donde se señala haber enviado copia de la demanda y 

sus anexos a las entidades demandadas, en el pantallazo no se aprecia archivo 

magnético adjunto en donde se pueda observar que efectivamente se haya enviado copia 

de ella y de sus anexos a los demandados en archivo magnético, contraviniendo así lo 

normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, entre otras, se adicionó 

el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la época de la 

presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente: 

(…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos.  (Negrilla y 

subraya del Despacho).  
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(…). 

Así las cosas, al no haberse acreditado el envió de la demanda a las entidades 

demandadas, el Despacho rechazará la demanda como quiera que no fue subsanada, con 

fundamento en el numeral segundo del artículo 169 del C.P.A.C.A. el cual establece lo 

siguiente: 

“ARTÍCULO 169. RECHAZO DE LA DEMANDA. Se rechazará la demanda y se 

ordenará la devolución de los anexos en los siguientes casos: 

1. Cuando hubiere operado la caducidad. 

2. Cuando habiendo sido inadmitida no se hubiere corregido la demanda 

dentro de la oportunidad legalmente establecida. Negrilla y subraya del 

Despacho.  

3. Cuando el asunto no sea susceptible de control judicial.” 

 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería, 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: Rechazar la demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentada 

por Jair Enrique Corena Gaviria contra la Nación - Ministerio de Educación Nacional - Fondo 

de Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba - Secretaría de 

Educación y Fiduprevisora S.A, por los motivos expuestos en precedencia.  

 

SEGUNDO: Ordénese devolver los anexos de la demanda sin necesidad de desglose. 

 

TERCERO: Cumplido lo anterior, archívese el expediente.  

 

CUARTO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 
Montería, 3 de diciembre de  2021 el secretario 
certifica que la anterior providencia fue notificada 

por medio de Estado Electrónico No. 052 de 2021 
el cual puede ser consultado en el 
link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado

-04-administrativo-mixto-de-monteria/422 
JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 

 
 

Secretario 
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 SIGCMA

MA JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00322-00 

Demandante María Teresa Tenorio Carrascal 

Demandado Departamento de Córdoba  

 

AUTO RECHAZA DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la ausencia de subsanación de la demanda por parte 

del apoderado de María Teresa Tenorio Carrascal, previas las siguientes; 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

El día ocho (08) de octubre del 2021, el apoderado de la parte actora presentó demanda de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra el Departamento de Córdoba, solicitando se 

declare la nulidad del Decreto No. 00417 de 09 de marzo de 2021 y el Decreto No. 00895 

de 08 de junio de 2021, expedido por la entidad demandada 

 

Mediante auto proferido el día 4 de noviembre del 2021, notificado en el estado No. 048 del 

día 05 de noviembre de la misma anualidad, este Despacho decidió inadmitir la demanda 

de la referencia, concediendo el término de 10 días hábiles a fin de que se corrigieran los 

defectos señalados en el mismo.  

 

Ahora bien, mediante el artículo 169 del C.P.A.C.A se enlistaron las causales de rechazo 

de la demanda en los procesos que se adelanten en la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo, siendo una de esas causales cuando habiendo sido inadmitida la demanda, 

ésta no fuese subsanada dentro del término, observemos:  

 

“ARTÍCULO 169. RECHAZO DE LA DEMANDA. Se rechazará la demanda y se 

ordenará la devolución de los anexos en los siguientes casos: 

1. Cuando hubiere operado la caducidad. 

2. Cuando habiendo sido inadmitida no se hubiere corregido la demanda 

dentro de la oportunidad legalmente establecida. (Negrilla y subraya del 

Despacho).  

3. Cuando el asunto no sea susceptible de control judicial.” 

 

Una vez revisado el expediente, constata el Despacho que no obra escrito de subsanación 

dentro del presente proceso.  

 

Así las cosas, como quiera que la demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

presentada por María Teresa Tenorio Carrascal contra el Departamento de Córdoba, no fue 

subsanada dentro del término establecido para ello, se procederá al rechazo de la misma 

con fundamento en el numeral segundo de la norma arriba transcrita, como así se declarará.   
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En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería, 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: Rechazar la demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentada 

por María Teresa Tenorio Carrascal contra el Departamento de Córdoba, por los motivos 

expuestos en precedencia.  

 

SEGUNDO: Ordénese devolver los anexos de la demanda sin necesidad de desglose. 

 

TERCERO: Cumplido lo anterior, archívese el expediente.  

 

CUARTO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 
SECRETARÍA 

Montería, 3 de diciembre de  2021 el secretario 

certifica que la anterior providencia fue notificada 
por medio de Estado Electrónico No. 052 de 2021 
el cual puede ser consultado en el 

link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
04-administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 
 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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 SIGCMA 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 
 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00351-00  

Demandante Roger Antonio Ruiz Álvarez 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Municipio de Montería – 

Secretaria de Educación, Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO ADMITE 

  

Procede el Despacho a resolver sobre la subsanación de la demanda por parte de la 

apoderada de Roger Antonio Ruiz Álvarez, previas las siguientes;  

 

I. CONSIDERACIONES 

 

La apoderada de la parte actora para el día 25 de octubre de 2021, presentó demanda de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de Educación Nacional-

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Municipio de Montería-Secretaria 

de Educación Municipal y la Fiduprevisora S.A., solicitando se declare la nulidad del acto 

administrativo N° 2021-ER-252940 de fecha 30 de junio de 2021, acto administrativo ficto 

negativo o presunto por parte de la Fiduprevisora S.A., acto administrativo N° SAC 

MON2021ER005640 de fecha 17 de junio de 2021 y el acto administrativo N° 

20211091462531 de fecha 29 de junio de 2021, con el fin se le reconozca el pago del 

reajuste pensional desde el 01 de enero de 2015 hasta la fecha. 

 

Mediante auto proferido el día 4 de noviembre, este Despacho resolvió inadmitir la 

demanda para que dentro de los diez (10) días siguientes a su notificación, la parte actora 

aportara  y corrigiera cada una de las inconsistencias antes señaladas en el escrito de la 

demanda, con la prevención de que al momento de presentar el escrito de subsanación, 

notifique del mismo a la demandada. 

El día 10 de noviembre de 2021, la parte demandante mediante correo electrónico adjunta 

documento en el que se indica haber subsanado el requerimiento que este Despacho 

solicitó. Una vez revisado el correo, constata el Despacho que este anexó dentro del término 

señalado cada una de las correcciones señaladas en el escrito de la demanda. 

 

Así las cosas, al haberse corregido en legal forma este Despacho procederá a admitir la 

demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentado por Roger Antonio Ruiz 

Álvarez contra la Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Municipio de Montería-Secretaria de Educación 

Municipal y la Fiduprevisora S.A., por reunir los requisitos legales conforme al artículo162 

y siguientes de CPACA, como así se declarará. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería 
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II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: Admitir la demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho presentada por 

Roger Antonio Ruiz Álvarez contra la Nación- Ministerio de Educación Nacional-Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Municipio de Montería-Secretaria de 

Educación Municipal y la Fiduprevisora S.A.  

 

SEGUNDO: A efectos de que ejerza el derecho de defensa, notifíquese personalmente  a 

la Nación-Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, Municipio de Montería-Secretaria de Educación Municipal, Fiduprevisora S.A., 

a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, y al Agente del Ministerio Público 

Delegado ante este Juzgado. 

 

TERCERO: La notificación personal a los anteriores sujetos, se hará mediante mensaje 

dirigido al buzón electrónico de cada uno de ellos dispuesto para notificaciones judiciales, 

el cual deberá identificar la notificación que se realiza y contener la copia de la providencia 

a notificar, y de la demanda y los traslados para los intervinientes, de conformidad en lo 

establecido en los artículos 197 y el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, que modificó el 

artículo 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, que a su vez había sido modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 

12 de julio del 2012. 

 

CUARTO: Una vez notificado el presente auto, córrase traslado a las entidades 

demandadas  y al Ministerio Público por el término de treinta (30) días, de conformidad con 

lo establecido en el artículo 172 del C.P.A.C.A. Se advierte a la demandada que el traslado 

o términos comenzará a contar partir del día hábil siguiente, después de transcurrido los 2 

días hábiles siguientes al del envió del mensaje, en atención a lo establecido en los artículos 

197 y el artículo 48 de la ley 2080 de 2021, que modificó el artículo 199 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, que a su vez había sido 

modificado por el artículo 162 de la Ley 1564 del 12 de julio del 2012. 

 

QUINTO: Reconocer personería para actuar a la abogada Iany Elena Martínez Hoyos, 

identificada con cédula de ciudadanía No. 50.919.673, portadora de la tarjeta profesional 

No. 114.511 del C.S.J, como apoderada de la parte actora, en los términos y para los fines 

consagrados en el poder. 

 

SEXTO: Adviértasele a la demandada, que con el escrito de contestación de la demanda 

deberán allegar las pruebas que tenga en su poder y que pretendan hacer valer en el 

proceso, acorde a lo dispuesto en el numeral 4º del artículo 175 del C.P.A.C.A. 

 

SÉPTIMO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 

Montería, 03 de diciembre de 2021 el secretario certifica que 
la anterior providencia fue notificada por medio de Estado 
Electrónico No. 052 de 2021 el cual puede ser consultado 

en el link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-
administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 
 
 

Secretario 

 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-administrativo-mixto-de-monteria/422
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-administrativo-mixto-de-monteria/422
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Monteria - Cordoba

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 59a9e22e21cfe8e2b9dc76595e022e502fa2523208f3012e45177c46694e8892

Documento generado en 02/12/2021 12:03:24 PM

 

 

Valide este documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



               

 
 

 SIGCMA 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 
 

Medio de Control Reparación Directa 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00355-00  

Demandante Delsy María Tamara Rivera y Otros 

Demandado Nación – Ministerio de Educación – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de 

Córdoba – Secretaria de Educación Departamental y 

Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO ADMITE 

  

Procede el Despacho a resolver sobre la subsanación de la demanda por parte el 

apoderado de Delsy María Tamara Rivera, Yanina Paola Castro Tamara, Delsy Sugey 

Castro Tamara y Yuris Angelica Castro Tamara contra la Nación-Ministerio de Educación-

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba-

Secretaria de Educación Departamental y la Fiduprevisora S.A., previas las siguientes; 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

El día 29 de octubre de 2021, el apoderado de la parte actora presentó demanda de 

Reparación Directa contra la Nación-Ministerio de Educación-Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba-Secretaria de Educación 

Departamental y la Fiduprevisora S.A., solicitando se declare la responsabilidad 

administrativa y patrimonial de las demandadas por los perjuicios sufridos como 

consecuencia de la omisión del deber de cuidado por la indebida operación administrativa, 

que dio lugar el retiro ilegal de las cesantías depositadas a su favor producto de la relación 

laboral con el Departamento de Córdoba. 

 

Mediante auto proferido el día 4 de noviembre, este Despacho resolvió inadmitir la 

demanda para que dentro de los diez (10) días siguientes a su notificación, la parte actora 

aportara el registro civil de nacimiento de la señora Yuris Angélica Castro Tamara en el 

que acredite el parentesco de la señora Delsy María Tamara Rivera, con la prevención de 

que al momento de presentar el escrito de subsanación, notifique del mismo a la 

demandada. 

El día 11 de noviembre de 2021, la parte demandante mediante correo electrónico adjunta 

documento en el que se indica haber subsanado el requerimiento que este Despacho 

solicitó. Una vez revisado el correo, constata el Despacho que este anexó dentro del término 

señalado lo indicado en el auto. 

 

Así las cosas, al haberse corregido en legal forma este Despacho procederá a admitir la 

demanda de Reparación Directa presentado por Delsy María Tamara Rivera, Yanina Paola 

Castro Tamara, Delsy Sugey Castro Tamara y Yuris Angélica Castro Tamara contra la 

Nación-Ministerio de Educación-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

Departamento de Córdoba-Secretaria de Educación Departamental y la Fiduprevisora S.A., 

por reunir los requisitos legales conforme al artículo162 y siguientes de CPACA, como así 

se declarará. 
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En mérito de lo expuesto, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería 

 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: Admitir la demanda de Reparación Directa presentado por Delsy María Tamara 

Rivera, Yanina Paola Castro Tamara, Delsy Sugey Castro Tamara y Yuris Angélica Castro 

Tamara contra la Nación-Ministerio de Educación-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio, Departamento de Córdoba-Secretaria de Educación Departamental y la 

Fiduprevisora S.A. 

 

SEGUNDO: A efectos de que ejerza el derecho de defensa, notifíquese personalmente  a 

la Nación-Ministerio de Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, Departamento de Córdoba-Secretaria de Educación Departamental, 

Fiduprevisora S.A., a la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, y al Agente del 

Ministerio Público Delegado ante este Juzgado. 

 

TERCERO: La notificación personal a los anteriores sujetos, se hará mediante mensaje 

dirigido al buzón electrónico de cada uno de ellos dispuesto para notificaciones judiciales, 

el cual deberá identificar la notificación que se realiza y contener la copia de la providencia 

a notificar, y de la demanda y los traslados para los intervinientes, de conformidad en lo 

establecido en los artículos 197 y el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, que modificó el 

artículo 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, que a su vez había sido modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 

12 de julio del 2012. 

 

CUARTO: Una vez notificado el presente auto, córrase traslado a las entidades 

demandadas  y al Ministerio Público por el término de treinta (30) días, de conformidad con 

lo establecido en el artículo 172 del C.P.A.C.A. Se advierte a la demandada que el traslado 

o términos comenzará a contar partir del día hábil siguiente, después de transcurrido los 2 

días hábiles siguientes al del envió del mensaje, en atención a lo establecido en los artículos 

197 y el artículo 48 de la ley 2080 de 2021, que modificó el artículo 199 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, que a su vez había sido 

modificado por el artículo 162 de la Ley 1564 del 12 de julio del 2012. 

 

QUINTO: Adviértasele a la demandada, que con el escrito de contestación de la demanda 

deberán allegar las pruebas que tenga en su poder y que pretendan hacer valer en el 

proceso, acorde a lo dispuesto en el numeral 4º del artículo 175 del C.P.A.C.A. 

 

 

SEXTO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 

Montería, 03 de diciembre de 2021 el secretario 
certifica que la anterior providencia fue notificada por 
medio de Estado Electrónico No. 052 de 2021 el cual 

puede ser consultado en el 
link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
04-administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 
Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 8fcb92599dd770ae9e79c51293d369a1470cade914d3935b59db8c0178e3e183

Documento generado en 02/12/2021 12:03:24 PM
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 SIGCMA 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00382-00 

Demandante Jhair Asdeson Bernal Canabal 

Demandado Municipio de Montería 

 

AUTO RECHAZA DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la demanda presentada por el apoderado Jhair 

Asdeson Bernal Canabal contra el Municipio de Montería, previas las siguientes; 

 

I. CONSIDERACIONES  

 

El apoderado de la parte actora para el día 27 de octubre de 2021, presentó demanda de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra el Municipio de Montería, solicitando se 

declare la nulidad del Acto Administrativo No. OJ036 de fecha 08 de marzo de 2021 y la 

Resolución No. 00594 de fecha 20 de abril de 2021, por el cual se le niega el reconocimiento 

y pago de la reliquidación, indexaciones e intereses moratorios de las excedentes de horas 

extras y compensatorios de las vigencias 2003 a 2013, así como también que se incluyan 

dichos mayores valores a efectos de la reliquidación y pago de las cesantías, intereses de 

las cesantías, primas, factores salariales y prestacionales en las que se tengan como factor 

de liquidación las horas extras y los compensatorios. 

 

Observa el Despacho que a folio 45 al 60 obra la Resolución No. 1129 de 16 de diciembre 

de 2019, mediante el cual, el municipio de Montería ordenó reconocer y pagar las horas 

extras laboradas que exceden de las 50 horas pagadas mensualmente por nomina a los 

empleados del sector administrativo de la Secretaria de Educación Municipal durante la 

vigencia de 2003 a 2013, dentro de los cuales está como beneficiario de la mencionada 

resolución la parte aquí demandante. 

 

La parte demandante mediante petición de 1 de marzo de 20211, solicitó al Municipio de 

Montería que se reliquidaran las horas extras y compensatorios que habían sido 

reconocidas mediante la Resolución No. 1129 de 16 de diciembre de 2019, ello en tanto, 

esta no tuvo en cuenta que los trabajadores estuvieron laborando turnos en el cargo de 

celador cumpliendo un horario de 12 horas diarias muchos de ellos sin derecho a descanso 

compensatorio. 

 

La entidad demandada mediante los actos Administrativos No. OJ036 de fecha 82 y 10 de 

marzo de 2021, negó los derechos reclamados, al considerar que la Resolución No. 1129 

de 16 de diciembre de 2019, había resuelto sobre dicho objeto y  había quedado en firme 

al no haberse interpuesto los recursos dispuestos por la Ley. 

 

Contra dichos actos el apoderado de los demandantes interpuso recurso de reposición el 

día 25 de marzo de 20213, el cual fue resuelto por la entidad demandada mediante la 

                                                             
1 Folio 21 al 25 del expediente. 
2 Folios 31 al 34 del expediente. 
3 Folios 35 al 39 del expediente. 
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Resolución No. 00594 de fecha 20 de abril de 20214, decisión está que mantuvo la decisión 

negativa anterior. 

 

Como se puede observar, la entidad demandada, producto de peticiones de 8 y 11 de 

diciembre de 20195, y de decisiones judiciales adversas, emitió la Resolución No. 1129 de 

16 de diciembre de 2019, mediante el cual ordenó reconocer y pagar las horas extras 

laboradas que excedían las 50 horas pagadas mensualmente por nomina a los empleados 

del sector administrativo de la Secretaria de Educación Municipal durante la vigencia de 

2003 a 2013, dentro de los cuales está como beneficiario de la mencionada resolución la 

parte aquí demandante.  

 

Así mismo resulta claro, que la disconformidad del actor parte de la indebida liquidación 

que hizo la demandada en la Resolución No. 1129 de 16 de diciembre de 2019, siendo 

éste el acto que le afectó los derechos que hoy reclama, por consiguiente, era ese acto el 

que debía demandar ante la jurisdicción contenciosa administrativa, mas no intentar revivir 

términos con la petición de reliquidación de 1 de marzo de 20216, a través del cual provocó 

un nuevo pronunciamiento de la administración (Actos Administrativos No. OJ036 de fecha 8 y 

10 de marzo de 2021, y la Resolución No. 00594 de fecha 20 de abril de 2021, que resolvió el recurso 

de reposición), pero que estas, no tiene la virtualidad de revivir los términos que la ley da 

para demandar los actos administrativos, que corresponden a los 4 meses después de 

notificado el acto conforme el literal d), numeral 2, del artículo 164 de la Ley 1437 de 201, 

el cual expone: 

 
ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La 
demanda deberá ser presentada: 
 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
 
(…). 
 
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
 
(…). 
 
d) Cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del derecho, la demanda 
deberá presentarse dentro del término de cuatro (4) meses contados a partir 
del día siguiente al de la comunicación, notificación, ejecución o publicación del 
acto administrativo, según el caso, salvo las excepciones establecidas en otras 
disposiciones legales; (Negrilla fuera de texto). 

 
Pese a que no obra en el expediente constancia de notificación a la parte demandante de 

la Resolución No. 1129 de 16 de diciembre de 2019, resulta acreditado que si tuvo 

conocimiento del mismo, pues, es mencionado en la petición de 1 de marzo de 20217, 

donde precisamente le solicitó al Municipio de Montería que se reliquidaran las horas extras 

y compensatorios que habían sido reconocidas en dicho acto. Por consiguiente, aun 

tomándose como fecha de notificación de la mencionada resolución, la de radicación de la 

petición de reliquidación de fecha 1 de marzo de 2021, tenemos que al momento de 

presentarse la solicitud de conciliación (20 de agosto de 2021, y con la cual se suspendía el termino 

de caducidad conforme el artículo 3 del Decreto 1716 de 2009), ya había trascurrido un término 

superior (5 meses y 18 días) al de los 4 meses de que trata la norma arriba citada. 

 

                                                             
4 Ver folios 41 al 44 del expediente. 
5 Ver parte motiva de la Resolución No. 1129 de 16 de diciembre de 2019. 
6 Folio 21 al 25 del expediente. 
7 Folio 21 al 25 del expediente. 
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Por lo anterior, al no haberse presentado demanda contra la Resolución No. 1129 de 16 

de diciembre de 2019, dentro del término antes indicado, se configuró la CADUCIDAD del 

medio de control, sin que se pueda revivir dicho termino con la nueva actuación de la parte 

demandante, pues, con la petición radicada el 1 de marzo de 2021, y el recurso de 

reposición de fecha 25 del mismo mes y año, la cual dio origen a nuevos actos 

administrativos, lo que se pretendía era provocar un nuevo pronunciamiento de la 

administración, para entonces revivir términos ya fenecidos, lo cual no puede ser de recibo 

para éste Despacho. Por consiguiente, la demanda se rechazará conforme al artículo 169 

numeral 1 del C.P.A.C.A8. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería, 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: Rechazar la presente demanda, de conformidad con la motivación.  

 
SEGUNDO: Archivar el expediente. 

 
TERCERO: Reconocer personería para actuar al abogado Edgar Manuel Macea Gómez, 

identificado con cédula de ciudadanía No. 92.542.513 expedida en Sincelejo, portador de 

la tarjeta profesional No. 151.675 del C.S.J, y al abogado Mario Alberto Pacheco Pérez, 

identificado con cédula de ciudadanía N° 1.102.795.592 expedida en Sincelejo, portador de 

la tarjeta profesional N° 175.279 del C.S.J, como apoderados de la parte actora, en los 

términos y para los fines consagrados en el poder, con la prevención que en el proceso 

solo podrá actuar un solo apoderado. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

  

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                             
8 ARTÍCULO  169. Rechazo de la demanda. Se rechazará la demanda y se ordenará la devolución de los 

anexos en los siguientes casos: 
 
1. Cuando hubiere operado la caducidad. 
(…). 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 
Montería, 03 de diciembre de 2021 el secretario certifica que 
la anterior providencia fue notificada por medio de Estado 

Electrónico No. 052  de 2021 el cual puede ser consultado 
en el link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-
administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 
Secretario 

 
 

Secretario 

 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-administrativo-mixto-de-monteria/422
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-administrativo-mixto-de-monteria/422


Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: eb1b732ff96594cc1d4ef25fedcb26d9f20b85b9a95575699b05ff2a781948bb

Documento generado en 02/12/2021 12:03:26 PM

 

 

Valide este documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



               

 
 

 SIGCMA 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00383-00 

Demandante Mayra Mariela España Osorio 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba – 

Secretaria de Educación Departamental, Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Mayra Mariela España Osorio, previas las siguientes;  

 

I. CONSIDERACIONES  

 

La apoderada de la parte actora para el día 27 de octubre de 2021, presentó demanda de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de Educación Nacional-

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba-

Secretaria de Educación Departamental y la Fiduprevisora S.A., solicitando se declare la 

nulidad del acto administrativo N° 20210172224951 de fecha 02 de septiembre de 2021, 

por el cual se niega el derecho de indemnización moratoria por la no consignación oportuna 

de los intereses a las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i). Una vez revisado el expediente observa el Despacho que no obra en éste prueba 

documental alguna donde el actor demuestre haber enviado copia de la demanda y sus 

anexos a las entidades demandadas, simultáneamente con la presentación de la demanda, 

contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, 

entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la 

época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente:  

 (…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos.   Negrilla y 

subraya del Despacho.  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación, da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  

ii). Observa el Despacho que la parte demandante otorga poder especial, amplio y 

suficiente a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS en representación de la doctora 

Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada, pero no obra en el plenario el 
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certificado de existencia y representación legal de dicha empresa, el cual es prueba idónea 

para determinar si el objeto social de dicha firma es la prestación de servicios jurídicos, tal 

como lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, se le requerirá a la parte actora 

aportar dicho certificado.   

 

iii). Evidencia el Despacho que el poder especial aportado con la demanda no cumple las 

exigencias de Ley, según el Decreto 806 de 2020 en su artículo 5 dispuso eliminar el 

requisito de la presentación personal de poder, en el único evento que fuera conferido a 

través de mensaje de datos, norma que dispone: 

ARTÍCULO 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 

podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 

antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal 

o reconocimiento. 

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado 

que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

(…). 

En relación a este punto, con la demanda se aportó un poder, que si bien se encuentra 

firmado por quien dice ser Mayra Mariela España Osorio, no se confirió a través de 

mensajes de datos, por ejemplo, a través de la cuenta de correo electrónico de la 

demandante. En virtud de lo anterior, se le requerirá a la parte actora para que corrija dicha 

situación, como lo exige la norma transcrita en líneas inmediatamente anteriores. 

iv). Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente: 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 

(…). 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 

derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan 

en el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con 

la Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 

Constitución y la ley.(Resaltado fuera de texto). 

(…). 

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos, los municipios, y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las 

entidades demandas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 

OCHOA Y ASOCIADOS y de la Fiduprevisora S.A., y prueba de que el poder le haya sido 
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a través de mensaje de datos, con la prevención de que al momento de presentar el escrito 

de subsanación notifique del mismo a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia.  

 

SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 
SECRETARÍA 

Montería, 3 de diciembre de 2021 el secretario 

certifica que la anterior providencia fue notificada 
por medio de Estado Electrónico No. 052  de 2021 
el cual puede ser consultado en el 

link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado
-04-administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 
 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba
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 SIGCMA 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00384-00 

Demandante Ketty Luz Ayala España 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba – 

Secretaria de Educación Departamental, Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Ketty Luz Ayala España, previas las siguientes;  

 

I. CONSIDERACIONES  

 

La apoderada de la parte actora para el día 29 de octubre de 2021, presentó demanda de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de Educación Nacional-

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba-

Secretaria de Educación Departamental y la Fiduprevisora S.A., solicitando se declare la 

nulidad del acto administrativo N° 20210172224951 de fecha 02 de septiembre de 2021, 

por el cual se niega el derecho de indemnización moratoria por la no consignación oportuna 

de los intereses a las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i). Una vez revisado el expediente observa el Despacho que la parte demandante otorga 

poder especial, amplio y suficiente a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS en 

representación de la doctora Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada, 

pero no obra en el plenario el certificado de existencia y representación legal de dicha 

empresa, el cual es prueba idónea para determinar si el objeto social de dicha firma es la 

prestación de servicios jurídicos, tal como lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, 

se le requerirá a la parte actora aportar dicho certificado.   

 

ii). Evidencia el Despacho que el poder especial aportado con la demanda no cumple las 

exigencias de Ley, según el Decreto 806 de 2020 en su artículo 5 dispuso eliminar el 

requisito de la presentación personal de poder, en el único evento que fuera conferido a 

través de mensaje de datos, norma que dispone: 

ARTÍCULO 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 

podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 

antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal 

o reconocimiento. 

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado 

que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

(…). 

En relación a este punto, con la demanda se aportó un poder, que si bien se encuentra 

firmado por quien dice ser Ketty Luz Ayala España, no se confirió a través de mensajes de 

datos, por ejemplo, a través de la cuenta de correo electrónico de la demandante. En virtud 
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de lo anterior, se le requerirá a la parte actora para que corrija dicha situación, como lo 

exige la norma transcrita en líneas inmediatamente anteriores. 

iii). Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente: 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 

(…). 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 

derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan 

en el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con 

la Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 

Constitución y la ley. Resaltado fuera de texto. 

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos, los municipios, y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 

OCHOA Y ASOCIADOS y de la Fiduprevisora S.A., y prueba de que el poder le haya sido 

a través de mensaje de datos, con la prevención de que al momento de presentar el escrito 

de subsanación notifique del mismo a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia.  

 

SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 
JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 
SECRETARÍA 

Montería, 3 de diciembre de 2021 el secretario certifica que 
la anterior providencia fue notificada por medio de Estado 
Electrónico No. 052  de 2021 el cual puede ser consultado en 

el link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-
administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 
 
 

Secretario 
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 SIGCMA 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00385-00 

Demandante María Inés Llanos González 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de 

Córdoba – Secretaria de Educación Departamental, 

Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de María Inés Llanos González, previas las siguientes;  

 

I. CONSIDERACIONES  

 

La apoderada de la parte actora para el día 29 de octubre de 2021, presentó demanda de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de Educación Nacional-

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba-

Secretaria de Educación Departamental y la Fiduprevisora S.A., solicitando se declare la 

nulidad del acto administrativo N° 20210172224951 de fecha 02 de septiembre de 2021, 

por el cual se niega el derecho de indemnización moratoria por la no consignación oportuna 

de los intereses a las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i). Una vez revisado el expediente observa el Despacho que la parte demandante otorga 

poder especial, amplio y suficiente a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS en 

representación de la doctora Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada, 

pero no obra en el plenario el certificado de existencia y representación legal de dicha 

empresa, el cual es prueba idónea para determinar si el objeto social de dicha firma es la 

prestación de servicios jurídicos, tal como lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, 

se le requerirá a la parte actora aportar dicho certificado.   

 

ii). Evidencia el Despacho que el poder especial aportado con la demanda no cumple las 

exigencias de Ley, según el Decreto 806 de 2020 en su artículo 5 dispuso eliminar el 

requisito de la presentación personal de poder, en el único evento que fuera conferido a 

través de mensaje de datos, norma que dispone: 

ARTÍCULO 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 

podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 

antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal 

o reconocimiento. 

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado 

que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

(…). 

En relación a este punto, con la demanda se aportó un poder, que si bien se encuentra 

firmado por quien dice ser María Inés Llanos González, no se confirió a través de mensajes 
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de datos, por ejemplo, a través de la cuenta de correo electrónico de la demandante. En 

virtud de lo anterior, se le requerirá a la parte actora para que corrija dicha situación, como 

lo exige la norma transcrita en líneas inmediatamente anteriores. 

iii). Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente: 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 

(…). 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 

derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan 

en el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con 

la Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 

Constitución y la ley.( Resaltado fuera de texto). 

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos, los municipios, y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 

OCHOA Y ASOCIADOS y de la Fiduprevisora S.A., y prueba de que el poder le haya sido 

a través de mensaje de datos, con la prevención de que al momento de presentar el escrito 

de subsanación notifique del mismo a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia.  

 

SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 
JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 
SECRETARÍA 

Montería, 3 de diciembre de 2021 el secretario certifica que 

la anterior providencia fue notificada por medio de Estado 
Electrónico No. 052  de 2021 el cual puede ser consultado 
en el link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-

administrativo-mixto-de-monteria/422 
JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 

 
 

Secretario 
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 SIGCMA 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00386-00 

Demandante Ever Manuel Benítez Rodríguez 

Demandado Municipio de Montería 

 

AUTO RECHAZA DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la demanda presentada por el apoderado Ever 

Manuel Benítez Rodríguez contra el Municipio de Montería, previas las siguientes; 

 

I. CONSIDERACIONES  

 

El apoderado de la parte actora para el día 27 de octubre de 2021, presentó demanda de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra el Municipio de Montería, solicitando se 

declare la nulidad del Acto Administrativo No. OJ036 de fecha 08 de marzo de 2021 y la 

Resolución No. 00594 de fecha 20 de abril de 2021, por el cual se le niega el reconocimiento 

y pago de la reliquidación, indexaciones e intereses moratorios de las excedentes de horas 

extras y compensatorios de las vigencias 2003 a 2013, así como también que se incluyan 

dichos mayores valores a efectos de la reliquidación y pago de las cesantías, intereses de 

las cesantías, primas, factores salariales y prestacionales en las que se tengan como factor 

de liquidación las horas extras y los compensatorios. 

 

Observa el Despacho que a folio 45 al 60 obra la Resolución No. 1129 de 16 de diciembre 

de 2019, mediante el cual, el municipio de Montería ordenó reconocer y pagar las horas 

extras laboradas que exceden de las 50 horas pagadas mensualmente por nomina a los 

empleados del sector administrativo de la Secretaria de Educación Municipal durante la 

vigencia de 2003 a 2013, dentro de los cuales está como beneficiario de la mencionada 

resolución la parte aquí demandante. 

 

La parte demandante mediante petición de 1 de marzo de 20211, solicitó al Municipio de 

Montería que se reliquidaran las horas extras y compensatorios que habían sido 

reconocidas mediante la Resolución No. 1129 de 16 de diciembre de 2019, ello en tanto, 

esta no tuvo en cuenta que los trabajadores estuvieron laborando turnos en el cargo de 

celador cumpliendo un horario de 12 horas diarias muchos de ellos sin derecho a descanso 

compensatorio. 

 

La entidad demandada mediante los actos Administrativos No. OJ036 de fecha 82 y 10 de 

marzo de 2021, negó los derechos reclamados, al considerar que la Resolución No. 1129 

de 16 de diciembre de 2019, había resuelto sobre dicho objeto y  había quedado en firme 

al no haberse interpuesto los recursos dispuestos por la Ley. 

 

Contra dichos actos el apoderado de los demandantes interpuso recurso de reposición el 

día 25 de marzo de 20213, el cual fue resuelto por la entidad demandada mediante la 

                                                             
1 Folio 21 al 25 del expediente. 
2 Folios 31 al 34 del expediente. 
3 Folios 35 al 39 del expediente. 
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Resolución No. 00594 de fecha 20 de abril de 20214, decisión está que mantuvo la decisión 

negativa anterior. 

 

Como se puede observar, la entidad demandada, producto de peticiones de 8 y 11 de 

diciembre de 20195, y de decisiones judiciales adversas, emitió la Resolución No. 1129 de 

16 de diciembre de 2019, mediante el cual ordenó reconocer y pagar las horas extras 

laboradas que excedían las 50 horas pagadas mensualmente por nomina a los empleados 

del sector administrativo de la Secretaria de Educación Municipal durante la vigencia de 

2003 a 2013, dentro de los cuales está como beneficiario de la mencionada resolución la 

parte aquí demandante.  

 

Así mismo resulta claro, que la disconformidad del actor parte de la indebida liquidación 

que hizo la demandada en la Resolución No. 1129 de 16 de diciembre de 2019, siendo 

éste el acto que le afectó los derechos que hoy reclama, por consiguiente, era ese acto el 

que debía demandar ante la jurisdicción contenciosa administrativa, mas no intentar revivir 

términos con la petición de reliquidación de 1 de marzo de 20216, a través del cual provocó 

un nuevo pronunciamiento de la administración (Actos Administrativos No. OJ036 de fecha 8 y 

10 de marzo de 2021, y la Resolución No. 00594 de fecha 20 de abril de 2021, que resolvió el recurso 

de reposición), pero que estas, no tiene la virtualidad de revivir los términos que la ley da 

para demandar los actos administrativos, que corresponden a los 4 meses después de 

notificado el acto conforme el literal d), numeral 2, del artículo 164 de la Ley 1437 de 201, 

el cual expone: 

 
ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La 
demanda deberá ser presentada: 
 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
 
(…). 
 
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
 
(…). 
 
d) Cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del derecho, la demanda 
deberá presentarse dentro del término de cuatro (4) meses contados a partir 
del día siguiente al de la comunicación, notificación, ejecución o publicación del 
acto administrativo, según el caso, salvo las excepciones establecidas en otras 
disposiciones legales; Negrilla fuera de texto. 

 
Pese a que no obra en el expediente constancia de notificación a la parte demandante de 

la Resolución No. 1129 de 16 de diciembre de 2019, resulta acreditado que si tuvo 

conocimiento del mismo, pues, es mencionado en la petición de 1 de marzo de 20217, 

donde precisamente le solicitó al Municipio de Montería que se reliquidaran las horas extras 

y compensatorios que habían sido reconocidas en dicho acto. Por consiguiente, aun 

tomándose como fecha de notificación de la mencionada resolución, la de radicación de la 

petición de reliquidación de fecha 1 de marzo de 2021, tenemos que al momento de 

presentarse la solicitud de conciliación (20 de agosto de 2021, y con la cual se suspendía el termino 

de caducidad conforme el artículo 3 del Decreto 1716 de 2009), ya había trascurrido un término 

superior (5 meses y 18 días) al de los 4 meses de que trata la norma arriba citada. 

 

                                                             
4 Ver folios 41 al 44 del expediente. 
5 Ver parte motiva de la Resolución No. 1129 de 16 de diciembre de 2019. 
6 Folio 21 al 25 del expediente. 
7 Folio 21 al 25 del expediente. 
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Por lo anterior, al no haberse presentado demanda contra la Resolución No. 1129 de 16 

de diciembre de 2019, dentro del término antes indicado, se configuró la CADUCIDAD del 

medio de control, sin que se pueda revivir dicho termino con la nueva actuación de la parte 

demandante, pues, con la petición radicada el 1 de marzo de 2021, y el recurso de 

reposición de fecha 25 del mismo mes y año, la cual dio origen a nuevos actos 

administrativos, lo que se pretendía era provocar un nuevo pronunciamiento de la 

administración, para entonces revivir términos ya fenecidos, lo cual no puede ser de recibo 

para éste Despacho. Por consiguiente, la demanda se rechazará conforme al artículo 169 

numeral 1 del C.P.A.C.A8. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería, 
 

RESUELVE: 

 
PRIMERO: Rechazar la presente demanda, de conformidad con la motivación.  

 
SEGUNDO: Archivar el expediente. 
 
TERCERO: Reconocer personería para actuar al abogado Edgar Manuel Macea Gómez, 

identificado con cédula de ciudadanía No. 92.542.513 expedida en Sincelejo, portador de 

la tarjeta profesional No. 151.675 del C.S.J, y al abogado Mario Alberto Pacheco Pérez, 

identificado con cédula de ciudadanía N° 1.102.795.592 expedida en Sincelejo, portador de 

la tarjeta profesional N° 175.279 del C.S.J, como apoderados de la parte actora, en los 

términos y para los fines consagrados en el poder, con la prevención que en el proceso 

solo podrá actuar un solo apoderado. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

  

 

 

 

 

 

 

 

                                                             
8 ARTÍCULO  169. Rechazo de la demanda. Se rechazará la demanda y se ordenará la devolución de los 

anexos en los siguientes casos: 
 
1. Cuando hubiere operado la caducidad. 
(…). 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 
Montería, 03 de diciembre de 2021 el secretario 
certifica que la anterior providencia fue notificada 

por medio de Estado Electrónico No. 052  de 2021 
el cual puede ser consultado en el 
link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-

04-administrativo-mixto-de-monteria/422 
JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 

 
 

Secretario 
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 SIGCMA 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00387-00 

Demandante Deiris Judith Calao Cárdenas 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de 

Córdoba – Secretaria de Educación Departamental, 

Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Deiris Judith Calao Cárdenas, previas las siguientes;  

 

I. CONSIDERACIONES  

 

La apoderada de la parte actora para el día 2 de noviembre de 2021, presentó demanda de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de Educación Nacional-

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba-

Secretaria de Educación Departamental y la Fiduprevisora S.A., solicitando se declare la 

nulidad del acto administrativo N° 20210172224951 de fecha 02 de septiembre de 2021, 

por el cual se niega el derecho de indemnización moratoria por la no consignación oportuna 

de los intereses a las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i). Una vez revisado el expediente observa el Despacho que no obra en éste prueba 

documental alguna donde el actor demuestre haber enviado copia de la demanda y sus 

anexos a las entidades demandadas, simultáneamente con la presentación de la demanda, 

contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, 

entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la 

época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente:  

 (…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos.   Negrilla y 

subraya del Despacho.  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación, da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  

ii). Observa el Despacho que la parte demandante otorga poder especial, amplio y 

suficiente a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS en representación de la doctora 



 2  
Expediente: No. 23-001-33-33-004-2021-00387-00 

 

                                                                                                                                                

Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada, pero no obra en el plenario el 

certificado de existencia y representación legal de dicha empresa, el cual es prueba idónea 

para determinar si el objeto social de dicha firma es la prestación de servicios jurídicos, tal 

como lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, se le requerirá a la parte actora 

aportar dicho certificado.   

 

iii). Evidencia el Despacho que el poder especial aportado con la demanda no cumple las 

exigencias de Ley, según el Decreto 806 de 2020 en su artículo 5 dispuso eliminar el 

requisito de la presentación personal de poder, en el único evento que fuera conferido a 

través de mensaje de datos, norma que dispone: 

ARTÍCULO 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 

podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 

antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal 

o reconocimiento. 

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado 

que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

(…). 

En relación a este punto, con la demanda se aportó un poder, que si bien se encuentra 

firmado por quien dice ser Deiris Judith Calao Cárdenas, no se confirió a través de 

mensajes de datos, por ejemplo, a través de la cuenta de correo electrónico de la 

demandante. En virtud de lo anterior, se le requerirá a la parte actora para que corrija dicha 

situación, como lo exige la norma transcrita en líneas inmediatamente anteriores. 

iv). Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente: 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 

(…). 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 

derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan 

en el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con 

la Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 

Constitución y la ley. (Resaltado fuera de texto). 

(…). 

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos, los municipios, y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las 

entidades demandas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 
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OCHOA Y ASOCIADOS y de la Fiduprevisora S.A., y prueba de que el poder le haya sido 

a través de mensaje de datos, con la prevención de que al momento de presentar el escrito 

de subsanación notifique del mismo a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia.  

 

SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 

Montería, 03 de diciembre de 2021 el secretario certifica que 
la anterior providencia fue notificada por medio de Estado 
Electrónico No. 052  de 2021 el cual puede ser consultado en 

el link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-
administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 
 
 

Secretario 
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 SIGCMA 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00388-00 

Demandante Luz Estela Cruz Galeano 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba – 

Secretaria de Educación Departamental, Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Luz Estela Cruz Galeano, previas las siguientes;  

 

I. CONSIDERACIONES  

 

La apoderada de la parte actora para el día 2 de noviembre de 2021, presentó demanda de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de Educación Nacional-

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba-

Secretaria de Educación Departamental y la Fiduprevisora S.A., solicitando se declare la 

nulidad del acto administrativo N° 20210172224951 de fecha 02 de septiembre de 2021, 

por el cual se niega el derecho de indemnización moratoria por la no consignación oportuna 

de los intereses a las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i). Una vez revisado el expediente observa el Despacho que no obra en éste prueba 

documental alguna donde el actor demuestre haber enviado copia de la demanda y sus 

anexos a las entidades demandadas, simultáneamente con la presentación de la demanda, 

contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, 

entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la 

época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente:  

 (…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. (Negrilla y 

subraya del Despacho).  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación, da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  

ii). Observa el Despacho que la parte demandante otorga poder especial, amplio y 

suficiente a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS en representación de la doctora 

Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada, pero no obra en el plenario el 
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certificado de existencia y representación legal de dicha empresa, el cual es prueba idónea 

para determinar si el objeto social de dicha firma es la prestación de servicios jurídicos, tal 

como lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, se le requerirá a la parte actora 

aportar dicho certificado.   

 

iii). Evidencia el Despacho que el poder especial aportado con la demanda no cumple las 

exigencias de Ley, según el Decreto 806 de 2020 en su artículo 5 dispuso eliminar el 

requisito de la presentación personal de poder, en el único evento que fuera conferido a 

través de mensaje de datos, norma que dispone: 

ARTÍCULO 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 

podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 

antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal 

o reconocimiento. 

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado 

que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

(…). 

En relación a este punto, con la demanda se aportó un poder, que si bien se encuentra 

firmado por quien dice ser Luz Estela Cruz Galeano, no se confirió a través de mensajes 

de datos, por ejemplo, a través de la cuenta de correo electrónico de la demandante. En 

virtud de lo anterior, se le requerirá a la parte actora para que corrija dicha situación, como 

lo exige la norma transcrita en líneas inmediatamente anteriores. 

iv). Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente: 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 

(…). 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 

derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan 

en el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con 

la Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 

Constitución y la ley. Resaltado fuera de texto. 

(…). 

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos, los municipios, y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las 

entidades demandas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 

OCHOA Y ASOCIADOS y de la Fiduprevisora S.A., y prueba de que el poder le haya sido 
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a través de mensaje de datos, con la prevención de que al momento de presentar el escrito 

de subsanación notifique del mismo a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia.  

 

SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 
SECRETARÍA 

Montería, 03 de diciembre de 2021 el secretario certifica que la 

anterior providencia fue notificada por medio de Estado 
Electrónico No. 052  de 2021 el cual puede ser consultado en el 
link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-

administrativo-mixto-de-monteria/422 
JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 

 
 

Secretario 
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 SIGCMA

MA JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00390-00 

Demandante Diana Rosa Ruiz Pérez  

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba – 

Secretaria de Educación Departamental, Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Diana Rosa Ruiz Pérez, previas las siguientes;  

 

I. CONSIDERACIONES  

 

La apoderada de la parte actora para el día 02 de noviembre de 2021, presentó demanda 

de Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de Educación 

Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de 

Córdoba-Secretaria de Educación Departamental y la Fiduprevisora S.A., solicitando se 

declare la nulidad del acto administrativo N° 20210172224951 de fecha 02 de septiembre 

de 2021, por el cual se niega el derecho de indemnización moratoria por la no consignación 

oportuna de los intereses a las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i). Una vez revisado el expediente observa el Despacho que no obra en éste prueba 

documental alguna donde el actor demuestre haber enviado copia de la demanda y sus 

anexos a las entidades demandadas, simultáneamente con la presentación de la demanda, 

contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, 

entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la 

época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente:  

 (…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. (Negrilla y 

subraya del Despacho).  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación, da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  

ii). Observa el Despacho que la parte demandante otorga poder especial, amplio y 

suficiente a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS en representación de la doctora 

Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada, pero no obra en el plenario el 
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certificado de existencia y representación legal de dicha empresa, el cual es prueba idónea 

para determinar si el objeto social de dicha firma es la prestación de servicios jurídicos, tal 

como lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, se le requerirá a la parte actora 

aportar dicho certificado.   

 

iii). Evidencia el Despacho que el poder especial aportado con la demanda no cumple las 

exigencias de Ley, según el Decreto 806 de 2020 en su artículo 5 dispuso eliminar el 

requisito de la presentación personal de poder, en el único evento que fuera conferido a 

través de mensaje de datos, norma que dispone: 

ARTÍCULO 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 

podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 

antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal 

o reconocimiento. 

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado 

que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

(…). 

En relación a este punto, con la demanda se aportó un poder, que si bien se encuentra 

firmado por quien dice ser Diana Rosa Ruiz Pérez, no se confirió a través de mensajes de 

datos, proveniente, por ejemplo, de la cuenta de correo electrónico de la demandante. En 

virtud de lo anterior, se le requerirá a la parte actora para que corrija dicha situación, como 

lo exige la norma transcrita en líneas inmediatamente anteriores. 

 

iv). Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente: 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 

(…). 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 

derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan 

en el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con 

la Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 

Constitución y la ley. Resaltado fuera de texto. 

(…). 

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos, los municipios y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

v). El numeral 7 del artículo 162 del CPACA, respecto de la dirección de notificaciones de 

las partes y su apoderado establece: 

 

ARTÍCULO 162. CONTENIDO DE LA DEMANDA. Toda demanda deberá dirigirse 

a quien sea competente y contendrá: 
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(…) 

 

7. <Numeral modificado por el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021. El nuevo texto es 

el siguiente:> El lugar y dirección donde las partes y el apoderado de quien 

demanda recibirán las notificaciones personales. Para tal efecto, deberán indicar 

también su canal digital. Resaltado fuera de texto. 

 

(…) 

 

Ahora bien, la norma exige que se indique el lugar, dirección y para tal efecto el canal digital 

donde las partes y el apoderado deban recibir las notificaciones personales. Revisada la 

demanda, en el acápite de notificaciones observa el Despacho que en la demanda no se 

indica el lugar, dirección y canal digital donde la parte demandante recibirá las 

notificaciones, contraviniendo lo citado en el artículo anteriormente mencionado. 

 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las 

entidades demandas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 

OCHOA Y ASOCIADOS y de la Fiduprevisora S.A., prueba de que el poder le haya sido 

otorgado a través de mensaje de datos y prueba donde indique el lugar, dirección y para tal 

efecto el canal digital donde la parte demandante recibirá las notificaciones,  con la 

prevención de que al momento de presentar el escrito de subsanación notifique del mismo 

a la demandada. 

 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia.  

 

SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 
SECRETARÍA 

Montería, 03 de diciembre de 2021 el secretario certifica que 

la anterior providencia fue notificada por medio de Estado 
Electrónico No. 052  de 2021 el cual puede ser consultado 
en el link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-

administrativo-mixto-de-monteria/422 
JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 

 
 

Secretario 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2080_2021.html#35
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 SIGCMA

MA JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00391-00 
Demandante Violedis Blandon Ramos   

Demandado Municipio de Montería-Secretaría de Educación Municipal, 
Fiduprevisora S.A.  

 
AUTO AVOCA Y ORDENA ADECUAR DEMANDA 

 

Procede el Despacho a estudiar la demanda presentada por Violedis Blandon Ramos  

contra el Municipio de Montería-Secretaría de Educación Municipal y la Fiduprevisora S.A., 

la cual fuera remitida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Montería, previas las 

siguientes, 

I. CONSIDERACIONES 

 

Como se indicó, proviene el asunto de la referencia del Juzgado Cuarto Laboral del Circuito 

de Montería, al haber declarado carecer de jurisdicción y competencia mediante providencia 

del 22 de octubre de 2021. Ello en tanto considera que el asunto objeto de litigio 

corresponde a una controversia de seguridad social en la que se solicita el reconocimiento 

de una pensión derivada de la muerte de un empleado público a cargo de una institución 

pensional de naturaleza pública, ordenando por consiguiente la remisión de la foliatura a 

los Jueces Administrativos quienes deben conocer de dichos asuntos.   

 

Observa el Despacho que lo pretendido por la demandante es ordenar a las entidades 

demandadas el reconocimiento y pago correspondiente a una pensión de sobreviviente, y 

de cada una de las prestaciones sociales a la que tiene derecho en calidad de conyugue, 

por tal razón, estos deben responder por dichos valores, puesto que afecta los intereses de 

un sujeto en particular, lo cual implica que en principio ese acto debió ser atacado a través 

del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho de que trata el artículo 138 

del C.P.A.C.A. 

 

En atención a lo dicho, el Despacho determina que es competente para conocer del asunto 

de la referencia, sin embargo, el presente proceso proviene de la Jurisdicción Ordinaria 

Laboral, la cual fue presentada de acuerdo a los lineamientos prevista para dicha 

jurisdicción y no como una demanda Contenciosa Administrativa. Por lo que es pertinente 

ordenarle a la parte demandante que adecue el escrito a una demanda contenciosa 

teniendo en cuenta lo establecido en los artículos 162 al 166 del C.P.A.C.A. 
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En virtud de lo expuesto, El Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería, 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: Avocar el conocimiento del presente asunto por lo expuesto en la parte motiva.  

 

SEGUNDO: Adécuese el poder y la demanda en el asunto de la referencia, al medio de 

control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho de que trata el artículo 138 del 

C.P.A.C.A, teniendo en cuenta las exigencias específicas del artículo 162 del CPACA, sin 

perder de vista las demás normas concordantes y complementarias del mismo estatuto, 

necesarias para su admisión, para lo cual se le concede al actor un término de diez (10) 

días a partir de la ejecutoria de éste auto, so pena de su rechazo. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 
SECRETARÍA 

Montería, 03 de diciembre de 2021 el Secretario certifica 

que la anterior providencia fue notificada por medio de 
Estado Electrónico No. 052 el cual puede ser consultado 
en el link: https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-

04-administrativo-mixto-de-monteria/422 
JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 

 
 

Secretario 
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 SIGCMA 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00392-00 

Demandante Alberto de Jesús Martínez Seña 

Demandado Municipio de Montería 

 

AUTO RECHAZA DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la demanda presentada por el apoderado Alberto de 

Jesús Martínez Seña contra el Municipio de Montería, previas las siguientes; 

 

I. CONSIDERACIONES  

 

El apoderado de la parte actora para el día 27 de octubre de 2021, presentó demanda de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra el Municipio de Montería, solicitando se 

declare la nulidad del Acto Administrativo No. OJ036 de fecha 08 de marzo de 2021 y la 

Resolución No. 00594 de fecha 20 de abril de 2021, por el cual se le niega el reconocimiento 

y pago de la reliquidación, indexaciones e intereses moratorios de las excedentes de horas 

extras y compensatorios de las vigencias 2003 a 2013, así como también que se incluyan 

dichos mayores valores a efectos de la reliquidación y pago de las cesantías, intereses de 

las cesantías, primas, factores salariales y prestacionales en las que se tengan como factor 

de liquidación las horas extras y los compensatorios. 

 

Observa el Despacho que a folio 45 al 60 obra la Resolución No. 1129 de 16 de diciembre 

de 2019, mediante el cual, el municipio de Montería ordenó reconocer y pagar las horas 

extras laboradas que exceden de las 50 horas pagadas mensualmente por nomina a los 

empleados del sector administrativo de la Secretaria de Educación Municipal durante la 

vigencia de 2003 a 2013, dentro de los cuales está como beneficiario de la mencionada 

resolución la parte aquí demandante. 

 

La parte demandante mediante petición de 1 de marzo de 20211, solicitó al Municipio de 

Montería que se reliquidaran las horas extras y compensatorios que habían sido 

reconocidas mediante la Resolución No. 1129 de 16 de diciembre de 2019, ello en tanto, 

esta no tuvo en cuenta que los trabajadores estuvieron laborando turnos en el cargo de 

celador cumpliendo un horario de 12 horas diarias muchos de ellos sin derecho a descanso 

compensatorio. 

 

La entidad demandada mediante los actos Administrativos No. OJ036 de fecha 82 y 10 de 

marzo de 2021, negó los derechos reclamados, al considerar que la Resolución No. 1129 

de 16 de diciembre de 2019, había resuelto sobre dicho objeto y  había quedado en firme 

al no haberse interpuesto los recursos dispuestos por la Ley. 

 

Contra dichos actos el apoderado de los demandantes interpuso recurso de reposición el 

día 25 de marzo de 20213, el cual fue resuelto por la entidad demandada mediante la 

                                                             
1 Folio 21 al 25 del expediente. 
2 Folios 31 al 34 del expediente. 
3 Folios 35 al 39 del expediente. 
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Resolución No. 00594 de fecha 20 de abril de 20214, decisión está que mantuvo la decisión 

negativa anterior. 

 

Como se puede observar, la entidad demandada, producto de peticiones de 8 y 11 de 

diciembre de 20195, y de decisiones judiciales adversas, emitió la Resolución No. 1129 de 

16 de diciembre de 2019, mediante el cual ordenó reconocer y pagar las horas extras 

laboradas que excedían las 50 horas pagadas mensualmente por nomina a los empleados 

del sector administrativo de la Secretaria de Educación Municipal durante la vigencia de 

2003 a 2013, dentro de los cuales está como beneficiario de la mencionada resolución la 

parte aquí demandante.  

 

Así mismo resulta claro, que la disconformidad del actor parte de la indebida liquidación 

que hizo la demandada en la Resolución No. 1129 de 16 de diciembre de 2019, siendo 

éste el acto que le afectó los derechos que hoy reclama, por consiguiente, era ese acto el 

que debía demandar ante la jurisdicción contenciosa administrativa, mas no intentar revivir 

términos con la petición de reliquidación de 1 de marzo de 20216, a través del cual provocó 

un nuevo pronunciamiento de la administración (Actos Administrativos No. OJ036 de fecha 8 y 

10 de marzo de 2021, y la Resolución No. 00594 de fecha 20 de abril de 2021, que resolvió el recurso 

de reposición), pero que estas, no tiene la virtualidad de revivir los términos que la ley da 

para demandar los actos administrativos, que corresponden a los 4 meses después de 

notificado el acto conforme el literal d), numeral 2, del artículo 164 de la Ley 1437 de 201, 

el cual expone: 

 
ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La 
demanda deberá ser presentada: 
 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
 
(…). 
 
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
 
(…). 
 
d) Cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del derecho, la demanda 
deberá presentarse dentro del término de cuatro (4) meses contados a partir 
del día siguiente al de la comunicación, notificación, ejecución o publicación del 
acto administrativo, según el caso, salvo las excepciones establecidas en otras 
disposiciones legales; (Negrilla fuera de texto). 

 
Pese a que no obra en el expediente constancia de notificación a la parte demandante de 

la Resolución No. 1129 de 16 de diciembre de 2019, resulta acreditado que si tuvo 

conocimiento del mismo, pues, es mencionado en la petición de 1 de marzo de 20217, 

donde precisamente le solicitó al Municipio de Montería que se reliquidaran las horas extras 

y compensatorios que habían sido reconocidas en dicho acto. Por consiguiente, aun 

tomándose como fecha de notificación de la mencionada resolución, la de radicación de la 

petición de reliquidación de fecha 1 de marzo de 2021, tenemos que al momento de 

presentarse la solicitud de conciliación (20 de agosto de 2021, y con la cual se suspendía el termino 

de caducidad conforme el artículo 3 del Decreto 1716 de 2009), ya había trascurrido un término 

superior (5 meses y 18 días) al de los 4 meses de que trata la norma arriba citada. 

 

                                                             
4 Ver folios 41 al 44 del expediente. 
5 Ver parte motiva de la Resolución No. 1129 de 16 de diciembre de 2019. 
6 Folio 21 al 25 del expediente. 
7 Folio 21 al 25 del expediente. 
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Por lo anterior, al no haberse presentado demanda contra la Resolución No. 1129 de 16 

de diciembre de 2019, dentro del término antes indicado, se configuró la CADUCIDAD del 

medio de control, sin que se pueda revivir dicho termino con la nueva actuación de la parte 

demandante, pues, con la petición radicada el 1 de marzo de 2021, y el recurso de 

reposición de fecha 25 del mismo mes y año, la cual dio origen a nuevos actos 

administrativos, lo que se pretendía era provocar un nuevo pronunciamiento de la 

administración, para entonces revivir términos ya fenecidos, lo cual no puede ser de recibo 

para éste Despacho. Por consiguiente, la demanda se rechazará conforme al artículo 169 

numeral 1 del C.P.A.C.A8. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería, 
 

RESUELVE: 

 
PRIMERO: Rechazar la presente demanda, de conformidad con la motivación.  

 
SEGUNDO: Archivar el expediente. 
 
TERCERO: Reconocer personería para actuar al abogado Edgar Manuel Macea Gómez, 

identificado con cédula de ciudadanía No. 92.542.513 expedida en Sincelejo, portador de 

la tarjeta profesional No. 151.675 del C.S.J, y al abogado Mario Alberto Pacheco Pérez, 

identificado con cédula de ciudadanía N° 1.102.795.592 expedida en Sincelejo, portador de 

la tarjeta profesional N° 175.279 del C.S.J, como apoderados de la parte actora, en los 

términos y para los fines consagrados en el poder, con la prevención que en el proceso 

solo podrá actuar un solo apoderado. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

  

 

 

 

 

 

 

 

                                                             
8 ARTÍCULO  169. Rechazo de la demanda. Se rechazará la demanda y se ordenará la devolución de los 

anexos en los siguientes casos: 
 
1. Cuando hubiere operado la caducidad. 
(…). 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 
SECRETARÍA 

Montería, 03 de diciembre de 2021 el secretario certifica que 

la anterior providencia fue notificada por medio de Estado 
Electrónico No. 052  de 2021 el cual puede ser consultado 
en el link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-

administrativo-mixto-de-monteria/422 
JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 

 
 

Secretario 
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 SIGCMA 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00393-00 

Demandante Cesiah Ruth Gómez Ávila 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Municipio de Montería – 

Secretaria de Educación, Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Cesiah Ruth Gómez Ávila, previas las siguientes;  

 

I. CONSIDERACIONES  

 

La apoderada de la parte actora para el día 2 de noviembre de 2021, presentó demanda de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de Educación Nacional-

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Municipio de Montería-Secretaria 

de Educación y la Fiduprevisora S.A., solicitando se declare la nulidad del acto 

administrativo N° 20210172224951 de fecha 02 de septiembre de 2021, por el cual se niega 

el derecho de indemnización moratoria por la no consignación oportuna de los intereses a 

las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i). Una vez revisado el expediente observa el Despacho que no obra en éste prueba 

documental alguna donde el actor demuestre haber enviado copia de la demanda y sus 

anexos a las entidades demandadas, simultáneamente con la presentación de la demanda, 

contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, 

entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la 

época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente:  

 (…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. (Negrilla y 

subraya del Despacho).  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación, da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  

ii). Observa el Despacho que la parte demandante otorga poder especial, amplio y 

suficiente a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS en representación de la doctora 

Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada, pero no obra en el plenario el 
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certificado de existencia y representación legal de dicha empresa, el cual es prueba idónea 

para determinar si el objeto social de dicha firma es la prestación de servicios jurídicos, tal 

como lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, se le requerirá a la parte actora 

aportar dicho certificado.   

 

iii). Evidencia el Despacho que el poder especial aportado con la demanda no cumple las 

exigencias de Ley, según el Decreto 806 de 2020 en su artículo 5 dispuso eliminar el 

requisito de la presentación personal de poder, en el único evento que fuera conferido a 

través de mensaje de datos, norma que dispone: 

ARTÍCULO 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 

podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 

antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal 

o reconocimiento. 

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado 

que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

(…). 

En relación a este punto, con la demanda se aportó un poder, que si bien se encuentra 

firmado por quien dice ser Cesiah Ruth Gómez Ávila, no se confirió a través de mensajes 

de datos, por ejemplo, a través de la cuenta de correo electrónico de la demandante. Así 

mismo, se constata que en el poder aportado aparece el Departamento de Córdoba como 

entidad demandada y en el acápite de la demanda se presenta contra el Municipio de 

Montería. En virtud de lo anterior, se le requerirá a la parte actora para que corrija dicha 

situación y tenga presente la norma transcrita en líneas inmediatamente anteriores. 

iv). Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente: 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 

(…). 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 

derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan 

en el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con 

la Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 

Constitución y la ley. Resaltado fuera de texto. 

(…). 

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos, los municipios, y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las 
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entidades demandas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 

OCHOA Y ASOCIADOS y de la Fiduprevisora S.A., prueba de que el poder le haya sido a 

través de mensaje de datos y la corrección de la entidad a la cual demanda, con la 

prevención de que al momento de presentar el escrito de subsanación notifique del mismo 

a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia.  

 

SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 

Montería, 03 de diciembre de 2021 el secretario certifica que 
la anterior providencia fue notificada por medio de Estado 
Electrónico No. 052  de 2021 el cual puede ser consultado 

en el link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-
administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 
 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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 SIGCMA 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00394-00 

Demandante Ana Victoria Galeano Gómez 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Municipio de Montería – 

Secretaria de Educación, Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Ana Victoria Galeano Gómez, previas las siguientes;  

 

I. CONSIDERACIONES  

 

La apoderada de la parte actora para el día 2 de noviembre de 2021, presentó demanda de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de Educación Nacional-

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Municipio de Montería-Secretaria 

de Educación y la Fiduprevisora S.A., solicitando se declare la nulidad del acto 

administrativo N° 20210172224951 de fecha 02 de septiembre de 2021, por el cual se niega 

el derecho de indemnización moratoria por la no consignación oportuna de los intereses a 

las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i). Una vez revisado el expediente observa el Despacho que no obra en éste prueba 

documental alguna donde el actor demuestre haber enviado copia de la demanda y sus 

anexos a las entidades demandadas, simultáneamente con la presentación de la demanda, 

contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, 

entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la 

época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente:  

 (…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. (Negrilla y 

subraya del Despacho).  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación, da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  

ii). Observa el Despacho que la parte demandante otorga poder especial, amplio y 

suficiente a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS en representación de la doctora 

Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada, pero no obra en el plenario el 
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certificado de existencia y representación legal de dicha empresa, el cual es prueba idónea 

para determinar si el objeto social de dicha firma es la prestación de servicios jurídicos, tal 

como lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, se le requerirá a la parte actora 

aportar dicho certificado.   

 

iii). Evidencia el Despacho que el poder especial aportado con la demanda no cumple las 

exigencias de Ley, según el Decreto 806 de 2020 en su artículo 5 dispuso eliminar el 

requisito de la presentación personal de poder, en el único evento que fuera conferido a 

través de mensaje de datos, norma que dispone: 

ARTÍCULO 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 

podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 

antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal 

o reconocimiento. 

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado 

que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

(…). 

En relación a este punto, con la demanda se aportó un poder, que si bien se encuentra 

firmado por quien dice ser Ana Victoria Galeano Gómez, no se confirió a través de mensajes 

de datos, por ejemplo, a través de la cuenta de correo electrónico de la demandante. Así 

mismo, se constata que en el poder aportado aparece el Departamento de Córdoba como 

entidad demandada y en el acápite de la demanda se presenta contra el Municipio de 

Montería. En virtud de lo anterior, se le requerirá a la parte actora para que corrija dicha 

situación y tenga presente la norma transcrita en líneas inmediatamente anteriores. 

 

iv). Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente: 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 

(…). 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 

derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan 

en el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con 

la Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 

Constitución y la ley. Resaltado fuera de texto. 

(…). 

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos, los municipios, y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las 
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entidades demandas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 

OCHOA Y ASOCIADOS y de la Fiduprevisora S.A., prueba de que el poder le haya sido a 

través de mensaje de datos y la corrección de la entidad a la cual demanda, con la 

prevención de que al momento de presentar el escrito de subsanación notifique del mismo 

a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia.  

 

SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 

Montería, 03 de diciembre de 2021 el secretario 
certifica que la anterior providencia fue notificada 
por medio de Estado Electrónico No. 052  de 2021 

el cual puede ser consultado en el 
link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
04-administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 
Secretario 

 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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 SIGCMA 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00395-00 

Demandante Denys Yamile Herrera Seña 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Municipio de Montería – 

Secretaria de Educación, Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Denys Yamile Herrera Seña, previas las siguientes;  

 

I. CONSIDERACIONES  

 

La apoderada de la parte actora para el día 3 de noviembre de 2021, presentó demanda de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de Educación Nacional-

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Municipio de Montería-Secretaria 

de Educación y la Fiduprevisora S.A., solicitando se declare la nulidad del acto 

administrativo N° 20210172224951 de fecha 02 de septiembre de 2021, por el cual se niega 

el derecho de indemnización moratoria por la no consignación oportuna de los intereses a 

las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i). Una vez revisado el expediente observa el Despacho que no obra en éste prueba 

documental alguna donde el actor demuestre haber enviado copia de la demanda y sus 

anexos a las entidades demandadas, simultáneamente con la presentación de la demanda, 

contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, 

entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la 

época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente:  

 (…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos.  (Negrilla y 

subraya del Despacho).  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación, da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  

ii). Observa el Despacho que la parte demandante otorga poder especial, amplio y 

suficiente a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS en representación de la doctora 

Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada, pero no obra en el plenario el 
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certificado de existencia y representación legal de dicha empresa, el cual es prueba idónea 

para determinar si el objeto social de dicha firma es la prestación de servicios jurídicos, tal 

como lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, se le requerirá a la parte actora 

aportar dicho certificado.   

 

iii). Evidencia el Despacho que el poder especial aportado con la demanda no cumple las 

exigencias de Ley, según el Decreto 806 de 2020 en su artículo 5 dispuso eliminar el 

requisito de la presentación personal de poder, en el único evento que fuera conferido a 

través de mensaje de datos, norma que dispone: 

ARTÍCULO 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 

podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 

antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal 

o reconocimiento. 

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado 

que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

(…). 

En relación a este punto, con la demanda se aportó un poder, que si bien se encuentra 

firmado por quien dice ser Denys Yamile Herrera Seña, no se confirió a través de mensajes 

de datos, por ejemplo, a través de la cuenta de correo electrónico de la demandante. Así 

mismo, se constata que en el poder aportado aparece el Departamento de Córdoba como 

entidad demandada y en el acápite de la demanda se presenta contra el Municipio de 

Montería. En virtud de lo anterior, se le requerirá a la parte actora para que corrija dicha 

situación y tenga presente la norma transcrita en líneas inmediatamente anteriores. 

 

iv). Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente: 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 

(…). 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 

derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan 

en el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con 

la Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 

Constitución y la ley. Resaltado fuera de texto. 

(…).  

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos, los municipios, y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las 
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entidades demandas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 

OCHOA Y ASOCIADOS y de la Fiduprevisora S.A., prueba de que el poder le haya sido a 

través de mensaje de datos y la corrección de la entidad a la cual demanda, con la 

prevención de que al momento de presentar el escrito de subsanación notifique del mismo 

a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia.  

 

SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 
Montería, 03 de diciembre de 2021 el secretario certifica que 
la anterior providencia fue notificada por medio de Estado 

Electrónico No. 052  de 2021 el cual puede ser consultado 
en el link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-
administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 
Secretario 

 
 

Secretario 

 

Firmado Por:
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 SIGCMA 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00396-00 

Demandante Ana Cristina Flórez Madera 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Municipio de Sahagún – 

Secretaria de Educación, Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Ana Cristina Flórez Madera, previas las siguientes;  

 

I. CONSIDERACIONES  

 

La apoderada de la parte actora para el día 4 de noviembre de 2021, presentó demanda de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de Educación Nacional-

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Municipio de Sahagún-Secretaria 

de Educación y la Fiduprevisora S.A., solicitando se declare la nulidad del acto 

administrativo N° 20210172224951 de fecha 02 de septiembre de 2021, por el cual se niega 

el derecho de indemnización moratoria por la no consignación oportuna de los intereses a 

las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i). Una vez revisado el expediente observa el Despacho que no obra en éste prueba 

documental alguna donde el actor demuestre haber enviado copia de la demanda y sus 

anexos a las entidades demandadas, simultáneamente con la presentación de la demanda, 

contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, 

entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la 

época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente:  

 (…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. (Negrilla y 

subraya del Despacho).  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación, da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  

ii). Observa el Despacho que la parte demandante otorga poder especial, amplio y 

suficiente a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS en representación de la doctora 

Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada, pero no obra en el plenario el 
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certificado de existencia y representación legal de dicha empresa, el cual es prueba idónea 

para determinar si el objeto social de dicha firma es la prestación de servicios jurídicos, tal 

como lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, se le requerirá a la parte actora 

aportar dicho certificado.   

 

iii). Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente: 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 

(…). 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 

derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan 

en el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con 

la Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 

Constitución y la ley. Resaltado fuera de texto. 

(…).  

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos, los municipios, y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

iv). Evidencia el Despacho que la nota de presentación personal que hizo la parte 

demandante del poder ante la Notaria Segunda del Circuito de Montería es de fecha 02 de 

septiembre de 2019, causándole extrañeza al Despacho que aparezca en el cuerpo del 

poder  plenamente identificado el acto acusado, esto es, el de fecha 02 de septiembre de 

2021, cuando dicho acto fue expedido con mucha posterioridad, es más, la reclamación 

fue impetrada con posterioridad a la nota de presentación del poder, situación que no le 

genera certeza al Despacho sobre la voluntad del demandante en otorgar dicho poder para 

demandar los actos acusados. 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las 

entidades demandas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 

OCHOA Y ASOCIADOS y de la Fiduprevisora S.A., aporte en original y en físico a las 

instalaciones de éste Despacho el poder remitido a efectos de evidenciar su autenticidad, 

con la prevención de que al momento de presentar el escrito de subsanación notifique del 

mismo a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia.  
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SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 
SECRETARÍA 

Montería, 03 de diciembre de 2021 el secretario certifica que 

la anterior providencia fue notificada por medio de Estado 
Electrónico No. 052  de 2021 el cual puede ser consultado 
en el link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-

administrativo-mixto-de-monteria/422 
JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 

 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 
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 SIGCMA 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00397-00 

Demandante Juan Carlos Bolívar Naranjo 

Demandado E.S.E. Hospital San Diego de Cereté 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

   

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda por parte del apoderado 

de Juan Carlos Bolívar Naranjo, previas las siguientes; 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

El apoderado de la parte actora para el día 28 de octubre de 2021, presentó demanda de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la E.S.E. Hospital San Diego de Cereté, 

solicitando se declare la nulidad del acto ficto o presunto configurado en el silencio 

administrativo negativo, surgido respecto a la petición radicada de fecha 20 de enero de 

2021, por el cual se le reconozca la existencia de la relación laboral, los pagos de las 

prestaciones sociales, seguridad social y demás derechos económicos.  

 

Una vez revisado el expediente, observa el Despacho que la parte actora no aporta el 

certificado de existencia y representación legal de la entidad demandada, contraviniendo 

lo normado en el artículo 166 numeral 4, del CPACA, norma que consagra:  

“ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 

(…) 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 

derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan en 

el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con la Nación, 

los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la Constitución 

y la ley.  

(…) 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte actora para que 

dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, aporte 

el certificado de existencia y representación legal de la entidad demandada, con la 

prevención de que al momento de presentar el escrito de subsanación, notifique del mismo 

a la demandada. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia.  
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SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Reconocer personería para actuar al abogado Dairo Alfonso Covo Méndez, 

identificado con cédula de ciudadanía No. 1.102.854.820 expedida en Sincelejo, portador 

de la tarjeta profesional No. 268.699 del C.S.J, y al abogado Carlos Alfredo Naranjo 

Hurtado, identificado con cédula de ciudadanía N° 1.003.307.791 expedida en Yarumal - 

Antioquia, portador de la tarjeta profesional N° 272.392 del C.S.J, como apoderados de la 

parte actora, en los términos y para los fines consagrados en el poder, con la prevención 

que en el proceso solo podrá actuar un solo apoderado. 

 

CUARTO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 
SECRETARÍA 

Montería, 03 de diciembre de 2021 el secretario 

certifica que la anterior providencia fue notificada 
por medio de Estado Electrónico No. 052 de 2021 el 
cual puede ser consultado en el link: 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-
administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 
 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba
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 SIGCMA 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00398-00 

Demandante Fanny Estela Bula Guevara 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Municipio de Sahagún – 

Secretaria de Educación, Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Fanny Estela Bula Guevara, previas las siguientes;  

 

I. CONSIDERACIONES  

 

La apoderada de la parte actora para el día 17 de noviembre de 2021, presentó demanda 

de Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de Educación 

Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Municipio de Sahagún-

Secretaria de Educación y la Fiduprevisora S.A., solicitando se declare la nulidad del acto 

administrativo N° 20210172224951 de fecha 02 de septiembre de 2021, por el cual se niega 

el derecho de indemnización moratoria por la no consignación oportuna de los intereses a 

las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i). Una vez revisado el expediente observa el Despacho que no obra en éste prueba 

documental alguna donde el actor demuestre haber enviado copia de la demanda y sus 

anexos a las entidades demandadas, simultáneamente con la presentación de la demanda, 

contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, 

entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la 

época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente:  

 (…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos.   Negrilla y 

subraya del Despacho.  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación, da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  

ii). Observa el Despacho que la parte demandante otorga poder especial, amplio y 

suficiente a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS en representación de la doctora 

Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada, pero no obra en el plenario el 
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certificado de existencia y representación legal de dicha empresa, el cual es prueba idónea 

para determinar si el objeto social de dicha firma es la prestación de servicios jurídicos, tal 

como lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, se le requerirá a la parte actora 

aportar dicho certificado.   

 

iii). Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente: 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 

(…). 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 

derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan 

en el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con 

la Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 

Constitución y la ley. Resaltado fuera de texto. 

(…).  

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos, los municipios, y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

iv). Evidencia el Despacho que la nota de presentación personal que hizo la parte 

demandante del poder ante la Notaria del Circuito de Sahagún es de fecha 09 de 

septiembre de 2019, causándole extrañeza al Despacho que aparezca en el cuerpo del 

poder  plenamente identificado el acto acusado, esto es, el de fecha 02 de septiembre de 

2021, cuando dicho acto fue expedido con mucha posterioridad, es más, la reclamación 

fue impetrada con posterioridad a la nota de presentación del poder, situación que no le 

genera certeza al Despacho sobre la voluntad del demandante en otorgar dicho poder para 

demandar los actos acusados. 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las 

entidades demandas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 

OCHOA Y ASOCIADOS y de la Fiduprevisora S.A., aporte en original y en físico a las 

instalaciones de éste Despacho el poder remitido a efectos de evidenciar su autenticidad, 

con la prevención de que al momento de presentar el escrito de subsanación notifique del 

mismo a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia.  
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SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 

Montería, 03 de diciembre de 2021 el secretario certifica que 
la anterior providencia fue notificada por medio de Estado 
Electrónico No. 052  de 2021 el cual puede ser consultado 

en el link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-
administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 
 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
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JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00399-00 

Demandante Katy Elena Charry Naranjo 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Municipio de Sahagún – 

Secretaria de Educación, Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Katy Elena Charry Naranjo, previas las siguientes;  

 

I. CONSIDERACIONES  

 

La apoderada de la parte actora para el día 4 de noviembre de 2021, presentó demanda de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de Educación Nacional-

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Municipio de Sahagún-Secretaria 

de Educación y la Fiduprevisora S.A., solicitando se declare la nulidad del acto 

administrativo N° 20210172224951 de fecha 02 de septiembre de 2021, por el cual se niega 

el derecho de indemnización moratoria por la no consignación oportuna de los intereses a 

las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i). Una vez revisado el expediente observa el Despacho que no obra en éste prueba 

documental alguna donde el actor demuestre haber enviado copia de la demanda y sus 

anexos a las entidades demandadas, simultáneamente con la presentación de la demanda, 

contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, 

entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la 

época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente:  

 (…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. (Negrilla y 

subraya del Despacho).  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación, da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  

ii). Observa el Despacho que la parte demandante otorga poder especial, amplio y 

suficiente a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS en representación de la doctora 

Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada, pero no obra en el plenario el 
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certificado de existencia y representación legal de dicha empresa, el cual es prueba idónea 

para determinar si el objeto social de dicha firma es la prestación de servicios jurídicos, tal 

como lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, se le requerirá a la parte actora 

aportar dicho certificado.   

 

iii). Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente: 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 

(…). 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 

derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan 

en el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con 

la Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 

Constitución y la ley. Resaltado fuera de texto. 

(…).  

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos, los municipios, y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

iv). Evidencia el Despacho que la nota de presentación personal que hizo la parte 

demandante del poder ante la Notaria del Circuito de Sahagún es de fecha 07 de noviembre 

de 2019, causándole extrañeza al Despacho que aparezca en el cuerpo del poder  

plenamente identificado el acto acusado, esto es, el de fecha 02 de septiembre de 2021, 

cuando dicho acto fue expedido con mucha posterioridad, es más, la reclamación fue 

impetrada con posterioridad a la nota de presentación del poder, situación que no le genera 

certeza al Despacho sobre la voluntad del demandante en otorgar dicho poder para 

demandar los actos acusados. 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las 

entidades demandas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 

OCHOA Y ASOCIADOS y de la Fiduprevisora S.A., aporte en original y en físico a las 

instalaciones de éste Despacho el poder remitido a efectos de evidenciar su autenticidad, 

con la prevención de que al momento de presentar el escrito de subsanación notifique del 

mismo a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia.  
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SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 

Montería, 03 de diciembre de 2021 el secretario 
certifica que la anterior providencia fue notificada 
por medio de Estado Electrónico No. 052  de 2021 

el cual puede ser consultado en el 
link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
04-administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 
Secretario 

 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 0274ef228ba924f4ea7b04e5c246f774c73dabfe3d531b06ddcd8b5ba279c4a3
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 SIGCMA 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00400-00 

Demandante Francisca de la Concepción Tirado Madera 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de 

Córdoba – Secretaria de Educación, Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Francisca de la Concepción Tirado Madera, previas las siguientes;  

 

I. CONSIDERACIONES  

 

La apoderada de la parte actora para el día 29 de octubre de 2021, presentó demanda de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de Educación Nacional-

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba-

Secretaria de Educación y la Fiduprevisora S.A., solicitando se declare la nulidad del acto 

administrativo N° 20210172224951 de fecha 02 de septiembre de 2021, por el cual se niega 

el derecho de indemnización moratoria por la no consignación oportuna de los intereses a 

las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i). Una vez revisado el expediente observa el Despacho que no obra en éste prueba 

documental alguna donde el actor demuestre haber enviado copia de la demanda y sus 

anexos a las entidades demandadas, simultáneamente con la presentación de la demanda, 

contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, 

entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la 

época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente:  

 (…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. (Negrilla y 

subraya del Despacho).  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación, da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  

ii). Observa el Despacho que la parte demandante otorga poder especial, amplio y 

suficiente a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS en representación de la doctora 

Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada, pero no obra en el plenario el 
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certificado de existencia y representación legal de dicha empresa, el cual es prueba idónea 

para determinar si el objeto social de dicha firma es la prestación de servicios jurídicos, tal 

como lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, se le requerirá a la parte actora 

aportar dicho certificado.   

 

iii). Evidencia el Despacho que el poder especial aportado con la demanda no cumple las 

exigencias de Ley, según el Decreto 806 de 2020 en su artículo 5 dispuso eliminar el 

requisito de la presentación personal de poder, en el único evento que fuera conferido a 

través de mensaje de datos, norma que dispone: 

ARTÍCULO 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 

podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 

antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal 

o reconocimiento. 

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado 

que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

(…). 

En relación a este punto, con la demanda se aportó un poder, que si bien se encuentra 

firmado por quien dice ser Francisca de la Concepción Tirado Madera, no se confirió a 

través de mensajes de datos, por ejemplo, a través de la cuenta de correo electrónico de 

la demandante. En virtud de lo anterior, se le requerirá a la parte actora para que corrija 

dicha situación, como lo exige la norma transcrita en líneas inmediatamente anteriores. 

iv). Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente: 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 

(…). 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 

derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan 

en el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con 

la Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 

Constitución y la ley. Resaltado fuera de texto. 

(…).  

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos, los municipios, y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las 

entidades demandas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 

OCHOA Y ASOCIADOS y de la Fiduprevisora S.A., y prueba de que el poder le haya sido 
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a través de mensaje de datos, con la prevención de que al momento de presentar el escrito 

de subsanación notifique del mismo a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia.  

 

SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 
JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 
SECRETARÍA 

Montería, 03 de diciembre de 2021 el secretario certifica que 

la anterior providencia fue notificada por medio de Estado 
Electrónico No. 052  de 2021 el cual puede ser consultado en 
el link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-

administrativo-mixto-de-monteria/422 
JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 

 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: a98af2e5bcb2f26b697d1f754113244d9e492a7f61dd64714dd62eb026b1f18c
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 SIGCMA

MA JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00401-00 

Demandante Jorge Miguel Flórez Chima 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba 

– Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Jorge Miguel Flórez Chima, previas las siguientes; 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

La apoderada de la parte actora para el día veintinueve (29) de octubre de 2021, presentó 

demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de 

Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio “FOMAG”, 

Departamento de Córdoba-Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora S.A., 

solicitando se declare la nulidad del acto administrativo N°20210172224951 de 02 de 

Septiembre de 2021, por el cual se niega el derecho a la sanción moratoria por la no 

consignación oportuna de los intereses a las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i).Una vez revisado el expediente observa el Despacho que no obra en éste prueba 

documental alguna donde el actor demuestre haber enviado copia de la demanda y sus 

anexos a las entidades demandadas, simultáneamente con la presentación de la demanda, 

contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, 

entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la 

época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente: 

(…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos.   Negrilla y 

subraya del Despacho.  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  

ii).Observa el Despacho que la parte demandante otorga poder especial, amplio y suficiente 

a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS, de quien se indica está representada 

legalmente por Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada. No obstante, 
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no obra en el plenario el certificado de existencia y representación legal de la empresa de 

abogados, el cual es prueba idónea para determinar la existencia y representación de la 

misma, y si el objeto social de dicha firma es la prestación de servicios jurídicos, tal como 

lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, se le requerirá a la parte actora aportar 

dicho certificado.  

 

iii).Evidencia el Despacho que el poder especial aportado con la demanda no cumple las 

exigencias de Ley, según el Decreto 806 de 2020 en su artículo 5 dispuso eliminar el 

requisito de la presentación personal de poder, para el evento en que fuera conferido a 

través de mensaje de datos. La norma dispone: 

 

ARTÍCULO 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 

podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 

antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal 

o reconocimiento. 

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado 

que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

(…). 

En relación a este punto, con la demanda se aportó un poder, que si bien se encuentra 

firmado por quien dice ser Jorge Miguel Flórez Chima, no se confirió a través de mensajes 

de datos, por ejemplo, de la cuenta de correo electrónico de la demandante. En virtud de 

lo anterior, se le requerirá a la parte actora para que corrija dicha situación, como lo exige 

la norma transcrita en líneas inmediatamente anteriores. 

 

iv).Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente:  

 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 
 
(…). 
 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 
derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan en 
el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con la 
Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 
Constitución y la ley. Resaltado fuera de texto. 
 
(…). 

 

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos y los municipios y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las 
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entidades demandas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 

OCHOA Y ASOCIADOS, y de la Fiduprevisora S.A. y prueba de que el poder le haya sido 

otorgado a través de mensajes de datos, con la prevención de que al momento de presentar 

el escrito de subsanación notifique del mismo a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia. 

 

SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 

Montería, 3 de diciembre de 2021 el secretario 
certifica que la anterior providencia fue notificada 
por medio de Estado Electrónico No. 052 de 2021 

el cual puede ser consultado en el 
link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
04-administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 
Secretario 

 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba
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 SIGCMA

MA JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00402-00 

Demandante Delvis María Benavides Martínez 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba 

– Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Delvis María Benavides Martínez, previas las siguientes; 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

La apoderada de la parte actora para el día veintinueve (29) de octubre de 2021, presentó 

demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de 

Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

Departamento de Córdoba-Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora, 

solicitando se declare la nulidad del acto administrativo N° 20210172519441 de 21 de 

Septiembre de 2021, por el cual se niega el derecho a la sanción moratoria por la no 

consignación oportuna de los intereses a las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i).Una vez revisado el expediente observa el Despacho que no obra en éste prueba 

documental alguna donde el actor demuestre haber enviado copia de la demanda y sus 

anexos a las entidades demandadas, simultáneamente con la presentación de la demanda, 

contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, 

entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la 

época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente: 

(…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos.   Negrilla y 

subraya del Despacho.  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  

ii).Observa el Despacho que la parte demandante otorga poder especial, amplio y suficiente 

a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS, de quien se indica está representada 

legalmente por Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada. No obstante, 
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no obra en el plenario el certificado de existencia y representación legal de la empresa de 

abogados, el cual es prueba idónea para determinar la existencia y representación de la 

misma, y si el objeto social de dicha firma es la prestación de servicios jurídicos, tal como 

lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, se le requerirá a la parte actora aportar 

dicho certificado.  

 

iii).Evidencia el Despacho que el poder especial aportado con la demanda no cumple las 

exigencias de Ley, según el Decreto 806 de 2020 en su artículo 5 dispuso eliminar el 

requisito de la presentación personal de poder, para el evento en que fuera conferido a 

través de mensaje de datos. La norma dispone: 

 

ARTÍCULO 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 

podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 

antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal 

o reconocimiento. 

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado 

que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

(…). 

En relación a este punto, con la demanda se aportó un poder, que si bien se encuentra 

firmado por quien dice ser Delvis María Benavides Martínez, no se confirió a través de 

mensajes de datos, por ejemplo, de la cuenta de correo electrónico de la demandante. En 

virtud de lo anterior, se le requerirá a la parte actora para que corrija dicha situación, como 

lo exige la norma transcrita en líneas inmediatamente anteriores. 

 

iv).Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente:  

 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 
 
(…). 
 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 
derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan en 
el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con la 
Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 
Constitución y la ley. Resaltado fuera de texto. 
 
(…). 

 

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos y los municipios y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las 
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entidades demandas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 

OCHOA Y ASOCIADOS, y de la Fiduprevisora S.A. y prueba de que el poder le haya sido 

otorgado a través de mensajes de datos, con la prevención de que al momento de presentar 

el escrito de subsanación notifique del mismo a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia. 

 

SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 

Montería, 3 de diciembre de 2021 el secretario 
certifica que la anterior providencia fue notificada 
por medio de Estado Electrónico No. 052 de 2021 

el cual puede ser consultado en el 
link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado
-04-administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 
Secretario 

 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba
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 SIGCMA

MA JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00403-00 

Demandante Enadis Del Socorro Solórzano Passos 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba 

– Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Enadis Del Socorro Solórzano Passos, previas las siguientes; 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

La apoderada de la parte actora para el día veintinueve (29) de octubre de 2021, presentó 

demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de 

Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

Departamento de Córdoba-Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora S.A., 

solicitando se declare la nulidad del acto administrativo N° 20210172519381 de 21 de 

Septiembre de 2021, por el cual se niega el derecho a la sanción moratoria por la no 

consignación oportuna de los intereses a las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i).Una vez revisado el expediente observa el Despacho que no obra en éste prueba 

documental alguna donde el actor demuestre haber enviado copia de la demanda y sus 

anexos a las entidades demandadas, simultáneamente con la presentación de la demanda, 

contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, 

entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la 

época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente: 

(…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos.   Negrilla y 

subraya del Despacho.  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  

ii).Observa el Despacho que la parte demandante otorga poder especial, amplio y suficiente 

a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS, de quien se indica está representada 

legalmente por Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada. No obstante, 
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no obra en el plenario el certificado de existencia y representación legal de la empresa de 

abogados, el cual es prueba idónea para determinar la existencia y representación de la 

misma, y si el objeto social de dicha firma es la prestación de servicios jurídicos, tal como 

lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, se le requerirá a la parte actora aportar 

dicho certificado.  

 

iii).Evidencia el Despacho que el poder especial aportado con la demanda no cumple las 

exigencias de Ley, según el Decreto 806 de 2020 en su artículo 5 dispuso eliminar el 

requisito de la presentación personal de poder, para el evento en que fuera conferido a 

través de mensaje de datos. La norma dispone: 

 

ARTÍCULO 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 

podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 

antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal 

o reconocimiento. 

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado 

que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

(…). 

En relación a este punto, con la demanda se aportó un poder, que si bien se encuentra 

firmado por quien dice ser Enadis Del Socorro Solórzano Passos, no se confirió a través 

de mensajes de datos, por ejemplo, de la cuenta de correo electrónico de la demandante. 

En virtud de lo anterior, se le requerirá a la parte actora para que corrija dicha situación, 

como lo exige la norma transcrita en líneas inmediatamente anteriores. 

 

iv).Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente:  

 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 
 
(…). 
 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 
derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan en 
el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con la 
Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 
Constitución y la ley. Resaltado fuera de texto. 
 
(…). 

 

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos y los municipios y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las 
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entidades demandas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 

OCHOA Y ASOCIADOS, y de la Fiduprevisora S.A. y prueba de que el poder le haya sido 

otorgado a través de mensajes de datos, con la prevención de que al momento de presentar 

el escrito de subsanación notifique del mismo a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia. 

 

SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 
JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 
SECRETARÍA 

Montería, 3 de diciembre de 2021 el secretario 

certifica que la anterior providencia fue notificada 
por medio de Estado Electrónico No. 052 de 2021 
el cual puede ser consultado en el 

link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
04-administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 
 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba
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 SIGCMA

MA JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00404-00 

Demandante Hugo Heber Hernández Durango 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba 

– Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Hugo Heber Hernández Durango, previas las siguientes; 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

La apoderada de la parte actora para el día trece (13) de noviembre de 2021, presentó 

demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de 

Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

Departamento de Córdoba-Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora S.A., 

solicitando se declare la nulidad del acto administrativo N° 20210172224951 de 02 de 

Septiembre de 2021, por el cual se niega el derecho a la sanción moratoria por la no 

consignación oportuna de los intereses a las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i).Una vez revisado el expediente observa el Despacho que no obra en éste prueba 

documental alguna donde el actor demuestre haber enviado copia de la demanda y sus 

anexos a las entidades demandadas, simultáneamente con la presentación de la demanda, 

contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, 

entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la 

época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente: 

(…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos. (Negrilla y 

subraya del Despacho).  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  

ii).Observa el Despacho que la parte demandante otorga poder especial, amplio y suficiente 

a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS, de quien se indica está representada 

legalmente por Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada. No obstante, 
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no obra en el plenario el certificado de existencia y representación legal de la empresa de 

abogados, el cual es prueba idónea para determinar la existencia y representación de la 

misma, y si el objeto social de dicha firma es la prestación de servicios jurídicos, tal como 

lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, se le requerirá a la parte actora aportar 

dicho certificado.  

 

iii).Evidencia el Despacho que el poder especial aportado con la demanda no cumple las 

exigencias de Ley, según el Decreto 806 de 2020 en su artículo 5 dispuso eliminar el 

requisito de la presentación personal de poder, para el evento en que fuera conferido a 

través de mensaje de datos. La norma dispone: 

 

ARTÍCULO 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 

podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 

antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal 

o reconocimiento. 

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado 

que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

(…). 

En relación a este punto, con la demanda se aportó un poder, que si bien se encuentra 

firmado por quien dice ser Hugo Heber Hernández Durango, no se confirió a través de 

mensajes de datos, por ejemplo, de la cuenta de correo electrónico de la demandante. En 

virtud de lo anterior, se le requerirá a la parte actora para que corrija dicha situación, como 

lo exige la norma transcrita en líneas inmediatamente anteriores. 

 

iv).Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente:  

 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 
 
(…). 
 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 
derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan en 
el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con la 
Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 
Constitución y la ley. Resaltado fuera de texto. 
 
(…). 

 

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos y los municipios y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las 
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entidades demandas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 

OCHOA Y ASOCIADOS, y de la Fiduprevisora S.A. y prueba de que el poder le haya sido 

otorgado a través de mensajes de datos, con la prevención de que al momento de presentar 

el escrito de subsanación notifique del mismo a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia. 

 

SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 
Montería, 3 de diciembre de 2021 el secretario 
certifica que la anterior providencia fue notificada 

por medio de Estado Electrónico No. 052 de 2021 
el cual puede ser consultado en el 
link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-

04-administrativo-mixto-de-monteria/422 
JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 

 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba
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 SIGCMA

MA JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00406-00 

Demandante Ana María Benítez Guzmán 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba 

– Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Ana María Benítez Guzmán, previas las siguientes; 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

La apoderada de la parte actora para el día trece (13) de noviembre de 2021, presentó 

demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de 

Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

Departamento de Córdoba-Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora S.A., 

solicitando se declare la nulidad del acto administrativo N° 20210172224951 de 02 de 

Septiembre de 2021, por el cual se niega el derecho a la sanción moratoria por la no 

consignación oportuna de los intereses a las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i).Una vez revisado el expediente observa el Despacho que no obra en éste prueba 

documental alguna donde el actor demuestre haber enviado copia de la demanda y sus 

anexos a las entidades demandadas, simultáneamente con la presentación de la demanda, 

contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, 

entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la 

época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente: 

(…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos.   Negrilla y 

subraya del Despacho.  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  

ii).Observa el Despacho que la parte demandante otorga poder especial, amplio y suficiente 

a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS, de quien se indica está representada 

legalmente por Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada. No obstante, 
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no obra en el plenario el certificado de existencia y representación legal de la empresa de 

abogados, el cual es prueba idónea para determinar la existencia y representación de la 

misma, y si el objeto social de dicha firma es la prestación de servicios jurídicos, tal como 

lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, se le requerirá a la parte actora aportar 

dicho certificado.  

 

iii).Evidencia el Despacho que el poder especial aportado con la demanda no cumple las 

exigencias de Ley, según el Decreto 806 de 2020 en su artículo 5 dispuso eliminar el 

requisito de la presentación personal de poder, para el evento en que fuera conferido a 

través de mensaje de datos. La norma dispone: 

 

ARTÍCULO 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 

podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 

antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal 

o reconocimiento. 

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado 

que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

(…). 

En relación a este punto, con la demanda se aportó un poder, que si bien se encuentra 

firmado por quien dice ser Ana María Benítez Guzmán, no se confirió a través de mensajes 

de datos, por ejemplo, de la cuenta de correo electrónico de la demandante. En virtud de 

lo anterior, se le requerirá a la parte actora para que corrija dicha situación, como lo exige 

la norma transcrita en líneas inmediatamente anteriores. 

 

iv).Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente:  

 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 
 
(…). 
 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 
derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan en 
el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con la 
Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 
Constitución y la ley. Resaltado fuera de texto. 
 
(…). 

 

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos y los municipios y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las 
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entidades demandas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 

OCHOA Y ASOCIADOS, y de la Fiduprevisora S.A. y prueba de que el poder le haya sido 

otorgado a través de mensajes de datos, con la prevención de que al momento de presentar 

el escrito de subsanación notifique del mismo a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia. 

 

SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 
JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 
Montería, 3 de diciembre de 2021 el secretario 
certifica que la anterior providencia fue notificada 

por medio de Estado Electrónico No. 052 de 2021 
el cual puede ser consultado en el 
link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado

-04-administrativo-mixto-de-monteria/422 
JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 

 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba
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 SIGCMA

MA JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00407-00 

Demandante Ángel Pastor Ramírez Córdoba 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba 

– Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Ángel Pastor Ramírez Córdoba, previas las siguientes; 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

La apoderada de la parte actora para el día trece (13) de noviembre de 2021, presentó 

demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de 

Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

Departamento de Córdoba-Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora, 

solicitando se declare la nulidad del acto administrativo N° 20210172224951 de 02 de 

Septiembre de 2021, por el cual se niega el derecho a la sanción moratoria por la no 

consignación oportuna de los intereses a las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i).Una vez revisado el expediente observa el Despacho que no obra en éste prueba 

documental alguna donde el actor demuestre haber enviado copia de la demanda y sus 

anexos a las entidades demandadas, simultáneamente con la presentación de la demanda, 

contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, 

entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la 

época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente: 

(…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos.   Negrilla y 

subraya del Despacho.  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  

ii).Observa el Despacho que la parte demandante otorga poder especial, amplio y suficiente 

a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS, de quien se indica está representada 

legalmente por Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada. No obstante, 
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no obra en el plenario el certificado de existencia y representación legal de la empresa de 

abogados, el cual es prueba idónea para determinar la existencia y representación de la 

misma, y si el objeto social de dicha firma es la prestación de servicios jurídicos, tal como 

lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, se le requerirá a la parte actora aportar 

dicho certificado.  

 

iii).Evidencia el Despacho que el poder especial aportado con la demanda no cumple las 

exigencias de Ley, según el Decreto 806 de 2020 en su artículo 5 dispuso eliminar el 

requisito de la presentación personal de poder, para el evento en que fuera conferido a 

través de mensaje de datos. La norma dispone: 

 

ARTÍCULO 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 

podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 

antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal 

o reconocimiento. 

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado 

que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

(…). 

En relación a este punto, con la demanda se aportó un poder, que si bien se encuentra 

firmado por quien dice ser Ángel Pastor Ramírez Córdoba, no se confirió a través de 

mensajes de datos, por ejemplo, de la cuenta de correo electrónico de la demandante. En 

virtud de lo anterior, se le requerirá a la parte actora para que corrija dicha situación, como 

lo exige la norma transcrita en líneas inmediatamente anteriores. 

 

iv).Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente:  

 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 
 
(…). 
 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 
derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan en 
el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con la 
Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 
Constitución y la ley. Resaltado fuera de texto. 
 
(…). 

 

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos y los municipios y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las 



 3  
Expediente: No. 23-001-33-33-004-2021-00407-00 

 

entidades demandas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 

OCHOA Y ASOCIADOS, y de la Fiduprevisora S.A. y prueba de que el poder le haya sido 

otorgado a través de mensajes de datos, con la prevención de que al momento de presentar 

el escrito de subsanación notifique del mismo a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia. 

 

SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 
JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 
Montería, 3 de diciembre de 2021 el secretario certifica que 
la anterior providencia fue notificada por medio de Estado 

Electrónico No. 052 de 2021 el cual puede ser consultado 
en el link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-
administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 
Secretario 

 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba
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 SIGCMA

MA JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00408-00 

Demandante Carmen Lucia Pastrana Galvis 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba 

– Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Carmen Lucia Pastrana Galvis, previas las siguientes; 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

La apoderada de la parte actora para el día dieciséis (16) de noviembre de 2021, presentó 

demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de 

Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

Departamento de Córdoba-Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora S.A., 

solicitando se declare la nulidad del acto administrativo N° 20210172224951 de 02 de 

Septiembre de 2021, por el cual se niega el derecho a la sanción moratoria por la no 

consignación oportuna de los intereses a las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i).Una vez revisado el expediente observa el Despacho que no obra en éste prueba 

documental alguna donde el actor demuestre haber enviado copia de la demanda y sus 

anexos a las entidades demandadas, simultáneamente con la presentación de la demanda, 

contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, 

entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la 

época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente: 

(…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos.   Negrilla y 

subraya del Despacho.  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  

ii).Observa el Despacho que la parte demandante otorga poder especial, amplio y suficiente 

a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS, de quien se indica está representada 

legalmente por Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada. No obstante, 
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no obra en el plenario el certificado de existencia y representación legal de la empresa de 

abogados, el cual es prueba idónea para determinar la existencia y representación de la 

misma, y si el objeto social de dicha firma es la prestación de servicios jurídicos, tal como 

lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, se le requerirá a la parte actora aportar 

dicho certificado.  

 

iii).Evidencia el Despacho que el poder especial aportado con la demanda no cumple las 

exigencias de Ley, según el Decreto 806 de 2020 en su artículo 5 dispuso eliminar el 

requisito de la presentación personal de poder, para el evento en que fuera conferido a 

través de mensaje de datos. La norma dispone: 

 

ARTÍCULO 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 

podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 

antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal 

o reconocimiento. 

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado 

que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

(…). 

En relación a este punto, con la demanda se aportó un poder, que si bien se encuentra 

firmado por quien dice ser Carmen Lucia Pastrana Galvis, no se confirió a través de 

mensajes de datos, por ejemplo, de la cuenta de correo electrónico de la demandante. En 

virtud de lo anterior, se le requerirá a la parte actora para que corrija dicha situación, como 

lo exige la norma transcrita en líneas inmediatamente anteriores. 

 

iv).Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente:  

 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 
 
(…). 
 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 
derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan en 
el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con la 
Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 
Constitución y la ley. Resaltado fuera de texto. 
 
(…). 

 

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos y los municipios y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las 
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entidades demandas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 

OCHOA Y ASOCIADOS, y de la Fiduprevisora S.A. y prueba de que el poder le haya sido 

otorgado a través de mensajes de datos, con la prevención de que al momento de presentar 

el escrito de subsanación notifique del mismo a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia. 

 

SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 
SECRETARÍA 

Montería, 3 de diciembre de 2021 el secretario 

certifica que la anterior providencia fue notificada 
por medio de Estado Electrónico No. 052 de 2021 
el cual puede ser consultado en el 

link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
04-administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 
 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba
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 SIGCMA

MA JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00410-00 

Demandante Gutember Narváez Mora 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba 

– Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Gutember Narváez Mora, previas las siguientes; 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

La apoderada de la parte actora para el día veintinueve (29) de octubre de 2021, presentó 

demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de 

Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

Departamento de Córdoba-Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora, 

solicitando se declare la nulidad del acto administrativo N° 20210172224951 de 02 de 

Septiembre de 2021, por el cual se niega el derecho a la sanción moratoria por la no 

consignación oportuna de los intereses a las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i).Una vez revisado el expediente observa el Despacho que no obra en éste prueba 

documental alguna donde el actor demuestre haber enviado copia de la demanda y sus 

anexos a las entidades demandadas, simultáneamente con la presentación de la demanda, 

contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, 

entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la 

época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente: 

(…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos.   Negrilla y 

subraya del Despacho.  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  

ii).Observa el Despacho que la parte demandante otorga poder especial, amplio y suficiente 

a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS, de quien se indica está representada 

legalmente por Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada. No obstante, 
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no obra en el plenario el certificado de existencia y representación legal de la empresa de 

abogados, el cual es prueba idónea para determinar la existencia y representación de la 

misma, y si el objeto social de dicha firma es la prestación de servicios jurídicos, tal como 

lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, se le requerirá a la parte actora aportar 

dicho certificado.  

 

iii).Evidencia el Despacho que el poder especial aportado con la demanda no cumple las 

exigencias de Ley, según el Decreto 806 de 2020 en su artículo 5 dispuso eliminar el 

requisito de la presentación personal de poder, para el evento en que fuera conferido a 

través de mensaje de datos. La norma dispone: 

 

ARTÍCULO 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 

podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 

antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal 

o reconocimiento. 

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado 

que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

(…). 

En relación a este punto, con la demanda se aportó un poder, que si bien se encuentra 

firmado por quien dice ser Gutember Narváez Mora, no se confirió a través de mensajes 

de datos, por ejemplo, de la cuenta de correo electrónico de la demandante. En virtud de 

lo anterior, se le requerirá a la parte actora para que corrija dicha situación, como lo exige 

la norma transcrita en líneas inmediatamente anteriores. 

 

iv).Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente:  

 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 
 
(…). 
 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 
derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan en 
el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con la 
Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 
Constitución y la ley. Resaltado fuera de texto. 
 
(…). 

 

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos y los municipios y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las 
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entidades demandas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 

OCHOA Y ASOCIADOS, y de la Fiduprevisora S.A. y prueba de que el poder le haya sido 

otorgado a través de mensajes de datos, con la prevención de que al momento de presentar 

el escrito de subsanación notifique del mismo a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia. 

 

SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 
JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 
SECRETARÍA 

Montería, 3 de diciembre de 2021 el secretario 

certifica que la anterior providencia fue notificada 
por medio de Estado Electrónico No. 052 de 2021 
el cual puede ser consultado en el 

link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
04-administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 
 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba
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 SIGCMA

MA JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00411-00 

Demandante Hardware Asesorías Software LTDA 

Demandado Municipio de Montería 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por el 

apoderado de Hardware Asesorías Software LTDA, previas las siguientes; 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

El apoderado de la parte actora para el día veintinueve (29) de octubre de 2021, presentó 

demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra el Municipio de Montería, 

solicitando se declare la nulidad de la Resolución No. 0224 del 30 de abril de 2021, 

publicada en el sistema SECOP II el día 05 de mayo de 2021, por medio de la cual se 

ordena la adjudicación de un contrato, previo trámite de la modalidad de selección 

Abreviada – Subasta Inversa Presencial No. SI-SGM-002-2021, proferida por el Municipio 

de Montería. 

 

i). Una vez revisado el expediente observa el Despacho que no obra en éste prueba 

documental alguna donde el actor demuestre haber enviado copia de la demanda y sus 

anexos a la entidad demandada, simultáneamente con la presentación de la demanda, 

contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, 

entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la 

época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente: 

(…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos.   Negrilla y 

subraya del Despacho.  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  

ii). Evidencia el Despacho que en el poder especial aportado con la demanda a folio 12, no 

cumple las exigencias de la Ley, al no encontrarse en este los asuntos debidamente 

determinados, como lo es la identificación de la Resolución a demandar, como lo establece 

el artículo 74 del Código General del Proceso, aplicable al caso por remisión expresa del 

artículo 306 del CPACA, norma  que dispone:  
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ARTÍCULO 74. PODERES. Los poderes generales para toda clase de procesos 

solo podrán conferirse por escritura pública. El poder especial para uno o varios 

procesos podrá conferirse por documento privado. En los poderes especiales los 

asuntos deberán estar determinados y claramente identificados. Resaltado 

fuera del texto. 

 

(…) 

 

En virtud de lo anterior, se requerirá a la parte actora para que aporte el poder especial con 

los asuntos debidamente determinados como lo exige la norma transcrita en líneas 

inmediatamente anteriores. 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a la 

entidad demandada y aporte el poder especial con los asuntos debidamente determinados, 

con la prevención de que al momento de presentar el escrito de subsanación notifique del 

mismo a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia. 

 

SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 
SECRETARÍA 

Montería, 3 de diciembre de 2021 el secretario 

certifica que la anterior providencia fue notificada 
por medio de Estado Electrónico No. 052 de 2021 
el cual puede ser consultado en el 

link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
04-administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 
 
 

Secretario 

 

Firmado Por:
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 SIGCMA

MA JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00412-00 

Demandante Efrén Moisés Murillo Meza 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba 

– Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Efrén Moisés Murillo Meza, previas las siguientes; 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

La apoderada de la parte actora para el día veintinueve (29) de octubre de 2021, presentó 

demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de 

Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

Departamento de Córdoba-Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora, 

solicitando se declare la nulidad del acto administrativo N° 20210172224951 de 02 de 

Septiembre de 2021, por el cual se niega el derecho a la sanción moratoria por la no 

consignación oportuna de los intereses a las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i).Una vez revisado el expediente observa el Despacho que no obra en éste prueba 

documental alguna donde el actor demuestre haber enviado copia de la demanda y sus 

anexos a las entidades demandadas, simultáneamente con la presentación de la demanda, 

contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, 

entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la 

época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente: 

(…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos.   Negrilla y 

subraya del Despacho.  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  

ii).Observa el Despacho que la parte demandante otorga poder especial, amplio y suficiente 

a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS, de quien se indica está representada 

legalmente por Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada. No obstante, 
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no obra en el plenario el certificado de existencia y representación legal de la empresa de 

abogados, el cual es prueba idónea para determinar la existencia y representación de la 

misma, y si el objeto social de dicha firma es la prestación de servicios jurídicos, tal como 

lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, se le requerirá a la parte actora aportar 

dicho certificado.  

 

iii).Evidencia el Despacho que el poder especial aportado con la demanda no cumple las 

exigencias de Ley, según el Decreto 806 de 2020 en su artículo 5 dispuso eliminar el 

requisito de la presentación personal de poder, para el evento en que fuera conferido a 

través de mensaje de datos. La norma dispone: 

ARTÍCULO 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 

podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 

antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal 

o reconocimiento. 

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado 

que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

(…). 

En relación a este punto, con la demanda se aportó un poder, que si bien se encuentra 

firmado por quien dice ser Efrén Moisés Murillo Meza, no se confirió a través de mensajes 

de datos, por ejemplo, de la cuenta de correo electrónico de la demandante. En virtud de 

lo anterior, se le requerirá a la parte actora para que corrija dicha situación, como lo exige 

la norma transcrita en líneas inmediatamente anteriores. 

 

iv).Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente:  

 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 
 
(…). 
 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 
derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan en 
el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con la 
Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 
Constitución y la ley. Resaltado fuera de texto. 
 
(…). 

 

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos y los municipios y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las 

entidades demandas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 
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OCHOA Y ASOCIADOS, y de la Fiduprevisora S.A. y prueba de que el poder le haya sido 

otorgado a través de mensajes de datos, con la prevención de que al momento de presentar 

el escrito de subsanación notifique del mismo a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia. 

 

SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 
JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 
Montería, 3 de diciembre de 2021 el secretario certifica que 
la anterior providencia fue notificada por medio de Estado 

Electrónico No. 052 de 2021 el cual puede ser consultado 
en el link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-
administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 
Secretario 

 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba
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 SIGCMA

MA JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00413-00 

Demandante Tatiana Fernanda Negrete Londoño 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba 

– Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Tatiana Fernanda Negrete Londoño, previas las siguientes; 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

La apoderada de la parte actora para el día veintinueve (29) de octubre de 2021, presentó 

demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de 

Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

Departamento de Córdoba-Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora, 

solicitando se declare la nulidad del acto administrativo N° 20210172224951 de 02 de 

Septiembre de 2021, por el cual se niega el derecho a la sanción moratoria por la no 

consignación oportuna de los intereses a las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i).Una vez revisado el expediente observa el Despacho que no obra en éste prueba 

documental alguna donde el actor demuestre haber enviado copia de la demanda y sus 

anexos a las entidades demandadas, simultáneamente con la presentación de la demanda, 

contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, 

entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la 

época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente: 

(…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos.   Negrilla y 

subraya del Despacho.  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  

ii).Observa el Despacho que la parte demandante otorga poder especial, amplio y suficiente 

a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS, de quien se indica está representada 

legalmente por Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada. No obstante, 
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no obra en el plenario el certificado de existencia y representación legal de la empresa de 

abogados, el cual es prueba idónea para determinar la existencia y representación de la 

misma, y si el objeto social de dicha firma es la prestación de servicios jurídicos, tal como 

lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, se le requerirá a la parte actora aportar 

dicho certificado.  

 

iii).Evidencia el Despacho que el poder especial aportado con la demanda no cumple las 

exigencias de Ley, según el Decreto 806 de 2020 en su artículo 5 dispuso eliminar el 

requisito de la presentación personal de poder, para el evento en que fuera conferido a 

través de mensaje de datos. La norma dispone: 

 

ARTÍCULO 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 

podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 

antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal 

o reconocimiento. 

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado 

que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

(…). 

En relación a este punto, con la demanda se aportó un poder, que si bien se encuentra 

firmado por quien dice ser Tatiana Fernanda Negrete Londoño, no se confirió a través de 

mensajes de datos, por ejemplo, de la cuenta de correo electrónico de la demandante. En 

virtud de lo anterior, se le requerirá a la parte actora para que corrija dicha situación, como 

lo exige la norma transcrita en líneas inmediatamente anteriores. 

 

iv).Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente:  

 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 
 
(…). 
 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 
derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan en 
el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con la 
Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 
Constitución y la ley. Resaltado fuera de texto. 
 
(…). 

 

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos y los municipios y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las 
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entidades demandas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 

OCHOA Y ASOCIADOS, y de la Fiduprevisora S.A. y prueba de que el poder le haya sido 

otorgado a través de mensajes de datos, con la prevención de que al momento de presentar 

el escrito de subsanación notifique del mismo a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia. 

 

SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 
JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 
SECRETARÍA 

Montería, 3 de diciembre de 2021 el secretario 
certifica que la anterior providencia fue notificada 
por medio de Estado Electrónico No. 052 de 2021 

el cual puede ser consultado en el 
link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
04-administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 
Secretario 

 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba
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 SIGCMA

MA JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00416-00 

Demandante Nauri Esther Regino Coronado 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba 

– Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Nauri Esther Regino Coronado, previas las siguientes; 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

La apoderada de la parte actora para el día veintinueve (29) de octubre de 2021, presentó 

demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de 

Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

Departamento de Córdoba-Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora, 

solicitando se declare la nulidad del acto administrativo N° 20210172224951 de 02 de 

Septiembre de 2021, por el cual se niega el derecho a la sanción moratoria por la no 

consignación oportuna de los intereses a las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i).Una vez revisado el expediente observa el Despacho que no obra en éste prueba 

documental alguna donde el actor demuestre haber enviado copia de la demanda y sus 

anexos a las entidades demandadas, simultáneamente con la presentación de la demanda, 

contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, 

entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la 

época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente: 

(…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos.   Negrilla y 

subraya del Despacho.  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  

ii).Observa el Despacho que la parte demandante otorga poder especial, amplio y suficiente 

a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS, de quien se indica está representada 

legalmente por Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada. No obstante, 
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no obra en el plenario el certificado de existencia y representación legal de la empresa de 

abogados, el cual es prueba idónea para determinar la existencia y representación de la 

misma, y si el objeto social de dicha firma es la prestación de servicios jurídicos, tal como 

lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, se le requerirá a la parte actora aportar 

dicho certificado.  

 

iii).Evidencia el Despacho que el poder especial aportado con la demanda no cumple las 

exigencias de Ley, según el Decreto 806 de 2020 en su artículo 5 dispuso eliminar el 

requisito de la presentación personal de poder, para el evento en que fuera conferido a 

través de mensaje de datos. La norma dispone: 

 

ARTÍCULO 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 

podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 

antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal 

o reconocimiento. 

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado 

que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

(…). 

En relación a este punto, con la demanda se aportó un poder, que si bien se encuentra 

firmado por quien dice ser Nauri Esther Regino Coronado, no se confirió a través de 

mensajes de datos, por ejemplo, de la cuenta de correo electrónico de la demandante. En 

virtud de lo anterior, se le requerirá a la parte actora para que corrija dicha situación, como 

lo exige la norma transcrita en líneas inmediatamente anteriores. 

 

iv).Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente:  

 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 
 
(…). 
 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 
derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan en 
el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con la 
Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 
Constitución y la ley. Resaltado fuera de texto. 
 
(…). 

 

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos y los municipios y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las 
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entidades demandas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 

OCHOA Y ASOCIADOS, y de la Fiduprevisora S.A. y prueba de que el poder le haya sido 

otorgado a través de mensajes de datos, con la prevención de que al momento de presentar 

el escrito de subsanación notifique del mismo a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia. 

 

SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 
JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 
SECRETARÍA 

Montería, 3 de diciembre de 2021 el secretario 

certifica que la anterior providencia fue notificada 
por medio de Estado Electrónico No. 052 de 2021 
el cual puede ser consultado en el 

link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
04-administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 
 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba
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 SIGCMA

MA JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00417-00 

Demandante Carmen Cecilia Ramos Corrales 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba 

– Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Carmen Cecilia Ramos Corrales, previas las siguientes; 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

La apoderada de la parte actora para el día dieciocho (18) de noviembre de 2021, presentó 

demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de 

Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

Departamento de Córdoba-Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora, 

solicitando se declare la nulidad del acto administrativo N° 20210172224951 de 02 de 

Septiembre de 2021, por el cual se niega el derecho a la sanción moratoria por la no 

consignación oportuna de los intereses a las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i).Una vez revisado el expediente observa el Despacho que no obra en éste prueba 

documental alguna donde el actor demuestre haber enviado copia de la demanda y sus 

anexos a las entidades demandadas, simultáneamente con la presentación de la demanda, 

contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, 

entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la 

época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente: 

(…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos.   Negrilla y 

subraya del Despacho.  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  

ii).Observa el Despacho que la parte demandante otorga poder especial, amplio y suficiente 

a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS, de quien se indica está representada 

legalmente por Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada. No obstante, 
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no obra en el plenario el certificado de existencia y representación legal de la empresa de 

abogados, el cual es prueba idónea para determinar la existencia y representación de la 

misma, y si el objeto social de dicha firma es la prestación de servicios jurídicos, tal como 

lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, se le requerirá a la parte actora aportar 

dicho certificado.  

 

iii).Evidencia el Despacho que el poder especial aportado con la demanda no cumple las 

exigencias de Ley, según el Decreto 806 de 2020 en su artículo 5 dispuso eliminar el 

requisito de la presentación personal de poder, para el evento en que fuera conferido a 

través de mensaje de datos. La norma dispone: 

 

ARTÍCULO 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 

podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 

antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal 

o reconocimiento. 

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado 

que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

(…). 

En relación a este punto, con la demanda se aportó un poder, que si bien se encuentra 

firmado por quien dice ser Carmen Cecilia Ramos Corrales, no se confirió a través de 

mensajes de datos, por ejemplo, de la cuenta de correo electrónico de la demandante. En 

virtud de lo anterior, se le requerirá a la parte actora para que corrija dicha situación, como 

lo exige la norma transcrita en líneas inmediatamente anteriores. 

 

iv).Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente:  

 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 
 
(…). 
 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 
derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan en 
el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con la 
Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 
Constitución y la ley. Resaltado fuera de texto. 
 
(…). 

 

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos y los municipios y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las 
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entidades demandas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 

OCHOA Y ASOCIADOS, y de la Fiduprevisora S.A. y prueba de que el poder le haya sido 

otorgado a través de mensajes de datos, con la prevención de que al momento de presentar 

el escrito de subsanación notifique del mismo a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia. 

 

SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 
SECRETARÍA 

Montería, 3 de diciembre de 2021 el secretario 

certifica que la anterior providencia fue notificada 
por medio de Estado Electrónico No. 052 de 2021 
el cual puede ser consultado en el 

link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado
-04-administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 
 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-administrativo-mixto-de-monteria/422
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-administrativo-mixto-de-monteria/422


 

Código de verificación: a74ea2b25f635636d5d4226d2805a8f61aae82d8578b055c38d922cbe7ee993b

Documento generado en 02/12/2021 12:00:46 PM

 

 

Valide este documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

 
 

 SIGCMA 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00418-00 

Demandante José De Jesús Sánchez Oviedo 

Demandado Municipio de Montería 

 

AUTO RECHAZA DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la demanda presentada por el apoderado de José 

De Jesús Sánchez Oviedo contra el Municipio de Montería, previas las siguientes;  

 

I. CONSIDERACIONES  

 

El apoderado de la parte actora para el día 12 de octubre de 2021, presentó demanda de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra el Municipio de Montería, solicitando se 

declare la nulidad del Acto Administrativo No. OJ036 de fecha 08 de marzo de 2021 y la 

Resolución No. 00594 de fecha 20 de abril de 2021, por el cual se le niega el reconocimiento 

y pago de la reliquidación, indexaciones e intereses moratorios de las excedentes de horas 

extras y compensatorios de las vigencias 2003 a 2013, así como también que se incluyan 

dichos mayores valores a efectos de la reliquidación y pago de las cesantías, intereses de 

las cesantías, primas, factores salariales y prestacionales en las que se tengan como factor 

de liquidación las horas extras y los compensatorios. 

 

Observa el Despacho que a folio 46 al 61 obra la Resolución No. 1129 de 16 de diciembre 

de 2019, mediante el cual, el municipio de Montería ordenó reconocer y pagar las horas 

extras laboradas que exceden de las 50 horas pagadas mensualmente por nomina a los 

empleados del sector administrativo de la Secretaria de Educación Municipal durante la 

vigencia de 2003 a 2013, dentro de los cuales está como beneficiario de la mencionada 

resolución la parte aquí demandante. 

 

La parte demandante mediante petición de 1 de marzo de 20211, solicitó al Municipio de 

Montería que se reliquidaran las horas extras y compensatorios que habían sido 

reconocidas mediante la Resolución No. 1129 de 16 de diciembre de 2019, ello en tanto, 

esta no tuvo en cuenta que los trabajadores estuvieron laborando turnos en el cargo de 

celador cumpliendo un horario de 12 horas diarias muchos de ellos sin derecho a descanso 

compensatorio. 

 

La entidad demandada mediante los actos Administrativos No. OJ036 de fecha 82 y 10 de 

marzo de 2021, negó los derechos reclamados, al considerar que la Resolución No. 1129 

de 16 de diciembre de 2019, había resuelto sobre dicho objeto y  había quedado en firme 

al no haberse interpuesto los recursos dispuestos por la Ley. 

 

Contra dichos actos el apoderado de los demandantes interpuso recurso de reposición el 

día 25 de marzo de 20213, el cual fue resuelto por la entidad demandada mediante la 

                                                             
1 Folio 22 al 26 del expediente. 
2Folios 32 al 35 del expediente. 
3 Folios36 al 40 del expediente. 
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Resolución No. 00594 de fecha 20 de abril de 20214,decisión ésta que mantuvo la decisión 

negativa anterior. 

 

Como se puede observar, la entidad demandada, producto de peticiones de 8 y 11 de 

diciembre de 20195,y de decisiones judiciales adversas, emitió la Resolución No. 1129 de 

16 de diciembre de 2019, mediante el cual ordenó reconocer y pagar las horas extras 

laboradas que excedían las 50 horas pagadas mensualmente por nomina a los empleados 

del sector administrativo de la Secretaria de Educación Municipal durante la vigencia de 

2003 a 2013, dentro de los cuales está como beneficiario de la mencionada resolución la 

parte aquí demandante. 

 

Así mismo resulta claro, que la disconformidad del actor parte de la indebida liquidación 

que hizo la demandada en la Resolución No. 1129 de 16 de diciembre de 2019,siendo 

éste el acto que le afectó los derechos que hoy reclama, por consiguiente, era ese acto el 

que debía demandar ante la jurisdicción contenciosa administrativa, mas no intentar revivir 

términos con la petición de reliquidación de 1 de marzo de 20216, a través del cual provocó 

un nuevo pronunciamiento de la administración (Actos Administrativos No. OJ036 de fecha 8 y 

10 de marzo de 2021, y la Resolución No. 00594 de fecha 20 de abril de 2021, que resolvió el recurso 

de reposición), pero que estas, no tiene la virtualidad de revivir los términos que la ley da 

para demandar los actos administrativos, que corresponden a los 4 meses después de 

notificado el acto conforme el literal d), numeral 2, del artículo 164 de la Ley 1437 de 201, 

el cual expone: 

 
ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La 
demanda deberá ser presentada: 
 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
 
(…). 
 
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
 
(…). 
 
d) Cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del derecho, la demanda 
deberá presentarse dentro del término de cuatro (4) meses contados a partir 
del día siguiente al de la comunicación, notificación, ejecución o publicación del 
acto administrativo, según el caso, salvo las excepciones establecidas en otras 
disposiciones legales; Negrilla fuera de texto. 

 
Pese a que no obra en el expediente constancia de notificación a la parte demandante de 

la Resolución No. 1129 de 16 de diciembre de 2019, resulta acreditado que si tuvo 

conocimiento del mismo, pues, es mencionado en la petición de 1 de marzo de 20217, 

donde precisamente le solicitó al Municipio de Montería que se reliquidaran las horas extras 

y compensatorios que habían sido reconocidas en dicho acto. Por consiguiente, aun 

tomándose como fecha de notificación de la mencionada resolución, la de radicación de la 

petición de reliquidación de fecha 1 de marzo de 2021, tenemos que al momento de 

presentarse la solicitud de conciliación (19 de agosto de 2021, y con la cual se suspendía el termino 

de caducidad conforme el artículo 3 del Decreto 1716 de 2009), ya había trascurrido un término 

superior (5 meses y 17 días) al de los 4 meses de que trata la norma arriba citada. 

 

                                                             
4 Ver folios 42 al 45 del expediente. 
5 Ver parte motiva de la Resolución No. 1129 de 16 de diciembre de 2019. 
6 Folio 22 al 26 del expediente. 
7 Folio 22 al 26 del expediente. 
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Por lo anterior, al no haberse presentado demanda contra la Resolución No. 1129 de 16 

de diciembre de 2019, dentro del término antes indicado, se configuró la caducidad del 

medio de control, sin que se pueda revivir dicho termino con la nueva actuación de la parte 

demandante, pues, con la petición radicada el 1 de marzo de 2021, y el recurso de 

reposición de fecha 25 del mismo mes y año, la cual dio origen a nuevos actos 

administrativos, lo que se pretendía era provocar un nuevo pronunciamiento de la 

administración, para entonces revivir términos ya fenecidos, lo cual no puede ser de recibo 

para éste Despacho. Por consiguiente, la demanda se rechazará conforme al artículo 169 

numeral 1 del C.P.A.C.A8. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería, 
 

RESUELVE: 

 
PRIMERO: Rechazar la presente demanda, de conformidad con la motivación.  

 
SEGUNDO: Archivar el expediente. 
 
TERCERO: Reconocer personería para actuar al abogado Edgar Manuel Macea Gómez, 

identificado con cédula de ciudadanía No. 92.542.513 expedida en Sincelejo, portador de 

la tarjeta profesional No. 151.675 del C.S.J, y al abogado Mario Alberto Pacheco Pérez, 

identificado con cédula de ciudadanía N° 1.102.795.592 expedida en Sincelejo, portador de 

la tarjeta profesional N° 175.279 del C.S.J, como apoderados de la parte actora, en los 

términos y para los fines consagrados en el poder, con la prevención que en el proceso 

solo podrá actuar un solo apoderado. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

  

 

 

 

 

 

 

 

                                                             
8ARTÍCULO  169. Rechazo de la demanda. Se rechazará la demanda y se ordenará la devolución de los 
anexos en los siguientes casos: 
 
1. Cuando hubiere operado la caducidad. 
(…). 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 
SECRETARÍA 

Montería, 3 de diciembre de 2021 el secretario certifica que 

la anterior providencia fue notificada por medio de Estado 
Electrónico No. 052 de 2021 el cual puede ser consultado 
en el link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-

administrativo-mixto-de-monteria/422 
JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 

 
 

Secretario 

 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-administrativo-mixto-de-monteria/422
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-administrativo-mixto-de-monteria/422
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 SIGCMA 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00419-00 

Demandante Calixto Manuel Parra Blanquicett 

Demandado Municipio de Montería 

 

AUTO RECHAZA DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la demanda presentada por el apoderado de Calixto 

Manuel Parra Blanquicett contra el Municipio de Montería, previas las siguientes;  

 

I. CONSIDERACIONES  

 

El apoderado de la parte actora para el día 12 de octubre de 2021, presentó demanda de 

Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra el Municipio de Montería, solicitando se 

declare la nulidad del Acto Administrativo No. OJ036 de fecha 08 de marzo de 2021 y la 

Resolución No. 00594 de fecha 20 de abril de 2021, por el cual se le niega el reconocimiento 

y pago de la reliquidación, indexaciones e intereses moratorios de las excedentes de horas 

extras y compensatorios de las vigencias 2003 a 2013, así como también que se incluyan 

dichos mayores valores a efectos de la reliquidación y pago de las cesantías, intereses de 

las cesantías, primas, factores salariales y prestacionales en las que se tengan como factor 

de liquidación las horas extras y los compensatorios. 

 

Observa el Despacho que a folio 48 al 63 obra la Resolución No. 1129 de 16 de diciembre 

de 2019, mediante el cual, el municipio de Montería ordenó reconocer y pagar las horas 

extras laboradas que exceden de las 50 horas pagadas mensualmente por nomina a los 

empleados del sector administrativo de la Secretaria de Educación Municipal durante la 

vigencia de 2003 a 2013, dentro de los cuales está como beneficiario de la mencionada 

resolución la parte aquí demandante. 

 

La parte demandante mediante petición de 1 de marzo de 20211, solicitó al Municipio de 

Montería que se reliquidaran las horas extras y compensatorios que habían sido 

reconocidas mediante la Resolución No. 1129 de 16 de diciembre de 2019, ello en tanto, 

esta no tuvo en cuenta que los trabajadores estuvieron laborando turnos en el cargo de 

celador cumpliendo un horario de 12 horas diarias muchos de ellos sin derecho a descanso 

compensatorio. 

 

La entidad demandada mediante los actos Administrativos No. OJ036 de fecha 82 y 10 de 

marzo de 2021, negó los derechos reclamados, al considerar que la Resolución No. 1129 

de 16 de diciembre de 2019, había resuelto sobre dicho objeto y  había quedado en firme 

al no haberse interpuesto los recursos dispuestos por la Ley. 

 

Contra dichos actos el apoderado de los demandantes interpuso recurso de reposición el 

día 25 de marzo de 20213, el cual fue resuelto por la entidad demandada mediante la 

                                                             
1 Folio 24 al 28 del expediente. 
2Folios 34 al 37 del expediente. 
3 Folios 38 al 42 del expediente. 
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Resolución No. 00594 de fecha 20 de abril de 20214,decisión ésta que mantuvo la decisión 

negativa anterior. 

 

Como se puede observar, la entidad demandada, producto de peticiones de 8 y 11 de 

diciembre de 20195,y de decisiones judiciales adversas, emitió la Resolución No. 1129 de 

16 de diciembre de 2019, mediante el cual ordenó reconocer y pagar las horas extras 

laboradas que excedían las 50 horas pagadas mensualmente por nomina a los empleados 

del sector administrativo de la Secretaria de Educación Municipal durante la vigencia de 

2003 a 2013, dentro de los cuales está como beneficiario de la mencionada resolución la 

parte aquí demandante. 

 

Así mismo resulta claro, que la disconformidad del actor parte de la indebida liquidación 

que hizo la demandada en la Resolución No. 1129 de 16 de diciembre de 2019,siendo 

éste el acto que le afectó los derechos que hoy reclama, por consiguiente, era ese acto el 

que debía demandar ante la jurisdicción contenciosa administrativa, mas no intentar revivir 

términos con la petición de reliquidación de 1 de marzo de 20216, a través del cual provocó 

un nuevo pronunciamiento de la administración (Actos Administrativos No. OJ036 de fecha 8 y 

10 de marzo de 2021, y la Resolución No. 00594 de fecha 20 de abril de 2021, que resolvió el recurso 

de reposición), pero que estas, no tiene la virtualidad de revivir los términos que la ley da 

para demandar los actos administrativos, que corresponden a los 4 meses después de 

notificado el acto conforme el literal d), numeral 2, del artículo 164 de la Ley 1437 de 201, 

el cual expone: 

 
ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La 
demanda deberá ser presentada: 
 
1. En cualquier tiempo, cuando: 
 
(…). 
 
2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: 
 
(…). 
 
d) Cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del derecho, la demanda 
deberá presentarse dentro del término de cuatro (4) meses contados a partir 
del día siguiente al de la comunicación, notificación, ejecución o publicación del 
acto administrativo, según el caso, salvo las excepciones establecidas en otras 
disposiciones legales; Negrilla fuera de texto. 

 
Pese a que no obra en el expediente constancia de notificación a la parte demandante de 

la Resolución No. 1129 de 16 de diciembre de 2019, resulta acreditado que si tuvo 

conocimiento del mismo, pues, es mencionado en la petición de 1 de marzo de 20217, 

donde precisamente le solicitó al Municipio de Montería que se reliquidaran las horas extras 

y compensatorios que habían sido reconocidas en dicho acto. Por consiguiente, aun 

tomándose como fecha de notificación de la mencionada resolución, la de radicación de la 

petición de reliquidación de fecha 1 de marzo de 2021, tenemos que al momento de 

presentarse la solicitud de conciliación (19 de agosto de 2021, y con la cual se suspendía el termino 

de caducidad conforme el artículo 3 del Decreto 1716 de 2009), ya había trascurrido un término 

superior (5 meses y 17 días) al de los 4 meses de que trata la norma arriba citada. 

 

                                                             
4 Ver folios 44 al 47 del expediente. 
5 Ver parte motiva de la Resolución No. 1129 de 16 de diciembre de 2019. 
6 Folio 24 al 28 del expediente. 
7 Folio 24 al 28 del expediente. 
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Por lo anterior, al no haberse presentado demanda contra la Resolución No. 1129 de 16 

de diciembre de 2019, dentro del término antes indicado, se configuró la caducidad del 

medio de control, sin que se pueda revivir dicho termino con la nueva actuación de la parte 

demandante, pues, con la petición radicada el 1 de marzo de 2021, y el recurso de 

reposición de fecha 25 del mismo mes y año, la cual dio origen a nuevos actos 

administrativos, lo que se pretendía era provocar un nuevo pronunciamiento de la 

administración, para entonces revivir términos ya fenecidos, lo cual no puede ser de recibo 

para éste Despacho. Por consiguiente, la demanda se rechazará conforme al artículo 169 

numeral 1 del C.P.A.C.A8. 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería, 
 

RESUELVE: 

 
PRIMERO: Rechazar la presente demanda, de conformidad con la motivación.  

 
SEGUNDO: Archivar el expediente. 
 
TERCERO: Reconocer personería para actuar al abogado Edgar Manuel Macea Gómez, 

identificado con cédula de ciudadanía No. 92.542.513 expedida en Sincelejo, portador de 

la tarjeta profesional No. 151.675 del C.S.J, y al abogado Mario Alberto Pacheco Pérez, 

identificado con cédula de ciudadanía N° 1.102.795.592 expedida en Sincelejo, portador de 

la tarjeta profesional N° 175.279 del C.S.J, como apoderados de la parte actora, en los 

términos y para los fines consagrados en el poder, con la prevención que en el proceso 

solo podrá actuar un solo apoderado. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

  

 

 

 

 

 

 

 

                                                             
8ARTÍCULO  169. Rechazo de la demanda. Se rechazará la demanda y se ordenará la devolución de los 
anexos en los siguientes casos: 
 
1. Cuando hubiere operado la caducidad. 
(…). 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 
SECRETARÍA 

Montería, 3 de diciembre de 2021 el secretario certifica que 

la anterior providencia fue notificada por medio de Estado 
Electrónico No. 052 de 2021 el cual puede ser consultado en 
el link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-

administrativo-mixto-de-monteria/422 
JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 

 
 

Secretario 

 

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-administrativo-mixto-de-monteria/422
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-administrativo-mixto-de-monteria/422
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 SIGCMA

MA JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00423-00 

Demandante Silvia Estela Molina Cárdenas  

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba 

– Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Silvia Estela Molina Cárdenas, previas las siguientes; 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

La apoderada de la parte actora para el día cinco (05) de noviembre de 2021, presentó 

demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de 

Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio “FOMAG”, 

Departamento de Córdoba-Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora, 

solicitando se declare la nulidad del Acto Ficto producto del silencio administrativo, frente a 

la petición presentada el día 14 de enero de 2021, en cuanto negó el derecho a pagar la 

sanción moratoria, equivalente a un (1) día de su salario por cada día de retardo, contados 

desde los setenta (70) días hábiles después de haber radicado la solicitud de la cesantía 

ante la entidad demandada y hasta cuando se hizo efectivo el pago de la misma. 

 

i). Una vez revisado el expediente observa el Despacho que si bien obra en éste prueba 

documental donde se señala haber enviado copia de la demanda y sus anexos a la entidad 

demandada, en el pantallazo no se aprecia archivo magnético adjunto en donde se pueda 

observar que efectivamente se haya enviado copia de ella y de sus anexos al demandado 

en archivo magnético, contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 

2021, mediante el cual, entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, 

norma vigente para la época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente: 

(…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos.   Negrilla y 

subraya del Despacho.  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  
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ii). El numeral 5 del artículo 162 del CPACA, respecto del deber de aportar las pruebas 

que obran en poder de la parte establece lo siguiente. 

 

ARTÍCULO 162. CONTENIDO DE LA DEMANDA. Toda demanda deberá dirigirse 

a quien sea competente y contendrá: 

 

(…) 

 

5. La petición de las pruebas que el demandante pretende hacer valer. En todo caso, 

este deberá aportar todas las documentales que se encuentren en su poder. 

Resaltado fuera de texto. 

 

(…) 

 

Evidencia este Despacho que con la demanda no obra copia de lo referenciado en el inciso 

6 del acápite de “PRUEBAS Y ANEXOS”, si bien se aprecia un archivo magnético adjunto 

denominado “CESANTIAS PARCIALES”, para el Despacho este radicado no corresponde 

al de la petición realizada a la entidad demandada. Razón por la cual, al ser una prueba 

documentales que se infiere obran en poder de la parte demandante, deberá aportarla al 

presente proceso. 

 

iii). Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente:  

 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 
 
(…). 
 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 
derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan en 
el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con la 
Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 
Constitución y la ley. Resaltado fuera de texto. 
 
(…). 

 

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos y los municipios y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido correctamente copia de la demanda y sus 

anexos a las entidades demandas, radicado de la petición presentada a la entidad 

demandada y certificado de existencia y representación legal de la Fiduprevisora S.A., con 

la prevención de que al momento de presentar el escrito de subsanación notifique del 

mismo a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 
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II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia. 

 

SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Reconocer personería para actuar a la abogada Maber Patricia Borja Calderin 

identificada con cedula de ciudadanía No. 66.837.048 de Cali, portadora de la Tarjeta 

Profesional No. 322.523 del C.S.J. como apoderada de la parte demandante en los términos 

y para fines consagrados en el poder 

 

CUARTO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 
Montería, 3 de diciembre de 2021 el secretario 
certifica que la anterior providencia fue notificada 

por medio de Estado Electrónico No. 052 de 2021 
el cual puede ser consultado en el 
link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-

04-administrativo-mixto-de-monteria/422 
JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 

 
 

Secretario 
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SIGCMA 

CO-SC5780-99 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 
 

Montería, dos (2) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 
 
 

Asunto CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 

Radicación 23-001-33-33-004-2021-00434 

Convocante Manuel Eustaquio Ramos Hinestroza 
Convocada Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR 

 
 

AUTO APRUEBA CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 

 

Procede el Despacho a decidir de fondo sobre el acuerdo conciliatorio efectuado en la 

Procuraduría 78 Judicial I para Asuntos Administrativos ante los Juzgados Administrativos del 

Circuito de Montería, entre el señor Manuel Eustaquio Ramos Hinestroza y la Caja de Sueldos 

de Retiro de la Policía Nacional – CASUR, respecto de la reliquidación y pago del reajuste a la 

asignación de retiro, conforme el IPC, en los siguientes términos: 

 

I. ANTECEDENTES 

1. Hechos. 

 

Se señala en la solicitud de conciliación que al señor Manuel Eustaquio Ramos Hinestroza, se 

le reconoció y ordeno el pago a favor de una  asignación de retiro y  mediante  la hoja de 

servicios No 11789258, registrada en el libro No 001, folio No 458 del 02 de febrero de 1993, se 

certifica que prestó sus servicios en la Policía Nacional por espacio de quince (15) años, once 

(11) meses, un (01) día, incluidos tiempos dobles y aumentos por año laboral, quedando 

desvinculado del servicio activo a partir del 10 de noviembre de 1992. 

 

Que el artículo 110 del Decreto 1213 de 1990, determinó que las asignaciones por retiro se 

incrementarían de acuerdo con el sistema de oscilación por favorabilidad y, con aplicación a la 

Ley 238 de 1995, cuando el sistema de oscilación dé un incremento de la asignación por retiro 

inferior al IPC del año anterior, el incremento debe decretarse por el DANE con el fin de que la 

asignación no pierda poder adquisitivo.  

  

Que desde el año 1995 y en varias ocasiones la asignación por retiro del convocante se ha 

incrementado por debajo al IPC del año inmediatamente anterior, pues se le aplicó el sistema 

de oscilación, el cual no se garantizó la conservación del poder adquisitivo de la mesada de 

retiro y se desconocieron lo preceptuado por la Ley 238 de 1995, la cual adiciono el artículo 279 

de la Ley 100/93.  
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Que el 10 de mayo de 2019, el convocante elevó derecho de petición al director de la Caja de 

Sueldos de Retiro de la Policía Nacional “CASUR”, radicado bajo el N° 456642 del 10-07-2019, 

solicitando el reajuste de la asignación de retiro con base en el IPC.  

 

Que el 21 de enero de 2021, mediante PQR No. 33927-20210121, elevó un nuevo derecho de 

petición al director de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional “CASUR”, realizada 

directamente ante la Policía Nacional, remitido por competencia con el oficio No. S-2021-

002550-INSGE (INSGEPQR2S-1.10) de fecha 10-02-2021, radicada en CASUR bajo el N° 

636351 de fecha 03-03-2021, solicitando nuevamente el reajuste de la asignación de retiro con 

base en el IPC. 

 

2. Pretensiones. 

 

El apoderado de la parte convocante solicitó lo siguiente: 

 

“Primera:   Que se declare la nulidad total del Oficio con radicado ID Control No. 463405, del 29-
07-2019 y del oficio con radicado ID control N°. 636351 de 03-032021, mediante los cuales se 
niega y se reitera respectivamente, la solicitud de reliquidación de la asignación de retito de mi 
mandante el AG ® de la Policía Nacional  MANUEL EUSTAQUIO RAMOS HINESTROZA, y se  le 
informa a mi Poderdante,  que no puede atender favorablemente la solicitud de reliquidación de la 
asignación de retiro con base en el IPC, por vía administrativa,  y que requiere el trámite de 
solicitud de conciliación extrajudicial del IPC  por intermedio de la Procuraduría General de la 
Nación.  
  
Segunda: Teniendo en cuenta que frente al acto administrativo acusado no se interpusieron los 
recursos de ley, no hay lugar a demandar ninguna actuación administrativa en este sentido. (Art 
163 C.P.A.C.A)  
  
Tercera: Se ordene reconocer y pagar a favor de mi Poderdante el señor agente (R) MANUEL 
EUSTAQUIO RAMOS HINESTROZA, la RELIQUIDACIÓN DE SU ASIGNACIÓN DE RETIRO CON 
BASE AL IPC del año inmediatamente anterior, para los incrementos que fueron inferiores a dicho 
índice desde la vigencia de la Ley 238/1995 y hasta la fecha en que se haga efectivo el pago.  
  
Cuarta: Se ordene el pago efectivo e indexado de los dineros correspondientes a la diferencia que 
resulte entre la liquidación solicitada y las sumas canceladas por concepto de asignación de retiro 
desde la vigencia de la Ley 238/1995 en adelante hasta la fecha en que sea reconocido el derecho 
precitado.  
  
Quinta: Pagar a favor de mi mandante los intereses moratorios a que haya lugar por la mora en el 
pago de las sumas dejadas de reconocer oportunamente.  
  
Sexta: Reconocer y pagar a favor de mi Mandante Señor agente (R) MANUEL EUSTAQUIO 
RAMOS HINESTROZA, la indexación del monto de la condena.  
  
Séptima: Que se tenga en cuenta para efectos fiscales de reconocimiento el reajuste de la 
asignación de retiro de mi mandante la prescripción cuatrienal de que trata el artículo 113 del 
decreto 1213/90, teniendo en cuenta que la petición agotando la vía gubernativa se radico en 
CASUR el día 10 de mayo de 2019 y 21 de enero de 2021.   
  
Octava: Que se tenga en cuenta, que en caso que no se llegue a un acuerdo conciliatorio que 
verse sobre las pretensiones de la presente solicitud de conciliación, comedidamente solicito se 
declare la nulidad del Oficio bajo el radicado ID Control No. 463405 del 29-07-2019 y del oficio con 
radicado ID control N°. 636351 de 03-03-2021, mediante los cuales se niega y se reitera 
respectivamente, las pretensiones de mi poderdante relacionada con la liquidación de la asignación 
de retiro como base en el I.P.C., y como consecuencia de ello se decrete el restablecimiento del 

derecho., tal como obra en la pretensión primera.”. 
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II. TRÁMITE DE LA SOLICITUD DE CONCILIACIÓN 

 

El día 23 de agosto de 2021, fue radicada en la Procuraduría General de la Nación la solicitud 

de conciliación extrajudicial presentada por el apoderado de la parte convocante, 

correspondiéndole su conocimiento a la Procuraduría 181 Judicial I para asuntos 

administrativos de Manizales, quien mediante auto del 30 de agosto de 2021, ordenó remitir la 

conciliación a la Procuraduría Judicial Administrativa de Montería por competencia territorial, 

correspondiéndole su conocimiento a la Procuraduría 78 Judicial I para Asuntos Administrativos 

de Montería, con número de radicación 793 del 23 de agosto de 2021, admitiéndose la misma 

mediante auto del 6 de septiembre de 20211. 

 

Posteriormente el 22 de noviembre de 2021, se llevó a cabo la audiencia de conciliación2 en 

donde las partes llegaron a un acuerdo voluntario respecto del reconocimiento y pago del 

reajuste de la asignación de retiro que recibe el señor Manuel Eustaquio Ramos Hinezstroza de 

acuerdo al IPC, acta que es sometida al conocimiento de los Juzgados Administrativos de ésta 

ciudad, a efectos de que se imparta su aprobación o improbación, correspondiéndole a esta 

Judicatura por reparto efectuado a través de la oficina judicial. 

 

III. EL ACUERDO CONCILIATORIO CELEBRADO 

 

Mediando el concepto favorable del Procurador 78 Judicial I para Asuntos Administrativos de 

Montería, los apoderados de las partes convocante y convocada de conformidad a las 

facultades conferidas en el poder que les fue otorgado, adoptaron el siguiente acuerdo: 

 

“(…) En primer lugar, se le concede el uso de la palabra al apoderado de la parte convocada, con 
el fin de que se sirva indicar la decisión tomada por el comité de conciliación de la entidad en 
relación con la solicitud incoada, quien manifiesta:  
  
  
Mediante el presente escrito en forma respetuosa en mi calidad de apoderado de la entidad 
convocada y en cumplimiento con lo preceptuado por el Señor Procurador General de la Nación en 
la Resolución 0127 del 16 de marzo de 2020; teniendo en cuenta dentro del proceso de la 
referencia:  1. Que en cuanto tiene que ver con las pretensiones del convocante, la entidad 
demandada y su Comité Técnico de Conciliación y Defensa Judicial definió su Política Institucional 
para la Prevención del Daño Antijurídico en sesión realizada el pasado 7 de enero de 2021, 
plasmada en el acta número 02, a fin de que este tipo de controversias se dirima mediante el 
mecanismo de solución de conflictos previsto por la Ley y definido como La Conciliación Judicial 
y/o Extrajudicial.  2. Que en el caso que nos ocupa a la entidad SI le asiste ánimo conciliatorio, 
razón por la cual anexamos en catorce (14) folios la propuesta de liquidación y acta # 2 en atenta 
solicitud de que su señoría le corra traslado al convocante para que exprese su posición de 
conciliar frente a la misma. 3. Con la expedición del Decreto 4433 de 2004, reglamentario de la Ley 
923 de 2004, con vigencia a partir del 31 de diciembre del año 2004, se estableció el límite para el 
reajuste de las asignaciones de retiro y pensiones, sujetos al régimen especial de la fuerza pública. 
4. El reconocimiento del Índice de Precios al Consumidor “IPC”, sólo fue objeto de actualización 
hasta el 31 de diciembre de 2004.  5. Al convocante le asiste derecho al reajuste de la asignación 
mensual de retiro para los años 1997, 1999 y 2002, correspondientes a los años favorables a un 
AGENTE de la Policía Nacional con asignación mensual de retiro. 6. A los valores reconocidos al 
convocante se dará aplicación de la prescripción cuatrienal de las mesadas no reclamadas, que 
trata el decreto 1213 de 1990, y a los valores conciliados se les realizará los descuentos de ley 
(SANIDAD Y CASUR).  7. De igual manera los valores conciliados serán cancelados por CASUR 

                                   
1 Folios 59 y 60. 
2 Folios 61 a 98. 
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dentro de los seis (6) meses siguientes a la radicación de los documentos en la entidad; tiempo 
durante el cual no habrá lugar al pago de intereses por ningún concepto. 
 
En la liquidación que se aporta se dispone como valor total a pagar la suma de $5.013.577. 
así: 
 
Valor de Capital Indexado    5.533.687  
Valor Capital 100%     5.004.049  
Valor Indexación        529.638  
Valor indexación por el (75%)   397.229  
Valor Capital más (75%) de la Indexación 5.401.278  
Menos descuento CASUR    -196.196  
Menos descuento Sanidad    -191.505  
VALOR A PAGAR     5.013.577 
 
Seguidamente, se le concede el uso de la palabra al apoderado de la parte convocante para que 
manifieste su posición frente a lo expuesto por la parte convocada:  
 
Quien manifiesta que acepta la propuesta efectuada por la entidad convocante, esto es que se 
cancele el 100% del capital como derecho esencial y el 75% de la indexación. 
  
INTERVENCION DEL MINISTERIO PUBLICO: El Procurador Judicial considera que el anterior 
acuerdo contiene obligaciones claras, expresas y exigibles, en cuanto al tiempo, modo y lugar de 
su cumplimiento2 (siendo claro en relación con el concepto conciliado, cuantía y fecha para el 
pago) y reúne los siguientes requisitos: (i) el eventual medio de control contencioso que se ha 
podido llegar a presentar no ha caducado (art. 61, ley 23 de 1991, modificado por el art. 81, ley 446 
de 1998); (ii) el acuerdo conciliatorio versa sobre acciones o derechos económicos disponibles por 
las partes (art. 59, ley 23 de 1991, y 70, ley 446 de 1998); (iii) las partes se encuentran 
debidamente representadas y sus representantes tienen capacidad para conciliar; (iv) obran en el 
expediente las pruebas necesarias que justifican el acuerdo, (…) 
 
Se deja constancia que con este acuerdo se le está reconociendo el 100% del núcleo esencial del 
derecho reclamado que para este caso corresponde a $5.004.049, más el 75% de la indexación 
reclamada que corresponde a $397.229, menos los descuentos de ley por Casur ($196.196) y 
Sanidad ($191.505), para un total a pagar de $5.013.577, las anteriores sumas según cuadro 
anexo que hace parte de la propuesta de liquidación del Acta de Comité de Conciliación de la 
entidad convocada, suma que conforme a lo dispuesto por el Consejo de Estado en sentencia del 
20 de enero de 2011 en varias oportunidades, es perfectamente conciliable al corresponder este 
último valor a una mera corrección monetaria. (…)”. 

 

IV. CONSIDERACIONES 

 

1. La conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa. 

 

De conformidad con el artículo 70 de la Ley 446 de 1998, en materia Contencioso 

Administrativa podrán conciliar total o parcialmente, en las etapas prejudicial o judicial, las 

personas de derecho público, a través de sus representantes judiciales o por conducto de su 

apoderado3, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o 

pueda conocer la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 

 

Con la entrada en vigencia de la Ley 1285 del 22 de enero de 2009, por medio de la cual se 

reforma la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia, se señaló la 

obligatoriedad de este requisito de procedibilidad para los asuntos que hayan de ser tramitados 

mediante las acciones previstas en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso 

Administrativo, hoy medios de control de los artículos 138, 140 y 141 del Código de 

                                   
3 Parágrafo 3° del Art. 1° de la Ley 640 de 2001: “En materia de lo Contencioso Administrativo el trámite conciliatorio, desde la 
misma presentación de la solicitud deberá hacerse por medio de abogado titulado quien deberá concurrir, en todo caso, a las 
audiencias en que se lleve a cabo la conciliación” 
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Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, es decir, demandas de nulidad 

y restablecimiento del derecho, reparación directa por daños antijurídicos causados por hechos, 

omisiones, operaciones o actuaciones administrativas o por la ocupación temporal o 

permanente de inmuebles por causa de trabajos públicos o por cualquier otra causa, así como 

controversias de carácter patrimonial surgidas con ocasión de contratos estatales. 

 

Esta norma fue reglamentada a través del Decreto 1716 de 2009, que en el artículo 2° dice: 

 

“Asuntos Susceptibles de Conciliación Extrajudicial en Materia Contencioso Administrativo. Podrán 
conciliar, total o parcialmente, las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan 
funciones propias de los distintos órganos del Estado, por conducto de apoderado, sobre los 
conflictos de carácter particular y contenido económico a través de las acciones previstas en los 
artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en las normas que los sustituyan.  
 
“Parágrafo 1°. No son susceptibles de conciliación extrajudicial en asuntos de lo Contencioso 
Administrativo: 
 
“- Los asuntos que versen sobre conflictos de carácter tributario. 
 
“- Los asuntos que deban tramitarse mediante el proceso ejecutivo de que trata el artículo 75 de la 
Ley 80 de 1993. 
 
“Los asuntos en los cuales la correspondiente acción haya caducado “…” 

 

En el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 

2011), se recoge lo expuesto con antecedencia, en el artículo 161, cuando precisa la 

conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad en los asuntos que le compete 

conocer a ésta jurisdicción, disponiendo: “…cuando los asuntos sean conciliables, el trámite de 

la conciliación extrajudicial constituirá requisito de procedibilidad de toda demanda en que se 

formulen pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, reparación directa y 

controversias contractuales…”  

 

2. Requisitos de la conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa. 

 

Estatuida la conciliación como un mecanismo de solución de conflictos y establecida igualmente 

su procedencia ante esta Jurisdicción en los asuntos indicados con anterioridad, se debe tener 

en cuenta los presupuesto que la Ley ha establecido para que el acuerdo que efectúen las 

partes y en especial las entidades de derecho público quienes efectúan un acto de disposición 

de los dineros del Estado, no sea contrario a derecho y no resulte lesivo al patrimonio del 

Estado. 

 

Al respecto, el H. Consejo de Estado ha señalado de manera reiterada, que el acuerdo 

conciliatorio se someterá a los siguientes supuestos de aprobación4: 

 

1. La debida representación de las personas que concilian. 

                                   
4 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCION TERCERA. Consejero ponente: ALIER 

EDUARDO HERNANDEZ ENRIQUEZ. Siete (7) de febrero de dos mil siete (2007). Radicación número: 13001-23-31-000-2004-
00035-01(30243). Haciendo la siguiente cita: Ver, entre otras, las providencias radicadas bajo los números: 21.677, 22.557, 23.527, 
23.534 y 24.420 de 2003. 
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2. La capacidad o facultad que tengan los representantes o conciliadores para conciliar. 

3. La disponibilidad de los derechos económicos enunciados por las partes. 

4. Que no haya operado la caducidad. 

5. Que lo reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la actuación. 

6. Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para el patrimonio público (artículos 73 y 

81 de la Ley 446 de 1998).  

 

3. Análisis de la conciliación extrajudicial en el caso concreto. 

 

Partiendo de los requisitos ya indicados, se procede en consecuencia a analizar si en el caso 

concreto se reúnen, a fin de determinar si procede impartir aprobación al presente acuerdo 

conciliatorio. 

 

3.1. Competencia y representación de las partes: 

 

Respecto de la competencia, dispone el artículo 23 de la Ley 640 de 2001, en concordancia con 

las disposiciones del Decreto 1716 de 2009, que las conciliaciones extrajudiciales de que 

conoce ésta jurisdicción solo podrán ser adelantadas ante los agentes del Ministerio Público 

asignados a la misma, tal y como aconteció en el caso en estudio, por cuanto el acuerdo estuvo 

mediado por la Procuraduría 78 Judicial I Administrativo de Montería, quien remitió a esta 

Unidad Judicial dicho acuerdo para su estudio y aprobación. 

 

Así mismo, es competente esta Judicatura para conocer del presente asunto conforme lo 

dispuesto en el artículo 24 de la Ley 640 de 20015, y en el artículo 156 numeral 2º del 

C.P.A.C.A., por cuanto el convocante Agente (r) Manuel Eustaquio Ramos Hinestroza tuvo 

como último lugar de prestación del servicio el Departamento de Córdoba, tal y como se 

vislumbra en la Hoja de Servicios N° 11789258 visible a folio 52. 

 

En cuando a la representación y capacidad de conciliar, advierte el despacho que las partes 

estuvieron debidamente representadas por sus apoderados así: 

 

Parte Convocante: Iván Arturo Benjumea Gómez, identificado con la cedula de ciudadanía N° 

75.081.741 expedida en Manizales y portador de la T.P. 331.295 del C. S. de la J., conforme el 

poder que le confirió el señor Manuel Eustaquio Ramos Hinestroza. 

 

Parte Convocada: Abogado Bernardo Dagoberto Torres Obregón, identificado con la cedula de 

ciudadanía N° 12.912.126 y portador de la T.P. N° 252.205 del C. S. de la J., quien actúa 

conforme el poder que le confirió la Representante Judicial de la Caja de Retiro de la Policía 

                                   
5 ARTICULO 24. APROBACIÓN JUDICIAL DE CONCILIACIONES EXTRAJUDICIALES EN MATERIA DE LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO. Las actas que contengan conciliaciones extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo se remitirán 
a más tardar dentro de los tres (3) días siguientes al de su celebración, al Juez o Corporación que fuere competente para conocer 
de la acción judicial respectiva, a efecto de que imparta su aprobación o improbación. El auto aprobatorio no será consultable.  
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Nacional (Folio 91), Claudia Cecilia Chauta Rodríguez, delegada para estos efectos mediante 

Resolución Nº 8187 del 27 de octubre de 2016 y Decreto 1384 del 22 de junio de 2015.  

 

3.2. Capacidad para Conciliar 

 

Respecto de este presupuesto, se pudo verificar de los poderes conferidos por las partes 

convocante y convocada a sus apoderados judiciales, que los mismos están revestidos de la 

faculta para conciliar, respecto del asunto objeto de conciliación. 

 

3.3. Que el acuerdo conciliatorio verse sobre derechos económicos de aquellos que las 

partes puedan disponer.  

 

Para el Despacho, se satisface este presupuesto toda vez que se trata de un conflicto de 

carácter particular y de contenido económico. Ciertamente la pretensión está en caminada a 

conseguir el reconocimiento y pago de una suma de $7.742.746,936, que corresponde a los 

montos que considera el vocero judicial debía recibir la parte convocante en los años en el que 

el IPC fue mayor respecto del reajuste efectuado por la Caja de Retiro de la Policía Nacional y 

la indexación provenientes del reconocimiento e intereses moratorios, luego de la negativa por 

parte de la entidad al agotarse la actuación administrativa. 

 

De tales peticiones, finalmente se concilió un 100% del capital y un 75% de indexación, se 

reajustó el IPC en los años 1997, 1999 y 2002 por ser en este más favorables en comparación 

con el porcentaje efectuado por CASUR conforme al régimen de oscilación, en la suma de 

TRES MILLONES SETECIENTOS OCHENTA Y SEIS MIL QUINIENTOS TRECE PESOS 

($5.013.577.oo). 

  

Es del caso advertir que si bien el derecho a la pensión (asignación de retiro) no es conciliable, 

renunciable, transigible ni negociable, en el presente caso sólo se está disponiendo del 

contenido particular y económico de dicha prestación, en lo que refiere a la diferencia causada 

con aplicación del IPC sobre el sistema de oscilación, y por lo tanto estima el Despacho que 

dicha discusión si es susceptible de disposición por la parte convocante. 

 

Es de señalar que no se trata de la renuncia del derecho, sino que es un acuerdo en lo que 

matemáticamente refiere a la liquidación del derecho. Se trata más de un allanamiento que la 

entidad convocada hace a las eventuales pretensiones de la demanda, y no implica renuncias 

de ninguna de las partes al reconocer el 100% del capital y un 75% por concepto de indexación. 

 

3.4 Que no haya operado el fenómeno jurídico de la caducidad. 

 

Este requisito tiene que ver con la oportunidad para presentar la demanda. En relación con las 

conciliaciones prejudiciales, la caducidad se determina de conformidad con la acción que 

                                   
6 Folio 6 “Cuantía”. 
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procedería ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, que a las luces del C.P.A.C.A., 

sería el medio de control de Nulidad y Restablecimiento del Derecho, el cual según lo dispuesto 

en el artículo 164, numeral 1º, literal C7, puede ser demandado en cualquier tiempo, siempre 

que se dirija contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones 

periódicas. 

 

Así las cosas, y tratándose el caso concreto de un acto que negó la reliquidación de la 

asignación de retiro conforme los reajustes anuales del IPC, (Oficio Nro.463405, con radicado 

N° 201912000189001 Id: 463405 de fecha 24 de julio de 2019. Folios 39 a 42), no opera el 

fenómeno de la caducidad; ya que este derecho es una prestación periódica.  

 

3.5. Respaldo probatorio del derecho.  

 

Respecto de este requisito, se tiene que el Consejo de Estado de manera general y reiterada, 

ha sostenido que, si bien la conciliación propende por la descongestión de la Administración de 

Justicia y por la composición del conflicto a través de una solución directa acordada por las 

partes, no lo es menos, que todo acuerdo conciliatorio debe ser examinado por el Juez, quien 

para aprobarlo debe establecer que ese arreglo económico se ajuste a la ley y no resulte lesivo 

al patrimonio público8. 

 

En el presente caso, se encuentra probado en primer lugar, que al señor Manuel Eustaquie 

Ramos Hinestroza le fue reconocida una asignación de retiro por parte de la Caja de Retiro de 

la Policía Nacional – CASUR-, mediante Resolución Nº 0939 del 29 de marzo de 19939, efectiva 

a partir del 10 de noviembre de 1992. 

 

Que mediante petición elevada por el convocante y radicada ante la Caja de Sueldos de Retiro 

de la Policía Nacional con el Id: 456642 del 10 de julio de 2019, el convocante solicitó el 

reajuste de la asignación de retiro, la cual fue resuelta por la entidad por Oficio Nro.463405, con 

radicado N° 201912000189001 Id: 463405 de fecha 24 de julio de 201910, negando lo pedido e 

instando al petente para que presentara solicitud de conciliación ante la Procuraduría. 

 

Ahora bien, el Juzgado considera importante resaltar respecto del reajuste anual de la 

asignación de retiro, que el artículo 279 de la Ley 100 de 1993, excluyó entre otros, a los ex 

servidores de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional del Sistema General de Pensiones 

estatuido en dicha ley, y por ende, del reajuste de las pensiones que dispone artículo 14 

ibídem11, esto es, teniendo en cuenta la variación porcentual del IPC del año inmediatamente 

                                   
7  “ART. 164.- oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá de ser presentada:  

“1. en cualquier tiempo, cuando:  
“(…)  
“c) se dirija contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones periódicas. Sin embargo, no habrá lugar a 

recuperar las prestaciones pagadas a particulares de buena fe. 
8 Autos de julio 18 de 2008, exp. 31838; MP. Dra Ruth Stella Correa Palacio y de septiembre 4 de 2008, exp. 33.367, entre otros.  
9 Folios 48 y 49. 
10 Folios 39 a 42. 
11 ARTICULO.  14.- Reajuste de pensiones.  Con el objeto de que las pensiones de vejez o de jubilación, de invalidez y de 
sustitución o sobreviviente, en cualquiera de los dos regímenes del sistema general de pensiones, mantengan su poder adquisitivo 
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anterior; en consecuencia, el reajuste pensional debía hacerse como lo disponía el Decreto 

1213 de junio 8 de 1990, artículo 110, es decir, mediante la oscilación de las asignaciones 

tomando en cuenta las variaciones que en todo tiempo se introduzcan en las asignaciones de 

actividad para un agente. 

 

No obstante, la Ley 238 de 1995, adicionó el artículo 279 de la Ley 100 de 1993, de la siguiente 

manera: “Parágrafo 4°.- Las excepciones consagradas en el presente artículo no implican 

negación de los beneficios y derechos determinados en los artículo 14 y 142 de esta ley para 

los pensionados de los sectores aquí contemplados.”; por lo que acatando dicha norma, las 

asignaciones de retiro de la Fuerza Pública (régimen especial), su reajuste debe realizarse 

según la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor, en los años en que sea más 

favorable que el decretado por el Gobierno Nacional para los miembros de la Fuerza Pública. 

 

Sobre el asunto ha señalado la jurisprudencia, que la asignación de retiro del personal de la 

Fuerza Pública sí debe ser reajustada con base en el Índice de Precios al Consumidor, 

conforme lo estipulado en el artículo 14 de la Ley 100 de 1993, ya que, si bien las Fuerzas 

Militares están excluidas del Sistema General de Pensiones de la Ley 100 de 1993, esto no 

implica negación de derechos estipulados en el artículo 14 de la citada ley 100. Sobre el asunto 

el Consejo de Estado ha esbozado una línea jurisprudencial. (Ver sentencia 17 de mayo de 

2007 de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo de la Sección Segunda, con ponencia 

del Dr. Jaime Moreno García12, del 11 de junio de 2009, con ponencia del Dr. Víctor Hernando 

Alvarado13, y de 4 de marzo de 2010 con ponencia del Dr. Luis Rafael Vergara Quintero14). 

 

Sobre este tópico, se cita la sentencia del 10 de febrero de 2011, proferida por la Sala de lo 

Contencioso Administrativo de la Sección Segunda- subsección A, Magistrado Ponente Dr. 

Gustavo Eduardo Gómez Aranguren, en el expediente 25000-23-25-000-2008-00629-01(2075-

09), en donde se dijo: 

 
“De otra parte, la Ley 100 de 1993 “Por la cual se creó el sistema de seguridad social integral y se 
dictan otras disposiciones” en su artículo 279 excluyó, entre otros servidores, a los miembros de 
las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional de la aplicación del régimen general así: “ARTÍCULO 

                                                                                                              
constante, se reajustarán anualmente de oficio, el primero de enero de cada año, según la variación porcentual del índice de precios 

al consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior. No obstante, las pensiones cuyo monto mensual sea 
igual al salario mínimo legal mensual vigente, serán reajustadas de oficio cada vez y con el mismo porcentaje en que se incremente 
dicho salario por el gobierno. 
12Radicación No.: 25000-23-25-000-2003-08152-01(8464-05), Actor: José Jaime Tirado Castañeda.  “quiere significar que a partir 

de la vigencia de la ley 238 de 1995, el grupo de pensionados de los sectores excluidos de la aplicación de la ley 100 de 
1993, sí tienen derecho a que se les reajuste sus pensiones teniendo en cuenta la variación porcentual del Índice de 

Precios al Consumidor certificado por el DANE como lo dispuso el artículo 14 de la última, y a la mesada 14 en los 
términos del artículo 142 ibídem… Ahora bien, la Sala solo podría dejar de aplicar una ley ordinaria posterior, especial y más 
favorable, según se verá más adelante, en lugar de una ley marco anterior y su decreto 1212 de 1990 que la desarrolla, bajo la 

condición de que aquella fuera incompatible con la Constitución Política, debido a que esa es la única hipótesis constitucional para 
dejar de aplicar una ley que no ha sido declarada inexequible. …Y la Sala encuentra que la ley 238 de 1995 es más favorable para 
el demandante que la ley 4ª de 1992 y el decreto 1212 de 1990, porque al hacer la comparación entre los reajustes 

pensionales derivados del aumento de las asignaciones en actividad de los oficiales de la Policía Nacional establecidos en 
los decretos 122 de 1997, 58 de 1998, 62 de 1999, 2724 de 2000, 2737 de 2001 y 745 de 2002 y los que resultan de la 
aplicación del artículo 14 de la ley 100 de 1993, se evidencia que la aplicación de este sistema de reajuste resulta ser 

cuantitativamente superior. …En efecto, en el caso concreto la Sala pudo establecer que al actor le resulta más favorable el 
reajuste de la pensión, con base en el IPC (Ley 100 de 1993), como lo demuestra el siguiente cuadro comparativo, efectuado por el 
Contador de la Sección Cuarta de esta corporación, según lo dispuesto en auto proferido con fundamento en el artículo 169 del 

C.C.A.” 
13 Radicación No.: 25000-23-25-000-2007-00718-01(1091-08), Actor: Carlos Arturo Hernández Cabanzo. 
14 Radicación No. 25000-23-25-000-2007-00240-01(0474-09), Actor: Luis Eduardo Bustamante Rondón. 



10 

Expediente Nº 23-001-33-33-004-2021-00434 
 

 

CO-SC5780-99 

279.- Excepciones. El sistema integral de Seguridad Social contenido en la presente Ley no se 
aplica a los miembros de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional ni al personal regido por 
el Decreto- Ley 1214 de 1990, con excepción de aquel que se vincule a partir de la vigencia…” 
(Resaltado fuera de norma) 
 
Por consiguiente, bajo los mandatos del artículo original 279 de la Ley 100 de 1993 los 
pensionados de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional no eran acreedores del 
reajuste de sus pensiones, pero posteriormente el artículo 1° de la Ley 238 de 1995, adiciono 
la norma antes transcrita, con el siguiente parágrafo y la situación varió de la siguiente forma: 
"Parágrafo 4. Las excepciones consagradas en el presente artículo no implican negación de los 
beneficios y derechos determinados en los artículos 14 y 142 de esta ley para los pensionados de 
los sectores aquí contemplados". 
 
Lo anterior significa que a partir de la entrada en vigencia de la Ley 238 de 1995 las 
personas pertenecientes a los regímenes excluidos de la aplicación de la Ley 100 de 1993, 
podrían acceder a los beneficios que consagro la misma. 
 
Beneficios, que como tal lo cita el parágrafo antes trascrito, se encuentran establecidos en el 
artículo 14 de la Ley 100 de 1993, disposición que previó el reajuste de las pensiones teniendo en 
cuenta la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor, contemplándola así:  
 
“ARTÍCULO 14.-Reajuste de pensiones. Con el objeto de que las pensiones de vejez o de 
jubilación, de invalidez y de sustitución o de sobrevivientes, en cualquiera de los dos regímenes 
del sistema general de pensiones, mantengan su poder adquisitivo constante, se reajustaran 
anualmente de oficio el primero de enero de cada año según la variación porcentual del Índice de 
Precios al consumidor, certificado por el DANE.” 
 
Del anterior recuento normativo se observa claramente que a partir de la vigencia de la Ley 
238 de 1995, el grupo de pensionados de los sectores excluidos de la aplicación de la ley 
100 de 1993, sí tienen derecho a que sean reajustadas sus pensiones teniendo en cuenta la 
variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor certificado por el DANE como lo 
dispuso el artículo 14 de la última.”.  

 

Por lo anterior, se concluye que el valor de las mesadas de las asignaciones de retiro debe ser 

reajustado, cuando el aumento decretado por el Gobierno Nacional para las asignaciones de 

retiro de los miembros de la Fuerza Pública hubiese sido inferior al aumento en el Índice de 

Precios al Consumidor del año inmediatamente anterior; ello hasta el 31 de diciembre del año 

2004, porque a partir del año siguiente, se sigue reajustando la asignación mensual de retiro 

con base en el principio de oscilación, pues este empezó a regir nuevamente en virtud del 

artículo 42 del Decreto 4433 de 2004.  

 

Ahora bien, revisada la prueba que milita a folio 85 del expediente, donde se observan los 

porcentajes correspondientes a los incrementos anuales realizados por CASUR en la 

asignación de retiro del convocante, con los porcentajes de incremento del IPC, se constató que 

el Agente (r) Manuel Eustaquio Ramos Hinestroza resultó lesionado económicamente en su 

mesada pensional en los años 1997,1999 y 2002, (años sobre los cuales versa el acuerdo 

conciliatorio), por cuanto el IPC resultaba más favorable a sus intereses económicos, 

(porcentajes que se pueden evidenciar en la página del DANE), frente a los establecidos por el 

régimen de oscilación de CASUR, como se observa en el siguiente cuadro: 

 

 
Año 

 
IPC del año anterior 

Porcentaje de incremento salarial de 
acuerdo con los decretos expedidos 

por el Gobierno 

1997 21.63% 18.87% 

1999 16.70% 14.91% 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/1993/ley_0100_1993.html#14
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/1993/ley_0100_1993_pr004.html#142
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2002 7,65% 6.0% 

 

Lo anterior coincide con lo acordado en la conciliación objeto de estudio, toda vez que el 

apoderado de la Caja de Retiro de la Policía Nacional concilió respecto del reajuste de los años 

1997, 1999 y 2002, acogiendo los parámetros señalados por el Comité de Conciliación de la 

entidad en Acta N° 021 del 7 de enero de 2021, anexada al plenario como prueba que respalda 

la conciliación15. 

 

De igual forma, la entidad convocada realizó el cálculo mes por mes y año por año, en relación 

con la diferencia a reconocer por concepto de IPC, la indexación correspondiente a cada año, 

con el respectivo reconocimiento de las prestaciones sociales adicionales y los descuentos de 

ley16, lo cual da sustento y respaldo probatorio a las sumas sobre las cuales la entidad decidió 

conciliar, siendo éstas aceptadas por la parte convocante, para ser pagaderas máximo a partir 

dentro de los seis meses a siguientes a la fecha en que se radique en CASUR, la solicitud de 

pago y la aprobación por parte del Juzgado. 

 

De liquidación que milita a folio 90 del expediente se consignó lo siguiente: 

 

VALOR TOTAL A PAGAR POR INDICE DE PRECIOS AL CONSUMIDOR CONCILIACION 
 

Valor de capital indexado    5.533.687 
Valor Capital 100%      5.004.049 
Valor Indexación                      529.638 
Valor Indexación por el (75%)                     397.229 
Valor Capital más (75%) de la indexación              5.401.278   
Menos descuento CASUR       -196.196 
Menos descuento Sanidad       -191.505 
VALOR A PAGAR        5.013.577 

 
Incremento mensual de la asignación de retiro:             $63.637.oo. 

 

Así mismo, se advierte que la asignación de retiro será reajustada mensualmente en 

$63.637.oo, tal y como se indicó en la conciliación, y se verifica en la liquidación aportada. 

 

Por último, se pudo constatar que la conciliación aplicó la prescripción cuatrienal conforme lo 

establecido en el artículo 113 del Decreto 1213 de 1990, toda vez que los valores a cancelar al 

señor Manuel Eustaquio Ramos Hinestroza por concepto de reajuste a la asignación de retiro, 

se pagaran a partir del 8 de julio de 2015, teniendo en cuenta lo pactado en la conciliación 

objeto de estudio y la liquidación que anexa la entidad, por cuanto señala en la parte superior 

fecha inicio de pago (08-jul.-15). 

 

Al respecto, el Consejo de Estado en sentencia de 18 de febrero de 2010, Rad (1638-08) C.P. 

Dr. Alfonso Vargas Rincón, sobre la prescripción de las mesadas pensionales y el reajuste de la 

asignación de retiro conforme el IPC, precisó:  

                                   
15 Folios 71 a 75. 
16 Liquidación obrante a folios 76 a 84. 
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“La ley ha dado un tratamiento especial a las prestaciones sociales, dado su carácter de 
imprescriptible, por esa razón es viable que el interesado pueda elevar la solicitud de 
reconocimiento de su derecho en cualquier tiempo. No obstante que el derecho es imprescriptible, 
sí lo son las acciones que emanen de los derechos prestacionales y en consecuencia prescriben 
las mesadas pensionales, según el término señalado por el legislador.  
 
Para que opere el fenómeno prescriptivo se requiere que transcurra un determinado lapso durante 
el cual no se hayan ejercido dichas acciones y se cuenta desde que la obligación se haya hecho 
exigible.  
 
La figura de la prescripción cuatrienal es una sanción al titular del derecho por no ejercerlo 
dentro de los plazos que la ley le otorga, lo que supone, la evidencia de la exigibilidad y una 
inactividad injustificada del titular del derecho en lograr su cumplimiento. 
 
En ese orden se tiene que la petición en vía gubernativa se formuló por el actor 20 de febrero de 
2006, en consecuencia los derechos causados con anterioridad al 20 de febrero de 2002 se 
encuentran prescritos de conformidad con el artículo 174 del Decreto 1211 de 1990.  
 
Como ya se expuso, la prescripción que en esta providencia se decreta es en relación con 
los derechos correspondientes a los años anteriores al 20 de febrero de 2002, por haberse 
presentado la petición el 20 de  2006, no obstante, debe precisar la Sala que en 
consideración a que el actor tenía derecho a la aplicación del IPC, en los años 1997, 1999 y 
2001 en lugar del principio de oscilación que se le aplicó, la entidad debe efectuar la 
liquidación por dichos años, aplicando el IPC vigente para tales fechas y sobre esas sumas 
aplicará los porcentajes anuales correspondientes conforme al cuadro que aparece a folios 
15 y 16.  
 
Lo anterior, teniendo en cuenta que si bien dichas diferencias no pueden ser canceladas por 
encontrarse prescritas, sí deben ser utilizadas como base para la liquidación de las 
mesadas posteriores.  
 
Se aclara igualmente que el ajuste de las asignaciones de retiro con base en el Índice de Precios al 
Consumidor, debe hacerse hasta el 31 de diciembre de 2004, teniendo en cuenta que el artículo 
169 del Decreto 1211 de 1990 que consagró el sistema de oscilación y que fue retomado por el 
legislador mediante la Ley 923 de 2004, reglamentada a su vez por el Decreto 4433 del mismo 

año, mantuvo vigente este sistema de reajuste.”. 
 

De lo anterior, se infiere claramente que el derecho al reajuste de la asignación de retiro de la 

parte convocante no prescribe en cuanto al derecho pensional, el cual debe realizarse a partir 

del momento en que se causó el derecho, esto es, a partir de la vigencia de la Ley 238 de 1995, 

pero sí las diferencias causadas en las mesadas pensionales con motivo del reconocimiento del 

derecho al reajuste en aplicación a la prescripción cuatrienal. 

 

De igual forma, el Consejo de Estado en sentencia de fecha 27 de enero de 201117, consideró 

que al realizarse el reajuste de retiro hasta el año 2004, se ve afectada la base de las 

asignaciones de retiro causadas con posterioridad a dicho año: 

 

“Analizado el caso objeto de estudio, observa la Sala que al aplicarse el reajuste a partir de 1997, 

la base de la mesada se ve afectada y por ende su valor se va incrementando de manera 

paulatina, razón por la cual, es evidente que una cosa es que se haga un incremento con 

fundamento en el Índice de Precios al Consumidor a la base de liquidación de la mesada pensional 

y otra distinta que se aplique el principio de oscilación para realizar los incrementos anuales. 

 
Entonces, dada la naturaleza de la asignación de retiro, como una prestación periódica, es 
claro que el hecho de que se haya accedido a la reliquidación de la base con fundamento en 
el IPC, hace que tal monto se vaya incrementando de manera cíclica y a futuro de manera 
ininterrumpida, pues como se ha precisado en anteriores oportunidades18 las diferencias 

                                   
17 Consejo de Estado- Sala de lo Contencioso Administrativo- Sección Segunda- Subsección “A”, Consejero Ponente: Gustavo 

Eduardo Gómez Aranguren, 27 de enero de 2011. Radicación número: 25000-23-25-000-2007-00141-01(1479-09). 
18 Sentencia N° 25000 23 25 000 2008 00798 01 (2061-09) Actor Lucia Sánchez de Manrique. Magistrado Ponente Víctor Hernando 
Alvarado.  
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reconocidas a la base pensional sí deben ser utilizadas para la liquidación de las mesadas 
posteriores. 
 
Así las cosas, esta Sala habrá de precisar que como quiera que la base pensional se ha ido 
modificando desde 1997, con ocasión de la aplicación del IPC, es claro que necesariamente 
este incremento incide en los pagos futuros y por ende mal puede establecerse limitación 
alguna, cuando este incremento no se agota en un tiempo determinado”. 

 

De cara a la jurisprudencia citada, como la base de la asignación de retiro de la cual es 

beneficiario el convocante deber ser modificada en los años 1997, 1999 y 2002, aplicando el 

reajuste del IPC, necesariamente este reajuste se ve reflejado en sus pagos futuros de manera 

ininterrumpida, ya que la diferencia en la base pensional reconocida en virtud del reajuste sí 

debe ser usada para la liquidación de las posteriores mesadas. 

 

Lo anterior, es consecuencia directa de la reliquidación de la asignación de retiro hasta el año 

2004, ya que es una prolongación del restablecimiento del derecho formulado. Por lo tanto, 

como la asignación de retiro es una prestación periódica, al haberse conciliado la reliquidación 

de acuerdo al IPC, hace que tal monto se vaya incrementando de manera cíclica y a futuro de 

manera ininterrumpida, puesto que las diferencias reconocidas a la base pensional sí deben ser 

utilizadas para la liquidación de las mesadas posteriores. 

 

3.6. Que el acuerdo no sea lesivo del patrimonio público ni violatorio de la ley.  

 

Considera el Despacho, que el acuerdo suscrito no es lesivo de los intereses del Estado, toda 

vez que la liquidación realizada por la entidad accionada cuenta con los parámetros indicados 

por ley y la jurisprudencia para la reliquidación de este tipo de prestaciones periódicas, además 

se tuvo en cuenta los años en que efectivamente el IPC le era más favorable al interesado. 

Igualmente, a partir de lo establecido en el Artículo 10 de la Ley 1437 de 2011, en casos 

similares según el precedente judicial se ha procedido válidamente a conciliar en este tipo de 

asuntos. 

 

Así las cosas, cumplidos a cabalidad los requisitos exigidos por la ley, este Despacho impartirá 

aprobación a la presente conciliación extrajudicial. 

 

V. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, se,  

RESUELVE: 

 

PRIMERO: APROBAR en todas sus partes el acuerdo conciliatorio realizado ante la 

Procuraduría 78 Judicial I para Asuntos Administrativos de Montería el día 25 de octubre de 

2021, con radicación Nº 793 del 23 de agosto de 2021, entre el señor Manuel Eustaquio 

Ramos Hinestroza y la Caja de Retiro de la Policía Nacional – CASUR, por las razones 

expuestas en el considerativo de esta providencia.  
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SEGUNDO: Ejecutoriada esta decisión, Archívese el expediente, previas las anotaciones de 

rigor en el sistema TYBA – Justicia XXI WEB. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 
CIRCUITO DE MONTERÍA 

Montería, 3 de diciembre de 2021, el Secretario certifica 
que la anterior providencia fue notificada por medio de 
Estado Electrónico N° 052 el cual puede ser consultado 

en el link:   https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-
04-administrativo-mixto-de-monteria/422 
JOSÉ FELIX PINEDA PALENCIA. 

Secretario. 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba

 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 

527/99 y el decreto reglamentario 2364/12

 

 

Código de verificación: 0bca83f0580d1ea274d6451c5a109df096fe63dbbb7cc2a680fa8d261ae068af

Documento generado en 02/12/2021 12:05:08 PM

 

 

Valide este documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica

https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-administrativo-mixto-de-monteria/422
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SIGCMA 

CO-SC5780-99 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 
 

Montería, dos (2) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 
 
 

Asunto CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 

Radicación 23-001-33-33-004-2021-00435 

Convocante Mario Sahamir Montes Pacheco 

Convocante 

Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional 
de Prestaciones Sociales del Magisterio 

 
 

AUTO IMPRUEBA CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 

 

Procede el Despacho a decidir de fondo sobre el acuerdo conciliatorio efectuado en la 

Procuraduría 190 Judicial I para Asuntos Administrativos ante los Juzgados Administrativos del 

Circuito de Montería, entre el señor Mario Sahamir Montes Pacheco y la Nación – Ministerio de 

Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – F.N.P.S.M., 

respecto al reconocimiento y pago de la sanción moratoria por pago tardío de las cesantías, en 

los siguientes términos: 

I. CONSIDERACIONES 

 

En el acta se dejó constancia que concurrieron a la diligencia, la abogada Dilia Ariza Díaz, en 

condición de apoderada del convocante y la abogada Johanna Andrea Sandoval Hidalgo, como 

apoderada sustituta de la parte convocada; quienes llegaron a un acuerdo conciliatorio. 

 

El estudio de la conciliación efectuada entre las partes enunciadas, se hace frente a las normas 

que consagran dicha figura, esto es la Ley 640 de 2001, la Ley 446 de 1998, Ley 1285 de 2009 

y el Decreto 1716 del mismo año. 

 

A. Requisitos de la conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa 

 

De conformidad con las disposiciones contenidas en las precitadas normas, se pueden inferir 

todos y cada uno de los requisitos indispensables para la debida aplicación de la conciliación 

como mecanismo de solución de conflictos, ellos son:  

 

1. Las partes estén debidamente representadas. Debiendo actuar por medio de apoderado, 

quien debe ser abogado titulado y con facultad expresa para conciliar; 

2. Que el asunto a conciliar sea susceptible de transacción, desistimiento o conciliación y 

además de carácter particular y contenido económico; 

3. Que lo reconocido patrimonialmente cuente con respaldo probatorio en la actuación; 



2 

Expediente Nº 23-001-33-33-004-2021-00435 
 

 

CO-SC5780-99 

4. Que no haya operado la caducidad de la acción que se ejercería en caso de no llegar a 

acuerdo conciliatorio; 

5. Que el acuerdo no resulte lesivo para el patrimonio público; 

6. Que el acuerdo no sea violatorio de la ley; 

7. Que no proceda la vía gubernativa o que ésta estuviere agotada; 

8. Que el asunto no sea de carácter tributario o no esté contenido en un título ejecutivo. 

9. Que se hubiere aportado el concepto del comité de conciliación de la entidad convocada 
y respetado los parámetros dispuestos en este, en los términos del Decreto 1069 de 
2015 que compiló las normas del Decreto 1716 de 2009.  
 

B. La Conciliación 

 

Se narra en la conciliación, que el señor Mario Sahamir Montes Pacheco solicitó el 

reconocimiento de sus cesantías parciales el 11 de mayo de 2015, las cuales le fueron 

reconocidas mediante la Resolución N° 000038 del 18 de enero de 2018, cuando la entidad 

tenía hasta el 11 de agosto de 2015 para cancelarlas. 

 

Que los dineros para el pago de las cesantías reconocidas se pusieron a disposición del 

docente el 24 de mayo de 2018 en el Banco BBVA, transcurriendo 653 días de mora, contados 

a partir de los 70 días hábiles para cancelarlas. 

 

Que el 6 de junio de 2018, se presentó reclamación administrativa solicitando el reconocimiento, 

liquidación y pago de la sanción por mora en el pago de la cesantía parcial, la cual se resolvió 

luego de allegar una documentación requerida, mediante oficio N° 20191090855041 del 28 de 

abril de 2019, informando que la sanción moratoria había sido aprobada, pero solo se canceló 

hasta el 21 de agosto de 2020 y en cuantía de $10.683.879, la cual no corresponde a la que 

legalmente tiene derecho el convocante. 

 

Que el 19 de mayo de 2021, se solicitó nuevamente el reconocimiento y pago de la sanción 

moratoria ante la Secretaría de Educación Departamental de Córdoba como vocera del Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio; la cual fue resuelta por el Fondo mediante 

oficio COR2021EE007351 limitándose a informar que la solicitud había sido remitida a la 

Fiduprevisora. 

 

El acuerdo logrado entre las partes que correspondió a la propuesta formulada por la entidad 

convocada y aceptada por la convocante, quedó expresado en el acta de conciliación así:  

 

“De conformidad con las directrices aprobadas por el Comité de Conciliación y Defensa Judicial del 
Ministerio de Educación Nacional, las cuales se encuentran recogidas en el Acuerdo No. 001 de 1 
de octubre de 2020 «Por medio del cual se recogen las políticas, lineamientos, directrices, 
parámetros y reglas aprobados por el Comité de Conciliación y Defensa Judicial del Ministerio de 
Educación Nacional en asuntos relacionados con la sanción moratoria por el pago tardío de 
cesantías a los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio» 
aprobado en sesión No. 41 de 1 de octubre de 2020, modificado por el Acuerdo No. 001 de 1 de 
febrero de 2021 «Por el cual se modifica el numeral 3.4. del artículo 3 del Acuerdo No. 001 de 1 de 
octubre de 2020», y conforme al estudio técnico presentado al Comité de Conciliación, la posición 
del Ministerio es CONCILIAR en la audiencia programada por el Despacho con ocasión a la 
convocatoria a conciliar promovida por MARIO SAHAMIR MONTES PACHECO con CC 10769300 
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en contra de la NACION - MINISTERIO DE EDUCACION - FOMAG, cuya pretensión es el 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria por pago tardío de cesantías (CESANTÍA PARCIAL 
PARA COMPRA - PRESUPUESTO ORDINARIO) reconocidas mediante Resolución No. 000038 
de 18 de enero de 2017. Los parámetros de la propuesta, teniendo en cuenta la fecha de solicitud 
de las cesantías y la fecha en la cual Fiduprevisora S.A. puso los recursos a disposición del 
docente, son los siguientes:  
  
Fecha de solicitud de las cesantías: 11 de mayo de 2015  
Fecha de pago: 25 de mayo de 2017  
No. de días de mora: 637  
Asignación básica aplicable: $ 1.492.462  
Valor de la mora: $ 31.689.476  
Valor pagado por vía administrativa (según lo informado por Fiduprevisora S.A.): $ 10.683.879 
Valor de la mora saldo pendiente: $ 21.005.597  
Propuesta de acuerdo conciliatorio: $ 18.905.037 (90%)  
  
Tiempo de pago después de la aprobación judicial de la conciliación: 1 MES (DESPUÉS DE 
COMUNICADO EL AUTO DE APROBACIÓN JUDICIAL). No se reconoce valor alguno por 
indexación.  
 
La presente propuesta de conciliación no causará intereses entre la fecha en que quede en firme el 
auto aprobatorio judicial y durante el mes siguiente en que se haga efectivo el pago. Se paga la 
indemnización con cargo a los títulos de tesorería de conformidad con lo establecido en la Ley 
1955 de 2019 (Plan Nacional de Desarrollo) y el Decreto 2020 de 2019, y de acuerdo con la 
adición presupuestal de $440.000.000.000 aprobada por el Consejo Directivo de FOMAG en 

sesión ordinaria de 9 de diciembre de 2019.”.  
 

C. Análisis de la Conciliación Extrajudicial 

 

Teniendo en cuenta lo anterior se procederá a revisar el cumplimiento de los requisitos 

enunciados, los cuales deben concurrir para la procedencia de la aprobación del acuerdo 

logrado. 

 

1.- Competencia y representación 

 

La diligencia de conciliación bajo estudio, se efectúo ante la Procuraduría 190 Judicial I para 

Asuntos Administrativos de Montería, quien, de acuerdo a la ley, es el funcionario competente 

para conocer de ella por el factor territorial. Asimismo, se tiene competencia para conocer del 

presente asunto por los factores territorial y cuantía en consideración a que el convocante 

presta sus servicios en el cargo de docente adscrito a la Secretaría de Educación 

Departamental de Córdoba, y la estimación de la misma no supera lo dispuesto en el numeral 

3º del artículo 155 del C.P.AC.A.  

 

Ahora, en lo que tiene que ver con los representantes y apoderados de las partes se observa lo 

siguiente: 

 

Parte convocante. La abogada Dilia Ariza Díaz, identificada con la cedula de ciudadanía N° 

34.983.494 expedida en Montería y portadora de la T.P. N° 255.473 del C. S. de la J., quien 

actuó como apoderada de la parte convocante, en atención al poder conferido por el señor 

Mario Sahamir Montes Pacheco1. 

                                   
1 Folios 50 a 53. 
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Parte convocada. Se encuentra en el plenario Escritura Pública Nº 522 del 28 de marzo de 

20192, en la cual se otorga poder general al abogado Luis Alfredo Sanabria Ríos identificado 

con la cedula de ciudadanía N° 80.211.391 expedida en Bogotá y portador de la T.P. N° 

250.292 del C. S. de la J. y la Escritura Pública N° 1230 del 11 de septiembre de 20193, en la 

cual le otorgan facultad para presentar formula de conciliación en los términos estrictamente 

descritos en el acta del comité de conciliación del Ministerio de Educación Nacional. 

 

A su vez, a folio 81, reposa sustitución de poder que confiere el abogado Luis Alfredo Sanabria 

Ríos a la abogada Johanna Andrea Sandoval Hidalgo, identificada con la cedula de ciudadanía 

N° 38.551.125 expedida en Cali y portadora de la T.P. N° 158.999 del C. S. de la J., con las 

mismas facultades a él conferidas. 

 

2.- Naturaleza de lo conciliado. 

 

El objeto de la conciliación es el reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el no pago 

oportuno de las cesantías definitivas al convocante. Así pues, no se trata de derechos laborales 

mínimos e irrenunciables, sino que en realidad la pretensión tiene un contenido económico, lo 

cual la hace transable y por ende conciliable.  

 

3.- Pruebas aportadas. 

 

Como pruebas que respaldan el acuerdo conciliatorio obran en el expediente las siguientes: 

 

 Fotocopia de la Resolución Nº 000038 del 18 de enero de 2017, mediante la cual se 

reconoce y ordena el pago de una cesantía parcial al docente Mario Sahamir Montes 

Pacheco4. 

 

 Copia del comprobante de pago de la entidad bancaria BBVA, donde consta el pago de 

las cesantías del 5 de mayo de 20175. 

 

 Fotocopia del derecho de petición de reclamación administrativa presentada ante el 

Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio el 6 de junio de 20186.  

 

 Fotocopia del Oficio N° 20191090855041 del 29 de abril de 2019, donde se informa a la 

apoderada del convocante que la solicitud de pago de la sanción moratoria fue 

aprobada7. 

 

 Fotocopia del derecho de petición de reclamación administrativa solicitando el pago de la 

sanción moratoria presentada ante la Fiduprevisora S.A.8.  

 

 Copia del Certificado suscrito por el Secretario Técnico del Comité de Conciliación y 

Defensa Judicial del Ministerio de Educación Nacional, donde se establece la propuesta 

conciliatoria9. 

 

                                   
2 Folios 82 a 99. 
3 Folios 100 a 127. 
4 Folios 15 y 16. 
5 Folio 18. 
6 Folios 19 a 25. 
7 Folios 34 y 35. 
8 Folios 39 a 49. 
9 Folio 128. 
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 Copia del Formato Único para la Expedición de Certificado de Salarios expedido por la 

Secretaría de Educación Departamental de Córdoba, donde constan los salarios 

devengados por el señor Mario Sahamir Montes Pacheco desde el año 2016 hasta el 

año 201810. 

 

4.- Forma de contabilizar los días de mora y el salario básico.  

 

El derecho sobre el cual se funda el acuerdo logrado tiene sustento en la Ley 244 de 199511, 

modificada por la Ley 1071 de 200612, la cual fijó los términos para el reconocimiento y pago 

oportuno de las cesantías de los servidores del sector público, conforme a lo consagrado en el 

artículo 123 de la Carta Política13, en dicha normatividad se estableció que en caso de mora en 

el pago de las cesantías definitivas o parciales de los servidores públicos, la entidad obligada 

reconocerá y cancelará de sus propios recursos, al beneficiario, un día de salario por cada día 

de retardo hasta que se haga efectivo el pago de las mismas.  

 

Los días de mora y el salario que se debe tener en cuenta para el reconocimiento de la sanción 

moratoria, fueron precisados en la Sentencia de Unificación 00580 del dieciocho (18) de julio de 

dos mil dieciocho (2018), proferida por el consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, Consejera Ponente: Sandra Lisset Ibarra 

Vélez, Rad. N° 73001-23-33-000-2014-00580-01(4961-15), en la cual a su vez, se dejó claro 

que el único presupuesto de hecho erigido por el legislador para que una persona sea 

acreedora a la sanción moratoria allí establecida es la de demostrar que el pago de sus 

cesantías parciales o definitivas según el caso, se hizo por fuera del término consagrado en el 

artículo 2 de la Ley 244 de 1995, modificado por el artículo 5 de la Ley 1071 de 2006, conforme 

a las distintas hipótesis expuesta en la sentencia de unificación y que señalan el momento a 

partir del cual se hace exigible el derecho que se reclama. 

 

Así, se precisó en la referida sentencia que cuando el acto que reconoce las cesantías se 

expide por fuera del término de ley, o cuando no se profiere; la sanción moratoria corre 70 días 

hábiles después de radicada la solicitud de reconocimiento, término que corresponde a: i) 15 

días para expedir la resolución; ii) 10 días de ejecutoria del acto; y iii) 45 días para efectuar el 

pago. 

 

Igualmente, respecto al salario básico a tener en cuenta para liquidar la sanción moratoria, 

señaló que tratándose de cesantías definitivas, el salario base para calcular la sanción 

moratoria será la asignación básica vigente en la fecha en que se produjo el retiro del servicio 

del servidor público; a diferencia de las cesantías parciales, donde se deberá tener en cuenta 

                                   
10 Folios 14 a 16. 
11 Por medio de la cual se fijan términos para el pago oportuno de cesantías para los servidores públicos, se establecen sanciones y 
se dictan otras disposiciones. 
12 Por medio de la cual se adiciona y modifica la Ley 244 de 1995, se regula el pago de las cesantías definitivas o parciales a los 
servidores públicos, se establecen sanciones y se fijan términos para su cancelación. 
13 “Son servidores públicos los miembros de las corporaciones públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus 

entidades descentralizadas territorialmente y por servicios. Los servidores públicos están al servicio del Estado y de la comunidad;  
ejercerán sus funciones en la forma prevista por la Constitución, la ley y el reglamento. La ley determinará el régimen aplic able a los 
particulares que temporalmente desempeñen funciones públicas y regulará su ejercicio”.  
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para el mismo efecto la asignación básica vigente al momento de la causación de la mora, sin 

que varíe por la prolongación en el tiempo. 

 

Pese a todo lo anterior, el Despacho no tiene certeza de que el acuerdo conciliado se ajuste a 

derecho, como se pasa a explicar:  

 

En el acuerdo logrado por las partes, se señaló entre otras cosas, que el número de días de 

mora eran 637, sin embargo, en el acervo probatorio allegado al expediente, no se encuentra 

documento alguno que soporte dicha afirmación. 

 

En efecto, si bien reposa a folio 18 del expediente el comprobante del pago de las cesantías 

que se hiciera a través de le entidad bancaria BBVA el día 5 de junio de 2017, no existe el 

certificado de la Fiduprevisora donde consta la fecha en la cual se colocaron a disposición del 

docente el valor de las cesantías definitivas, pues solo este documento da cuenta hasta que 

fecha corrió la mora por parte de la entidad. 

 

Es del caso recordar, que la mora se genera hasta que el día en que la entidad fiduciaria gira 

los dineros correspondientes al docente y no hasta que este los retira de la entidad bancaria, 

por lo tanto, el 5 de junio de 2017 no se puede tener como fecha exacta de terminación de la 

mora pues los dineros pudieron ser girados en fecha anterior. 

 

Sumado a esto, tampoco reposa el acta del Comité de Conciliación de la entidad convocada, en 

donde se detallen de manera precisa datos como fecha de solicitud de las cesantías, acto 

administrativo por el cual se reconocen las cesantías y fecha del mismo, fecha de pago 

oportuno, fecha de pago extemporáneo y fecha de inicio de la mora, como si se aporta en otras 

conciliaciones que se estudiaron por este Despacho por el mismo asunto y donde la convocada 

es la misma, limitándose solo a señalar, parámetros generales sin indicar los datos para este 

caso concreto, lo que no da certeza a esta Judicatura de los límites para la contabilización de 

los términos de la mora. 

 

Así las cosas, frente a este asunto no tiene certeza esta judicatura que el número de días de 

mora corresponda a 637 y por consiguiente no se sabe si el valor liquidado de la sanción 

equivalente a la suma de $31.689.476 (Valor Conciliado $18.905.037 (90%)), corresponde al 

que efectivamente tendría derecho el convocante. 

 

5.- Agotamiento de la vía gubernativa 

 

En el expediente igualmente se encuentra acreditado que el convocante agotó la vía 

gubernativa ante la entidad convocada solicitando el derecho sobre el cual versó la conciliación. 

Igualmente se puede afirmar que el presente asunto no es de carácter tributario ni está 

contenido en un título ejecutivo; así como tampoco ha operado la caducidad por tratarse de un 

acto administrativo ficto o presunto producto del silencio administrativo de la petición de 

reconocimiento de sanción moratoria.  
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6.-Concepto del Comité de Conciliación  

 

Teniendo en cuenta que el Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio es una entidad pública del orden nacional, era requisito para la celebración de la 

conciliación contar con el concepto del comité de conciliación, el cual obra en el plenario a folio 

128. 

 

No obstante lo anterior, dicha certificación no suple el Acta del Comité de Defensa Judicial y 

Conciliación del Ministerio de Educación Nacional, en el que se evidenciara la decisión por 

unanimidad de conciliar, así como las pautas a tener en cuenta. Es más, aun aceptándose que 

con dicha certificación se suple la ausencia de aportar al expediente del Acta del Comité de 

Conciliación, resultaba indispensable que se aportaran los documentos que sirvieron de soporte 

para emitir la certificación suscrita por el Secretario Técnico del Comité. 

 

Cabe recordar que el Consejo de Estado respecto a casos como el presente, ha indicado que el 

acuerdo de conciliación “…no resulta suficiente para que la conciliación sea aprobada en 

materia Contencioso Administrativa, puesto que el legislador exige que, al estar de por medio 

los intereses y el patrimonio público, el acuerdo conciliatorio debe estar soportado de tal 

forma que en el momento en el cual se aborde su estudio, al juez no le quepan dudas 

acerca de la procedencia, la legalidad y el beneficio –respecto del patrimonio público– del 

mencionado acuerdo conciliatorio. Así las cosas, cualquier afirmación –por más estructurada 

y detallada que esta sea– por medio de la cual se reconozca un derecho como parte del 

objeto del acuerdo conciliatorio y que genere la afectación del patrimonio público, debe 

estar debidamente acreditada mediante el material probatorio idóneo que produzca en el 

juez la convicción de que hay lugar a tal reconocimiento”14. 

 

D. Conclusión 

 

En este orden de ideas, al no existir pruebas dentro del presente expediente que den cuenta 

con certeza de la fecha en la que terminó la sanción moratoria, que permitan establecer con 

exactitud los días de mora, aunado a la ausencia del Acta del Comité de Defensa Judicial y 

Conciliación del Ministerio de Educación Nacional, en el que se evidenciara la decisión por 

unanimidad de conciliar, así como las pautas a tener en cuenta, el Despacho IMPROBARÁ la 

presente conciliación extrajudicial. 

 

V. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, se,  

 

                                   
14 En el Auto de fecha diez (10) de marzo de dos mil diecisiete (2017), de la Sección Tercera, Subsección C, Rad. 05001-23-31-000-
2012-00690-01 (54121), C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa, hace mención a otra decisión adoptada por la Sección Tercera 
auto de 3 de marzo de 2010, expediente 37644. 
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RESUELVE: 

 

PRIMERO. IMPROBAR el acuerdo conciliatorio realizado el 19 de noviembre de 2021, ante la 

Procuraduría 190 Judicial I para Asuntos Administrativos de Montería, con Radicación Nº 751 

del 8 de agosto de 2021, efectuado entre el señor Mario Sahamir Montes Pacheco y la 

Nación- Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, por las razones expuestas en el considerativo de esta providencia. 

 

SEGUNDO: Ejecutoriada esta decisión, Archívese el expediente, previas las anotaciones de 

rigor en el sistema TYBA – Justicia XXI WEB. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 
 
 
 
 

 
 
 
 

 

 
 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO 
DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

Montería, 3 de diciembre de 2021, el Secretario 
certifica que la anterior providencia fue notificada 
por medio de Estado Electrónico N° 052 el cual 

puede ser consultado en el link:   
https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-
administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSÉ FELIX PINEDA PALENCIA. 
Secretario. 
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SIGCMA 
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JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 
 
 

Montería, dos (2) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 
 
 

Asunto CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 

Radicación 23-001-33-33-004-2020-00436 

Convocante María Everlides Ochoa Vargas 

Convocado 

Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio 

 
 

AUTO IMPRUEBA CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL 

 

Procede el Despacho a decidir de fondo sobre el acuerdo conciliatorio efectuado en la 

Procuraduría 189 Judicial I para Asuntos Administrativos ante los Juzgados Administrativos del 

Circuito de Montería, entre la señora María Everlides Ochoa Vargas y la Nación – Ministerio de 

Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – F.N.P.S.M., 

respecto al reconocimiento y pago de la sanción moratoria por pago tardío de las cesantías, en 

los siguientes términos: 

I. CONSIDERACIONES 

 

En el acta se dejó constancia que concurrieron a la diligencia la abogada Liseth Lorena 

Hollmann Alarcón, en condición de apoderada sustituta de la convocante y la abogada Solangi 

Díaz Franco, como apoderada sustituta de la parte convocada; quienes llegaron a un acuerdo 

conciliatorio. 

 

El estudio de la conciliación efectuada entre las partes enunciadas, se hace frente a las normas 

que consagran dicha figura, esto es la Ley 640 de 2001, la Ley 446 de 1998, Ley 1285 de 2009 

y el Decreto 1716 del mismo año. 

 

A. Requisitos de la conciliación extrajudicial en materia contencioso administrativa 

 

De conformidad con las disposiciones contenidas en las precitadas normas, se pueden inferir 

todos y cada uno de los requisitos indispensables para la debida aplicación de la conciliación 

como mecanismo de solución de conflictos, ellos son:  

 

1. Las partes estén debidamente representadas. Debiendo actuar por medio de apoderado, 

quien debe ser abogado titulado y con facultad expresa para conciliar; 

2. Que el asunto a conciliar sea susceptible de transacción, desistimiento o conciliación y 

además de carácter particular y contenido económico; 

3. Que lo reconocido patrimonialmente cuente con respaldo probatorio en la actuación; 
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4. Que no haya operado la caducidad de la acción que se ejercería en caso de no llegar a 

acuerdo conciliatorio; 

5. Que el acuerdo no resulte lesivo para el patrimonio público; 

6. Que el acuerdo no sea violatorio de la ley; 

7. Que no proceda la vía gubernativa o que ésta estuviere agotada; 

8. Que el asunto no sea de carácter tributario o no esté contenido en un título ejecutivo. 

9. Que se hubiere aportado el concepto del comité de conciliación de la entidad convocada 
y respetado los parámetros dispuestos en este, en los términos del Decreto 1069 de 
2015 que compiló las normas del Decreto 1716 de 2009.  
 

B. La Conciliación 

 

Se narra en la conciliación, que la señora María Everlides Ochoa Vargas, labora al servicio de la 

Secretaría de Educación de Córdoba desde el 3 de enero de 1995. 

 

Que solicitó el 25 de julio de 2018, el reconocimiento y pago de las cesantías a las que tenía 

derecho, petición que fue resuelta mediante la Resolución N° 2614 del 11 de septiembre de 

2018. 

 

Que el valor de las cesantías parciales fue cancelado el 8 de febrero de 2019, constituyéndose 

así en mora de 98 días, contados desde el día 3 de noviembre de 2018, pues los 70 días 

hábiles se cumplieron el 2 de noviembre de 2018, los cuales se cuentan desde el día de la 

solicitud de liquidación de las cesantías (25 de julio de 2018) de conformidad con los términos 

perentorios establecidos en la Ley 244 de 1995 y 1071 de 2006. 

 

En vista de lo anterior, mediante escrito radicado el 1° de marzo de 2019, ante el Ministerio de 

Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, se solicitó el 

reconocimiento y pago de la sanción moratoria establecida en el artículo 2º de la Ley 244 de 

1995, adicionada y modificada por la Ley 1071 de 2006, generada por la liquidación y pago 

tardío de las cesantías parciales de la convocante, sin que se tenga respuesta alguna, 

configurándose un acto administrativo ficto o presunto. 

 

El acuerdo logrado entre las partes que correspondió a la propuesta formulada por la entidad 

convocada y aceptada por la convocante, quedó expresado en el acta de conciliación así:  

 

“De conformidad con las directrices aprobadas por el Comité de Conciliación y Defensa Judicial del 
Ministerio de Educación Nacional , las cuales se encuentran recogidas en el Acuerdo No. 001 de 1 
de octubre de 2020 « Por medio del cual se recogen las políticas, lineamientos, directrices, 
parámetros y reglas aprobados por el Comité de Conciliación y Defensa Judicial del Ministerio de 
Educación Nacional en asuntos relacionados con la sanción moratoria por el pago tardío de 
cesantías a los docentes afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio » 
aprobado en sesión No. 41 de 1 de octubre de 2020 , modificado por el Acuerdo No. 001 de 1 de 
febrero de 2021 «Por el cual se modifica el numeral 3.4. del artículo 3 del Acuerdo No. 001 de 1 de 
octubre de 2020», y conforme al estudio técnico presentado al comité de conciliación en el cual se 
informó que no se han realizado pagos administrativos por concepto de la obligación de que trata 
la presente certificación, la posición del Ministerio es CONCILIAR en la audiencia programada por 
el Despacho con ocasión a la convocatoria a conciliar promovida por MARIA EVERLIDES OCHOA 
VARGAS con CC 50868087 en contra de la NACION - MINISTERIO DE EDUCACION - FOMAG , 
cuya pretensión es el reconocimiento y pago de la sanción moratoria por pago tardío de cesantías 
(CESANTÍA PARCIAL PARA COMPRA - PRESUPUESTO ORDINARIO) reconocidas mediante 
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Resolución No. 2614 de 11 de septiembre de 2018. Los parámetros de la propuesta son los 
siguientes:  
  
Fecha de solicitud de las cesantías: 25 de julio de 2018  
Fecha de pago: 31 de enero de 2019  
No. de días de mora: 85  
Asignación básica aplicable: $ 3.641.927  
Valor de la mora: $ 10.318.745  
Propuesta de acuerdo conciliatorio: $ 9.286.870 (90%)  
  
(…) 
  
Tiempo de pago después de la aprobación judicial de la conciliación: 1 MES (DESPUÉS DE 
COMUNICADO EL AUTO DE APROBACIÓN JUDICIAL). No se reconoce valor alguno por 
indexación. La presente propuesta de conciliación no causará intereses entre la fecha en que 
quede en firme el auto aprobatorio judicial y durante el mes siguiente en que se haga efectivo el 
pago. Se paga la indemnización con cargo a los títulos de tesorería de conformidad con lo 
establecido en la Ley 1955 de 2019 (Plan Nacional de Desarrollo) y el Decreto 2020 de 2019, y de 
acuerdo con la adición presupuestal de $440.000.000.000 aprobada por el Consejo Directivo de 

FOMAG en sesión ordinaria de 9 de diciembre de 2019.”.  
 

C. Análisis de la Conciliación Extrajudicial 

 

Teniendo en cuenta lo anterior se procederá a revisar el cumplimiento de los requisitos 

enunciados, los cuales deben concurrir para la procedencia de la aprobación del acuerdo 

logrado. 

 

1.- Competencia y representación 

 

La diligencia de conciliación bajo estudio, se efectúo ante la Procuraduría 189 Judicial I para 

Asuntos Administrativos de Montería, quien, de acuerdo a la ley, es el funcionario competente 

para conocer de ella por el factor territorial. Asimismo, se tiene competencia para conocer del 

presente asunto por los factores territorial y cuantía en consideración a que la convocante 

presta sus servicios como docente de vinculación municipal en el municipio de Montelibano, y la 

estimación de la misma no supera lo dispuesto en el numeral 3º del artículo 155 del C.P.AC.A.  

 

Ahora, en lo que tiene que ver con los representantes y apoderados de las partes se observa lo 

siguiente: 

 

Parte convocante. La abogada Liseth Lorena Hollmann Alarcón, identificada con la cédula de 

ciudadanía N° 1.067.937.520 expedida en Bogotá y portadora de la T. P. N° 312.317 del C. S. 

de la J., quien actuó como apoderada sustituta de la parte convocante, según sustitución de 

poder conferida por el apoderado principal Aly David Díaz Hernández, identificado con la cédula 

de ciudadanía N° 15.025.314 expedida en Lorica y portador de la T. P. N° 96.071 del C. S. de la 

J., en atención al poder conferido por la señora María Everlides Ochoa Vargas1. 

 

Parte convocada. Se encuentra en el plenario Escritura Pública Nº 522 del 28 de marzo de 

20192, en la cual se otorga poder general al abogado Luis Alfredo Sanabria Ríos identificado 

con la cedula de ciudadanía N° 80.211.391 expedida en Bogotá y portador de la T.P. N° 

                                   
1 Folio 22. 
2 Folios 40 a 57. 
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250.292 del C. S. de la J., la cual posteriormente es objeto de aclaración mediante Escritura 

Pública N° 480 del 3 de mayo de 20193 y Escritura Pública N° 1230 del 11 de septiembre de 

20194, en la cual le otorgan facultad para presentar formula de conciliación en los términos 

estrictamente descritos en el acta del comité de conciliación del Ministerio de Educación 

Nacional5. 

 

A su vez, a folios 35 y 36, reposa sustitución de poder que confiere el abogado Luis Alfredo 

Sanabria Ríos a la abogada Solangi Díaz Franco, identificada con la cedula de ciudadanía N° 

1.016.081.164 expedida en Bogotá y portadora de la T.P. N° 321.078 del C. S. de la J., con las 

mismas facultades a él conferidas. 

 

2.- Naturaleza de lo conciliado. 

 

El objeto de la conciliación es el reconocimiento y pago de la sanción moratoria por el no pago 

oportuno de las cesantías parciales a la convocante. Así pues, no se trata de derechos 

laborales mínimos e irrenunciables, sino que en realidad la pretensión tiene un contenido 

económico, lo cual la hace transable y por ende conciliable.  

 

3.- Pruebas aportadas. 

 

Como pruebas que respaldan el acuerdo conciliatorio obran en el expediente las siguientes: 

 

 Fotocopia de la Resolución Nº 2614 del 11 de septiembre de 2018, mediante la cual se 
reconoce y ordena el pago de una cesantía parcial a la docente María Everlides Ochoa 
Vargas6. 
 

 Fotocopia de la Resolución Nº 3162 del 24 de octubre de 2018, por la cual se modifica la 
Resolución N° 2614 del 11 de septiembre de 20187.  
 

 Copia del comprobante de pago de la entidad bancaria BBVA, donde consta el pago de 
las cesantías del 38 de febrero de 20198. 

 

 Fotocopia del Formato Único para la Expedición de Certificado de Salarios, donde 
consta la asignación básica mensual devengada por la señora María Everlides Ochoa 
Vargas en los años 2018 y 20199. 
 

 Copia del derecho de petición de reclamación administrativa presentada ante la 
Secretaría de Educación Departamental de Córdoba de fecha 1° de marzo de 201910.  
 

 Copia del Certificado suscrito por el Secretario Técnico del Comité de Conciliación y 
Defensa Judicial del Ministerio de Educación Nacional, donde se establece la propuesta 
conciliatoria 11. 

                                   
3 Folios 58 a 71. 
4 Folios 72 a 78. 
5 Escritura Pública N° 480. Parágrafo segundo de la cláusula segunda del poder general en el sentido de indicar que el apoderado 
queda facultado para presentar formula de conciliación. 
6 Folios 12 y 13. 
7 Folio 14. 
8 Folio 15. 
9 Folio 16. 
10 Folios 18 a 20. 
11 Folio 39. 
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4.- Forma de contabilizar los días de mora y el salario básico.  

 

El derecho sobre el cual se funda el acuerdo logrado tiene sustento en la Ley 244 de 199512, 

modificada por la Ley 1071 de 200613, la cual fijó los términos para el reconocimiento y pago 

oportuno de las cesantías de los servidores del sector público, conforme a lo consagrado en el 

artículo 123 de la Carta Política14, en dicha normatividad se estableció que en caso de mora en 

el pago de las cesantías definitivas o parciales de los servidores públicos, la entidad obligada 

reconocerá y cancelará de sus propios recursos, al beneficiario, un día de salario por cada día 

de retardo hasta que se haga efectivo el pago de las mismas. 

 

Los días de mora y el salario que se debe tener en cuenta para el reconocimiento de la sanción 

moratoria, fueron precisados en la Sentencia de Unificación 00580 del dieciocho (18) de julio de 

dos mil dieciocho (2018), proferida por el consejo de Estado, Sala de lo Contencioso 

Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, Consejera ponente: Sandra Lisset Ibarra 

Vélez, Rad. N° 73001-23-33-000-2014-00580-01(4961-15), en la cual a su vez, se dejó claro 

que el único presupuesto de hecho erigido por el legislador para que una persona sea 

acreedora a la sanción moratoria allí establecida es la de demostrar que el pago de sus 

cesantías parciales o definitivas según el caso, se hizo por fuera del término consagrado en el 

artículo 2 de la Ley 244 de 1995, modificado por el artículo 5 de la Ley 1071 de 2006, conforme 

a las distintas hipótesis expuesta en la sentencia de unificación y que señalan el momento a 

partir del cual se hace exigible el derecho que se reclama. 

 

Así, se precisó en la referida sentencia que cuando el acto que reconoce las cesantías se 

expide por fuera del término de ley, o cuando no se profiere; la sanción moratoria corre 70 días 

hábiles después de radicada la solicitud de reconocimiento, término que corresponde a: i) 15 

días para expedir la resolución; ii) 10 días de ejecutoria del acto; y iii) 45 días para efectuar el 

pago. 

 

Igualmente, respecto al salario básico a tener en cuenta para liquidar la sanción moratoria, 

señaló que tratándose de cesantías definitivas, el salario base para calcular la sanción 

moratoria será la asignación básica vigente en la fecha en que se produjo el retiro del servicio 

del servidor público; a diferencia de las cesantías parciales, donde se deberá tener en cuenta 

para el mismo efecto la asignación básica vigente al momento de la causación de la mora, sin 

que varíe por la prolongación en el tiempo. 

 

Pese a todo lo anterior, el Despacho no tiene certeza de que el acuerdo conciliado se ajuste a 

derecho, como se pasa a explicar:  

                                   
12 Por medio de la cual se fijan términos para el pago oportuno de cesantías para los servidores públicos, se establecen sanciones y 
se dictan otras disposiciones. 
13 Por medio de la cual se adiciona y modifica la Ley 244 de 1995, se regula el pago de las cesantías definitivas o parciales a los 
servidores públicos, se establecen sanciones y se fijan términos para su cancelación. 
14 “Son servidores públicos los miembros de las corporaciones públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de s us 

entidades descentralizadas territorialmente y por servicios. Los servidores públicos están al servicio del Estado y de la comunidad; 
ejercerán sus funciones en la forma prevista por la Constitución, la ley y el reglamento. La ley determinará el régimen aplicable a los 
particulares que temporalmente desempeñen funciones públicas y regulará su ejercicio”.  
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En el acuerdo logrado por las partes, se señaló entre otras cosas, que el número de días de 

mora eran 85, sin embargo, en el acervo probatorio allegado al expediente, no se encuentra 

documento alguno que soporte dicha afirmación. 

 

En efecto, si bien reposa a folio 15 del expediente el comprobante del pago de las cesantías 

que se hiciera a través de le entidad bancaria BBVA el día 8 de febrero de 2019, no existe el 

certificado de la Fiduprevisora donde consta la fecha en la cual se colocaron a disposición de la 

docente el valor de las cesantías parciales, pues solo este documento da cuenta hasta que 

fecha corrió la mora por parte de la entidad. 

 

Es del caso recordar, que la mora se genera hasta que el día en que la entidad fiduciaria gira 

los dineros correspondientes al docente y no hasta que este los retira de la entidad bancaria, 

por lo tanto, el 8 de febrero de 2019 no se puede tener como fecha exacta de terminación de la 

mora pues los dineros pudieron ser girados en fecha anterior. 

 

Sumado a esto, tampoco reposa el acta del Comité de Conciliación de la entidad convocada, en 

donde se detallen de manera precisa datos como fecha de solicitud de las cesantías, acto 

administrativo por el cual se reconocen las cesantías y fecha del mismo, fecha de pago 

oportuno, fecha de pago extemporáneo y fecha de inicio de la mora, como si se aporta en otras 

conciliaciones que se estudiaron por este Despacho por el mismo asunto y donde la convocada 

es la misma, limitándose solo a señalar, parámetros generales sin indicar los datos para este 

caso concreto, lo que no da certeza a esta Judicatura de los límites para la contabilización de 

los términos de la mora. 

 

Así las cosas, frente a este asunto no tiene certeza esta judicatura que el número de días de 

mora corresponda a 33 y por consiguiente no se sabe si el valor liquidado de la sanción 

equivalente a la suma de $10.318.745 (Valor Conciliado $9.286.870 (90%)), corresponde al 

efectivamente que tendría derecho la convocante. 

 

5.- Agotamiento de la vía gubernativa 

 

En el expediente igualmente se encuentra acreditado que la convocante agotó la vía 

gubernativa ante la entidad convocada solicitando el derecho sobre el cual versó la conciliación. 

Igualmente se puede afirmar que el presente asunto no es de carácter tributario ni está 

contenido en un título ejecutivo; así como tampoco ha operado la caducidad por tratarse de un 

acto administrativo ficto o presunto producto del silencio administrativo de la petición de 

reconocimiento de sanción moratoria.  

 

6.-Concepto del Comité de Conciliación  

 

Teniendo en cuenta que el Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales 

del Magisterio es una entidad pública del orden nacional, era requisito para la celebración de la 
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conciliación contar con el concepto del comité de conciliación, el cual obra en el plenario a folio 

39. 

 

No obstante lo anterior, dicha certificación no suple el Acta del Comité de Defensa Judicial y 

Conciliación del Ministerio de Educación Nacional, en el que se evidenciara la decisión por 

unanimidad de conciliar, así como las pautas a tener en cuenta. Es más, aun aceptándose que 

con dicha certificación se suple la ausencia de aportar al expediente del Acta del Comité de 

Conciliación, resultaba indispensable que se aportaran los documentos que sirvieron de soporte 

para emitir la certificación suscrita por el Secretario Técnico del Comité. 

 

Cabe recordar que el Consejo de Estado respecto a casos como el presente, ha indicado que el 

acuerdo de conciliación “…no resulta suficiente para que la conciliación sea aprobada en 

materia Contencioso Administrativa, puesto que el legislador exige que, al estar de por medio 

los intereses y el patrimonio público, el acuerdo conciliatorio debe estar soportado de tal 

forma que en el momento en el cual se aborde su estudio, al juez no le quepan dudas 

acerca de la procedencia, la legalidad y el beneficio –respecto del patrimonio público– del 

mencionado acuerdo conciliatorio. Así las cosas, cualquier afirmación –por más estructurada 

y detallada que esta sea– por medio de la cual se reconozca un derecho como parte del 

objeto del acuerdo conciliatorio y que genere la afectación del patrimonio público, debe 

estar debidamente acreditada mediante el material probatorio idóneo que produzca en el 

juez la convicción de que hay lugar a tal reconocimiento”15. 

 

D. Conclusión 

 

En este orden de ideas, al no existir pruebas dentro del presente expediente que den cuenta 

con certeza de la fecha en la que terminó la sanción moratoria, que permitan establecer con 

exactitud los días de mora, aunado a la ausencia del Acta del Comité de Defensa Judicial y 

Conciliación del Ministerio de Educación Nacional, en el que se evidenciara la decisión por 

unanimidad de conciliar, así como las pautas a tener en cuenta, el Despacho IMPROBARÁ la 

presente conciliación extrajudicial. 

 

V. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, se,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO. IMPROBAR el acuerdo conciliatorio realizado el 24 de noviembre de 2021, ante la 

Procuraduría 189 Judicial I para Asuntos Administrativos de Montería, con Radicación Nº 00910 

del 6 de octubre de 2021, efectuado entre la señora María Everlides Ochoa Vargas y la 

                                   
15 En el Auto de fecha diez (10) de marzo de dos mil diecisiete (2017), de la Sección Tercera, Subsección C, Rad. 05001-23-31-000-
2012-00690-01 (54121), C.P. Jaime Orlando Santofimio Gamboa, hace mención a otra decisión adoptada por la Sección Tercera 
auto de 3 de marzo de 2010, expediente 37644. 
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Nación- Ministerio de Educación – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 

Magisterio, por las razones expuestas en el considerativo de esta providencia.  

 

SEGUNDO: Ejecutoriada esta decisión, Archívese el expediente, previas las anotaciones de 

rigor en el sistema TYBA – Justicia XXI WEB. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 
 
 
 

 
 
 
 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO 
MIXTO DEL CIRCUITO DE MONTERÍA 

Montería, 3 de diciembre de 2021, el 
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fue notificada por medio de Estado Electrónico 
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04-administrativo-mixto-de-monteria/422 
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 SIGCMA

MA JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00438-00 

Demandante Berena Inés Sabalza Mercado 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba 

– Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Berena Inés Sabalza Mercado, previas las siguientes; 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

La apoderada de la parte actora para el día veintiséis (26) de noviembre de 2021, presentó 

demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de 

Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

Departamento de Córdoba-Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora, 

solicitando se declare la nulidad del acto administrativo N° 20210172224951 de 02 de 

Septiembre de 2021, por el cual se niega el derecho a la sanción moratoria por la no 

consignación oportuna de los intereses a las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i).Una vez revisado el expediente observa el Despacho que no obra en éste prueba 

documental alguna donde el actor demuestre haber enviado copia de la demanda y sus 

anexos a las entidades demandadas, simultáneamente con la presentación de la demanda, 

contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, 

entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la 

época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente: 

(…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos.   Negrilla y 

subraya del Despacho.  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  

ii).Observa el Despacho que la parte demandante otorga poder especial, amplio y suficiente 

a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS, de quien se indica está representada 

legalmente por Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada. No obstante, 
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no obra en el plenario el certificado de existencia y representación legal de la empresa de 

abogados, el cual es prueba idónea para determinar la existencia y representación de la 

misma, y si el objeto social de dicha firma es la prestación de servicios jurídicos, tal como 

lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, se le requerirá a la parte actora aportar 

dicho certificado.  

 

iii).Evidencia el Despacho que el poder especial aportado con la demanda no cumple las 

exigencias de Ley, según el Decreto 806 de 2020 en su artículo 5 dispuso eliminar el 

requisito de la presentación personal de poder, para el evento en que fuera conferido a 

través de mensaje de datos. La norma dispone: 

 

ARTÍCULO 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 

podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 

antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal 

o reconocimiento. 

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado 

que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

(…). 

En relación a este punto, con la demanda se aportó un poder, que si bien se encuentra 

firmado por quien dice ser Berena Inés Sabalza Mercado, no se confirió a través de 

mensajes de datos, por ejemplo, de la cuenta de correo electrónico de la demandante. En 

virtud de lo anterior, se le requerirá a la parte actora para que corrija dicha situación, como 

lo exige la norma transcrita en líneas inmediatamente anteriores. 

 

iv).Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente:  

 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 
 
(…). 
 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 
derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan en 
el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con la 
Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 
Constitución y la ley. Resaltado fuera de texto. 
 
(…). 

 

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos y los municipios y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las 
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entidades demandas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 

OCHOA Y ASOCIADOS, y de la Fiduprevisora S.A. y prueba de que el poder le haya sido 

otorgado a través de mensajes de datos, con la prevención de que al momento de presentar 

el escrito de subsanación notifique del mismo a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia. 

 

SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 
JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 
Montería, 3 de diciembre de 2021 el secretario certifica que 
la anterior providencia fue notificada por medio de Estado 

Electrónico No. 052 de 2021 el cual puede ser consultado 
en el link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-
administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 
Secretario 

 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba
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 SIGCMA

MA JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00439-00 

Demandante Gabriel De Jesús Sánchez López 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba 

– Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Gabriel De Jesús Sánchez López, previas las siguientes; 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

La apoderada de la parte actora para el día veintiséis (26) de noviembre de 2021, presentó 

demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de 

Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

Departamento de Córdoba-Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora S.A., 

solicitando se declare la nulidad del acto administrativo N° 20210172224951 de 02 de 

Septiembre de 2021, por el cual se niega el derecho a la sanción moratoria por la no 

consignación oportuna de los intereses a las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i).Una vez revisado el expediente observa el Despacho que no obra en éste prueba 

documental alguna donde el actor demuestre haber enviado copia de la demanda y sus 

anexos a las entidades demandadas, simultáneamente con la presentación de la demanda, 

contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, 

entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la 

época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente: 

(…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos.   Negrilla y 

subraya del Despacho.  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  

ii).Observa el Despacho que la parte demandante otorga poder especial, amplio y suficiente 

a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS, de quien se indica está representada 

legalmente por Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada. No obstante, 
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no obra en el plenario el certificado de existencia y representación legal de la empresa de 

abogados, el cual es prueba idónea para determinar la existencia y representación de la 

misma, y si el objeto social de dicha firma es la prestación de servicios jurídicos, tal como 

lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, se le requerirá a la parte actora aportar 

dicho certificado.  

 

iii).Evidencia el Despacho que el poder especial aportado con la demanda no cumple las 

exigencias de Ley, según el Decreto 806 de 2020 en su artículo 5 dispuso eliminar el 

requisito de la presentación personal de poder, para el evento en que fuera conferido a 

través de mensaje de datos. La norma dispone: 

 

ARTÍCULO 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 

podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 

antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal 

o reconocimiento. 

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado 

que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

(…). 

En relación a este punto, con la demanda se aportó un poder, que si bien se encuentra 

firmado por quien dice ser Gabriel De Jesús Sánchez López, no se confirió a través de 

mensajes de datos, por ejemplo, de la cuenta de correo electrónico de la demandante. En 

virtud de lo anterior, se le requerirá a la parte actora para que corrija dicha situación, como 

lo exige la norma transcrita en líneas inmediatamente anteriores. 

 

iv).Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente:  

 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 
 
(…). 
 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 
derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan en 
el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con la 
Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 
Constitución y la ley. Resaltado fuera de texto. 
 
(…). 

 

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos y los municipios y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las 
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entidades demandas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 

OCHOA Y ASOCIADOS, y de la Fiduprevisora S.A. y prueba de que el poder le haya sido 

otorgado a través de mensajes de datos, con la prevención de que al momento de presentar 

el escrito de subsanación notifique del mismo a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia. 

 

SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 
JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 
Montería, 3 de diciembre de 2021 el secretario certifica que la 
anterior providencia fue notificada por medio de Estado 

Electrónico No. 052 de 2021 el cual puede ser consultado en el 
link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-
administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 
Secretario 

 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba
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 SIGCMA

MA JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

Expediente 23-001-33-33-004-2021-00440-00 

Demandante Inés Del Carmen Blanco Ramírez 

Demandado Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, Departamento de Córdoba 

– Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora S.A. 

 

AUTO INADMITE DEMANDA 

 

Procede el Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda presentada por la 

apoderada de Inés Del Carmen Blanco Ramírez, previas las siguientes; 

 

I. CONSIDERACIONES 

 

La apoderada de la parte actora para el día veintiséis (26) de noviembre de 2021, presentó 

demanda de Nulidad y Restablecimiento del Derecho contra la Nación-Ministerio de 

Educación Nacional-Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, 

Departamento de Córdoba-Secretaria de Educación Departamental y Fiduprevisora S.A., 

solicitando se declare la nulidad del acto administrativo N° 20210172224951 de 02 de 

Septiembre de 2021, por el cual se niega el derecho a la sanción moratoria por la no 

consignación oportuna de los intereses a las cesantías y cesantías de la vigencia 2020. 

 

i).Una vez revisado el expediente observa el Despacho que no obra en éste prueba 

documental alguna donde el actor demuestre haber enviado copia de la demanda y sus 

anexos a las entidades demandadas, simultáneamente con la presentación de la demanda, 

contraviniendo así lo normado en el artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, mediante el cual, 

entre otras, se adicionó el numeral 8 en el artículo 162 del C.PA.C.A, norma vigente para la 

época de la presentación de la demanda, y que dispone lo siguiente: 

(…). 

8. El demandante, al presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por 

medio electrónico copia de ella y de sus anexos a los demandados, salvo cuando 

se soliciten medidas cautelares previas o se desconozca el lugar donde recibirá 

notificaciones el demandado. Del mismo modo deberá proceder el demandante 

cuando al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El 

secretario velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación se 

inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte demandada, se 

acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos.   Negrilla y 

subraya del Despacho.  

(…). 

Como se puede observar, la omisión de dicha acreditación da lugar a que la demanda sea 

inadmitida.  

ii).Observa el Despacho que la parte demandante otorga poder especial, amplio y suficiente 

a la empresa ARS OCHOA Y ASOCIADOS, de quien se indica está representada 

legalmente por Eliana Patricia Pérez Sánchez quien actúa como apoderada. No obstante, 
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no obra en el plenario el certificado de existencia y representación legal de la empresa de 

abogados, el cual es prueba idónea para determinar la existencia y representación de la 

misma, y si el objeto social de dicha firma es la prestación de servicios jurídicos, tal como 

lo indica el artículo 75 del C.G.P. Por tal motivo, se le requerirá a la parte actora aportar 

dicho certificado.  

 

iii).Evidencia el Despacho que el poder especial aportado con la demanda no cumple las 

exigencias de Ley, según el Decreto 806 de 2020 en su artículo 5 dispuso eliminar el 

requisito de la presentación personal de poder, para el evento en que fuera conferido a 

través de mensaje de datos. La norma dispone: 

 

ARTÍCULO 5. Poderes. Los poderes especiales para cualquier actuación judicial se 

podrán conferir mediante mensaje de datos, sin firma manuscrita o digital, con la sola 

antefirma, se presumirán auténticos y no requerirán de ninguna presentación personal 

o reconocimiento. 

En el poder se indicará expresamente la dirección de correo electrónico del apoderado 

que deberá coincidir con la inscrita en el Registro Nacional de Abogados. 

(…). 

En relación a este punto, con la demanda se aportó un poder, que si bien se encuentra 

firmado por quien dice ser Inés Del Carmen Blanco Ramírez, no se confirió a través de 

mensajes de datos, por ejemplo, de la cuenta de correo electrónico de la demandante. En 

virtud de lo anterior, se le requerirá a la parte actora para que corrija dicha situación, como 

lo exige la norma transcrita en líneas inmediatamente anteriores. 

 

iv).Establece el numeral 4 del artículo 166 del C.P.A.C.A. respecto de los anexos de la 

demanda lo siguiente:  

 

ARTÍCULO 166. ANEXOS DE LA DEMANDA. A la demanda deberá acompañarse: 
 
(…). 
 

4. La prueba de la existencia y representación en el caso de las personas jurídicas de 
derecho privado. Cuando se trate de personas de derecho público que intervengan en 
el proceso, la prueba de su existencia y representación, salvo en relación con la 
Nación, los departamentos y los municipios y las demás entidades creadas por la 
Constitución y la ley. Resaltado fuera de texto. 
 
(…). 

 

Como se puede observar, la regla general es que se acredite el certificado de existencia y 

representación de las entidades de derecho privado y público, exceptuándose de dicha 

acreditación cuando se trata de Nación, los departamentos y los municipios y las demás 

entidades creadas por la Constitución y la ley. 

 

En el presente caso tenemos que la Fiduprevisora S.A. como sociedad anónima no está 

dentro de las excepciones indicadas en la norma, razón por la cual resulta obligatorio que 

la parte demandante aporte el certificado de existencia y representación. 

 

Por consiguiente, la demanda será inadmitida, y se requerirá a la parte demandante para 

que dentro de los 10 días hábiles siguientes a la notificación de la presente providencia, 

aporte al Despacho la prueba de haber remitido copia de la demanda y sus anexos a las 
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entidades demandas, certificado de existencia y representación legal de la empresa ARS 

OCHOA Y ASOCIADOS, y de la Fiduprevisora S.A. y prueba de que el poder le haya sido 

otorgado a través de mensajes de datos, con la prevención de que al momento de presentar 

el escrito de subsanación notifique del mismo a la demandada. 

En consecuencia, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería. 

 

II. RESUELVE: 

 

PRIMERO: INADMITIR la demanda de la referenciada por lo expuesto en la parte 

considerativa de la presente providencia. 

 

SEGUNDO: En consecuencia, señálese a la parte demandante un término de diez (10) días 

hábiles, a efectos de que corrija las falencias indicadas. 

 

TERCERO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 
JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 
Montería, 3 de diciembre de 2021 el secretario certifica que 
la anterior providencia fue notificada por medio de Estado 

Electrónico No. 052 de 2021 el cual puede ser consultado 
en el link:https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-
administrativo-mixto-de-monteria/422 

JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 
Secretario 

 
 

Secretario 

 

Firmado Por:

 

 

Maria Bernarda Martinez Cruz

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

004

Monteria - Cordoba
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 SIGCMA

MA 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA. 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control EJECUTIVO – SENTENCIA 

Expediente 23-001-33-33-004-2016-00082 

Demandante JOSÉ ANTONIO MARTÍNEZ RUBIO 

Demandado MUNICIPIO DE BUENAVISTA 

 

AUTO LIBRA MANDAMIENTO DE PAGO 

 

Procede el Juzgado a estudiar el proceso de la referencia,  previo los siguientes;  

 

ANTECEDENTES: 

 

La abogada ANA RUBIS ROMÁN LÓPEZ, identificada con la C. C. No. 43.794.992 y 
portadora de la T. P. No. 159.583 del C. S. de la J., apoderada judicial del accionante, 
solicita se libre mandamiento de pago contra el MUNICIPIO DE BUENAVISTA-CÓRDOBA, 
por las obligaciones que constan en la sentencia de fecha 10 de septiembre de dos mil 
catorce (2014), que accedió las pretensiones, proferida por el Juzgado Administrativo Oral 
de Descongestión del Circuito de Judicial de Montería, confirmada en providencia de 30-
08-2018 por el Tribunal Administrativo de Córdoba, por las siguientes sumas: 
 

= Por la suma de VEINTICINCO MILLONES CIENTO SESENTA Y UN MIL CIENTO 
VEINTICINCO PESOS ($25´161.125) M/Cte. Derivada de la Sentencia fechada 10 de 
septiembre de 2014 proferida por el Juzgado Primero Administrativo Oral de Descongestión 
del Circulo judicial de Montería, confirmada por el Tribunal Administrativo de Córdoba 
mediante providencia fechada 30 de agosto de 2018 y la reclamación presentada ante el 
Municipio.  
 
= Por los intereses moratorios liquidados a una tasa DTF de conformidad con el numeral 4, 
articulo 195 del C.P.A.C.A, desde la fecha de ejecutoria de la Sentencia, es decir, desde el 
12 de septiembre de 2018 durante 10 meses, hasta el 11 de Julio de 2019, siendo el valor 
de ONCE MILLONES TRESCIENTOS DIECINUEVE MIL DOSCIENTOS TREINTA Y 
CINCO PESOS ($11´319.235) M/Cte.  
 
= Por los intereses moratorios a la tasa comercial de conformidad con el numeral 4, articulo 
195 del C.P.A.C.A y el articulo 884 del Código de comercio, es decir, el interés moratorio, 
será equivalente a una y media veces del bancario corriente, desde el 12 de Julio de 2019 
que hasta la fecha probable de presentación de la demanda el día 22 de Julio de 2020, 
corresponde al valor de SIETE MILLONES TRESCIENTOS SEIS MIL QUINIENTOS 
TREINTA Y NUEVE PESOS ($7´306.539) M/Cte.  
 
= Por las costas del proceso y agencias en derecho, conforme lo disponga en la sentencia.  
 

Para tal efecto, acompaña los siguientes documentos con la demanda remitida por correo 
electrónico, para conformar el título ejecutivo: 

 
1. Sentencia de primera instancia proferida por el Juzgado Primero Administrativo Oral del 
Circuito Judicial de Montería, fechada 10 de septiembre de 2014.  
2. Sentencia de segunda instancia proferida por el Tribunal Administrativo de Córdoba, 
fechada 30 de agosto de 2018.  
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3. Certificado o constancia de notificación y ejecutoria.  
 
4. Solicitud realizada al Municipio de Buenavista – Córdoba, fechado 19 de septiembre de 
2018, para cancelación sentencia. 
 
Seguidamente se procede a resolver previas las siguientes, 
 
 

CONSIDERACIONES: 
 
El título aportado en el presente asunto como base de ejecución son sentencias de primera 
y segunda instancia, por consiguiente, de conformidad con el numeral 1º del artículo 297 y 
del numeral 6º del artículo 104 del CPACA esta jurisdicción es competente para conocer de 
los procesos de ejecución como el presente. 
 
El artículo 306 de la ley 1564 de 2012, aplicable por remisión normativa establece que 
cuando la sentencia condene al pago de una suma de dinero, el acreedor, sin necesidad 
de formular demanda, deberá solicitar la ejecución con base en la sentencia, ante el 
juez del conocimiento, para que se adelante el proceso ejecutivo a continuación y 
dentro del mismo expediente en que fue dictada, y que formulada la solicitud el juez 
librará mandamiento ejecutivo de acuerdo con lo señalado en la parte resolutiva de la 
sentencia. 
 
 
Por su parte, el artículo 297 del C.P.A.C.A, identifica claramente qué documentos 
constituyen título ejecutivo ante la jurisdicción contenciosa administrativa, de la siguiente 
manera: 
 

“ARTÍCULO 297. TÍTULO EJECUTIVO. Para los efectos de este Código, constituyen título 
ejecutivo: 
 
“1. Las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad pública al pago 
de sumas dinerarias. (…)”.  

 
De otra parte, el artículo 422 del Código General del Proceso, aplicable por remisión 
expresa de una sub-regla del Consejo de Estado1 reza: 

 
“ARTÍCULO 422. TÍTULO EJECUTIVO. Pueden demandarse ejecutivamente las 
obligaciones expresas, claras y exigibles que consten en documentos que provengan del 
deudor o de su causante, y constituyan plena prueba contra él, o las que emanen de una 
sentencia de condena proferida por juez o tribunal de cualquier jurisdicción, o de otra 
providencia judicial, o de las providencias que en procesos de policía aprueben liquidación 
de costas o señalen honorarios de auxiliares de la justicia, y los demás documentos que 

señale la ley…” (Negrilla del Despacho). 
 

La norma anterior, establece las condiciones que debe reunir los documentos que se 
aduzcan como título con el cual se pretenda la ejecución de una obligación; ellas responden 
a requisitos de tipo formal y de fondo, los primeros se enfocan en establecer que, tal 
obligación debe estar contenida en un documento o documentos que conformen una unidad 
jurídica, su procedencia, bien del deudor o de su causante y que la misma constituya plena 
prueba contra él. Y segundo, los de fondo, que la obligación plasmada en el documento sea 
Clara, Expresa y Exigible, a favor del ejecutante y a cargo del Ejecutado; que sea líquida o 
liquidable por simple operación aritmética, en el caso de obligaciones pagaderas con 
dinero2.  
 

                                            
1 Fijada en Auto del 15 de mayo de 2014, por la sección tercera subsección C. 
2 Consejo de Estado – Sección Tercera, auto de 16 de septiembre de 2004, Rad.: 26.276 C.P. María E Giraldo  
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Entre las normas existentes en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, establece el artículo 297 que constituye título ejecutivo, entre 
otros: “Las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo, mediante las cuales se condene a una entidad pública al pago 
de sumas dinerarias”.  

 
En cuanto a los requisitos formales exigidos para esta clase de títulos ejecutivos 
contenidos en una providencia judicial, el CPACA no tiene regulación específica, por lo que 
es necesario atender lo regulado en el artículo 114 del CGP, el cual establece que “las 
copias de las providencias que se pretendan utilizar como título ejecutivo requerirán 
constancia de su ejecutoria”.      Y en lo atinente a los requisitos de fondo exige el 
artículo 422 del CGP: 1) Que la obligación sea expresa, esto es, que se encuentre 
debidamente determinada, especificada y patente; 2) Que sea clara, es decir, que sus 

elementos aparezcan inequívocamente señalados; tanto su objeto (crédito) como sus 
sujetos (acreedor y deudor); 3) Que sea exigible, significa que únicamente es ejecutable la 

obligación pura y simple, o que habiendo estado sujeta a plazo o a condición suspensiva, 
se haya vencido aquel o cumplido ésta. 
 
Caso concreto. La condena cuyo cumplimiento se busca quedó contenida en la parte 

resolutiva de la sentencia de fecha 10 de septiembre de dos mil catorce (2014), que accedió 
las pretensiones, proferida por el Juzgado Administrativo Oral de Descongestión del Circuito 
de Judicial de Montería, confirmada en providencia de 30-08-2018 por el Tribunal 
Administrativo de Córdoba así: 
 
               (…) 
 

TERCERO: Como consecuencia de ello, ORDÉNESE al Municipio de Buenavista a título 
de reparación del daño a pagar a favor del señor JOSÉ ANTONIO MARTÍNEZ RUBIO, 
identificado con la C. C. No. 8.172.275, el equivalente a las prestaciones sociales que 
percibían los demás empleados de planta de la entidad que desempeñaban funciones 
similares, por el periodo comprendido entre el primero (1) de marzo de dos mil cuatro (2004) 
al veinte (20) de octubre de dos mil once (2011), teniendo en cuenta para ello el valor 
pactado en el contrato”.  
 
CUARTO: CONDÉNESE al Municipio de Buenavista a pagar al actor los porcentajes de 
cotización correspondiente a salud y pensión que debió trasladar a los fondos respectivos, 
durante el tiempo comprendido entre el primero (1) de marzo de dos mil cuatro (2004) y el 
veinte (20) de octubre de dos mil once (2011), en el porcentaje que les correspondía; o en 
su defecto, en caso de no haber realizado el actor la respectiva cotización, la entidad 
realizará las cotizaciones a que haya lugar, conforme se expuso en la parte motiva de esta 
providencia, aclarando que en todo caso el tiempo efectivamente laborado se computará 
para efectos pensionales”.  

 

Con fundamento en lo anterior, la apoderada de la ejecutante solicita librar mandamiento 

de pago a favor del ejecutante en los siguientes términos: 

 

PRIMERO: Por la cantidad de VEINTICINCO MILLONES CIENTO SESENTA Y UN MIL 
CIENTO VEINTICINCO PESOS ($25´161.125) M/Cte. Derivada de la Sentencia fechada 
10 de septiembre de 2014 proferida por el Juzgado Primero Administrativo Oral de 
Descongestión del Circulo judicial de Montería, confirmada por el Tribunal Administrativo 
de Córdoba mediante providencia fechada 30 de Agosto de 2018 y la reclamación 
presentada ante el Municipio.  
 
SEGUNDO: Por los intereses moratorios liquidados a una tasa DTF de conformidad con el 
numeral 4, articulo 195 del C.P.A.C.A, desde la fecha de ejecutoria de la Sentencia, es 
decir, desde el 12 de septiembre de 2018 durante 10 meses, hasta el 11 de Julio de 2019, 
siendo el valor de ONCE MILLONES TRESCIENTOS DIECINUEVE MIL DOSCIENTOS 
TREINTA Y CINCO PESOS ($11´319.235) M/Cte.  
 
TERCERO: Por los intereses moratorios a la tasa comercial de conformidad con el numeral 
4, articulo 195 del C.P.A.C.A y el articulo 884 del Código de comercio, es decir, el interés 
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moratorio, será equivalente a una y media veces del bancario corriente, desde el 12 de Julio 
de 2019 que hasta la fecha probable de presentación de la demanda el día 22 de Julio de 
2020, corresponde al valor de SIETE MILLONES TRESCIENTOS SEIS MIL QUINIENTOS 
TREINTA Y NUEVE PESOS ($7´306.539) M/Cte.  
 
CUARTO: Por las costas del proceso y agencias en derecho, conforme lo disponga en la 
sentencia.  
 

Revisada la providencia judicial proferida por el despacho, que conforma el título base de 
ejecución y demás documentos anexos, advierte el Despacho la procedencia de librar 
mandamiento de pago por el cumplimiento de los requisitos formales y sustanciales atrás 
enunciados, pero no por la suma manifestada por la apoderada actora en la liquidación 
presentada, sino por los conceptos esbozados en la liquidación efectuada por el despacho 
con el acompañamiento de la contadora de la rama judicial, que se encuentra colgada en 
la plataforma de consulta tyba, por la suma de VEINTICINCO MILLONES TRECIENTOS 
SETENTA Y OCHO MIL OCHOCIENTOS OCHENTA Y SIETE PESOS ($25.378.887.oo), 
hasta el 22 de julio de 2020, más los intereses hasta que se haga efectivo el pago. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito de Montería; 

 
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: Librar mandamiento de pago en contra del MUNICIPIO DE BUENAVISTA – 
CÓRDOBA, y a favor del ejecutante JOSÉ ANTONIO MARTÍNEZ RUBIO, por la suma de 
VEINTICINCO MILLONES TRECIENTOS SETENTA Y OCHO MIL OCHOCIENTOS 
OCHENTA Y SIETE PESOS ($25.378.887.oo), hasta el 22 de julio de 2020, por concepto 
de la condena impuesta mediante sentencia de fecha 10 de septiembre de dos mil catorce 
(2014), que accedió las pretensiones, proferida por el Juzgado Administrativo Oral de 
Descongestión del Circuito de Judicial de Montería, confirmada en providencia de 30-08-
2018 por el Tribunal Administrativo de Córdoba, más los intereses hasta que se verifique el 
pago total de la obligación. 
 
SEGUNDO: Notificar el presente proveído al representante legal de la entidad ejecutada y 
al Agente del Ministerio Público que actúa en este Despacho de conformidad con lo indicado 
en el artículo 199 del C.P.A.C.A. 
 
TERCERO: La notificación personal a los anteriores sujetos, se hará mediante mensaje 

dirigido al buzón electrónico de cada uno de ellos dispuesto para notificaciones judiciales, 
el cual deberá identificar la notificación que se realiza y contener la copia de la providencia 
a notificar, y de la demanda y los traslados para los intervinientes, de conformidad en lo 
establecido en los artículos 197 y el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, que modificó el 
artículo 199 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 
que a su vez había sido modificado por el artículo 612 de la Ley 1564 del 12 de julio del 
2012. 
 
CUARTO: Ordenase a la ejecutada que proceda a pagar la obligación que se cobra en el 

término de cinco (5) días. Es de advertir que dispone del término de diez (10) días para 
presentar excepciones, una vez se encuentre notificado. 
 
QUINTO: Notificar por estado el presente auto a la parte demandante. 
 
SEXTO: Téngase a la abogada ANA RUBIS ROMÁN LÓPEZ, identificada con la C. C. No. 

43.794.992 y portadora de la T. P. No. 159.583 del C. S. de la J., apoderada judicial del 
accionante JOSÉ ANTONIO MARTÍNEZ RUBIO, para los fines y términos del poder 
conferido. 
 

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE 
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JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control EJECUTIVO – LIQUIDACIÓN COSTAS. 

Radicación 23-001-33-33-004-2018-00135 

Demandante DIANA CONSUELO RUIZ GOEZ Y OTROS.   

Demandado FISCALÍA GENERAL E LA NACIÓN. 

 

 

AUTO SEGUIR ADELANTE LA EJECUCIÒN. 

 

Vista la nota secretarial que antecede, procede el despacho a resolver previa las siguientes,  

 

I.- ANTECEDENTES. 

 

En providencia de fecha doce (12) de agosto de dos mil veintiuno (2021), la cual se 

encuentra debidamente notificada y ejecutoriada, el despacho libro mandamiento de pago a 

favor de los accionantes LUIS ALBERTO VERGARA SOCARRÁS, portador de la T. P. No. 

32.673 del C. S. de la J., actuando en nombre propio y en representación de DIANA 

CONSUELO RUIZ GOEZ, JOSÉ ALBERTO VERGARA RUÍZ Y MARÍA JOSÉ VERGARA 

RUÍZ, por la suma de TRES MILLONES SETECIENTOS CINCUENTA Y SIETE MIL 

NOVECIENTOS ONCE PESOS ($3.757.911,oo), más los intereses moratorios, otorgándole 

a la entidad demandada el término de diez (10) días para efectos de interponer excepciones. 

 

Dispone el artículo 440 C.G.P. … “Si el ejecutado no propone excepciones oportunamente, el juez 

ordenará, por medio de auto que no admite recurso, el remate y el avalúo de los bienes embargados y 

de los que posteriormente se embarguen, si fuere el caso, o seguir adelante la ejecución para el 

cumplimiento de las obligaciones determinadas en el mandamiento ejecutivo, practicar la liquidación 

del crédito y condenar en costas al ejecutado”. 

 

Para el caso en comento, se observa que el término otorgado para proponer excepciones 

feneció el día 08 de septiembre de 2021, toda vez que la notificación se llevó a cabo vía 

correo electrónico el día 23-08-2021, y la parte ejecutada FISCALÍA GENERAL DE LA 

NACIÓN contestó la demanda, no cumplió con la obligación dentro del término dispuesto en 

la citada providencia y no propuso excepciones de fondo que le faculta la norma en mención 

para que ejerciera su defensa.  

     

Como quiera que la parte ejecutada no presentó excepciones esta instancia dará aplicación 

al artículo 440 del C. G. P., ordenando seguir adelante la ejecución y en consecuencia se 

requerirá a las partes para que realicen la liquidación del crédito de conformidad con lo 

reglado en el artículo 446 del C. G. P, aunado a lo anterior, se condenará en costas al 

demandado si están causadas conforme lo manifestado por el despacho, ello según lo 

reglado en el artículo 188 del C.P.A.C.A., adicionado por el artículo 47 de la Ley 2080 de 25-

01-2021, numeral 8 del canon 365 y artículo 366 del Código General del Proceso. 

 

Por lo anteriormente expuesto, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito Judicial 

de Montería,  

 

RESUELVE 
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SIGCMA 

 

 
PRIMERO: Ordenase seguir adelante con la ejecución para el cumplimiento de las 

obligaciones señaladas en el mandamiento ejecutivo de fecha doce (12) de agosto de dos 

mil veintiuno (2021). 

 

SEGUNDO: Requiérase a las partes para que realicen la liquidación del crédito. 

 

TERCERO: De estar probadas al momento de realizar la liquidación del crédito condénese 

en costas a la entidad demandada.   

 

CUARTO: Fíjese como agencias en derecho el cuatro por ciento (4%) del monto ordenado a 

pagar en el mandamiento de pago, conforme lo establecido en el acuerdo 1887 de 2003 del 

C. S. de la J. 

 

NOTIFÌQUESE Y CÚMPLASE: 
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CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 

SECRETARÍA 
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https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-

administrativo-mixto-de-monteria/422 
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JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERÍA 

 

Montería, dos (02) de diciembre de dos mil veintiuno (2021) 

 

Medio de Control EJECUTIVO – SENTENCIA. 

Radicación 23-001-33-33-004-2021-00078. 

Demandante CÉSAR AUGUSTO GÓMEZ LÓPEZ.   

Demandado MUNICIPIO DE SANTA CRUZ DE LORICA. 

 

 

AUTO SEGUIR ADELANTE LA EJECUCIÒN. 

 

Vista la nota secretarial que antecede, procede el despacho a resolver previa las siguientes,  

 

I.- ANTECEDENTES. 

 

En providencia de fecha trece (13) de agosto de dos mil veintiuno (2021), la cual se 

encuentra debidamente notificada y ejecutoriada, el despacho libro mandamiento de pago a 

favor del accionante CÉSAR AUGUSTO GÓMEZ LÓPEZ, por la suma de SETENTA Y 

SIETE MILLONES TRECIENTOS DOCE MIL DOCIENTOS ONCE PESOS ($77.312.211,oo), 

más los intereses corrientes y moratorios, otorgándole a la entidad demandada el término de 

diez (10) días para efectos de interponer excepciones. 

 

Dispone el artículo 440 C.G.P. … “Si el ejecutado no propone excepciones oportunamente, el juez 

ordenará, por medio de auto que no admite recurso, el remate y el avalúo de los bienes embargados y 

de los que posteriormente se embarguen, si fuere el caso, o seguir adelante la ejecución para el 

cumplimiento de las obligaciones determinadas en el mandamiento ejecutivo, practicar la liquidación 

del crédito y condenar en costas al ejecutado”. 

 

Para el caso en comento, se observa que el término otorgado para proponer excepciones 

feneció el día 15 de octubre de 2021, toda vez que la notificación se llevó a cabo vía correo 

electrónico el día 29-09-21, y la parte ejecutada MUNICIPIO DE SANTA CRUZ DE LORICA 

no contestó la demanda, no cumplió con la obligación dentro del término dispuesto en la 

citada providencia y no propuso excepciones de fondo que le faculta la norma en mención 

para que ejerciera su defensa.  

     

Como quiera que la parte ejecutada no presentó excepciones esta instancia dará aplicación 

al artículo 440 del C. G. P., ordenando seguir adelante la ejecución y en consecuencia se 

requerirá a las partes para que realicen la liquidación del crédito de conformidad con lo 

reglado en el artículo 446 del C. G. P, aunado a lo anterior, se condenará en costas al 

demandado si están causadas conforme lo manifestado por el despacho, ello según lo 

reglado en el artículo 188 del C.P.A.C.A., adicionado por el artículo 47 de la Ley 2080 de 25-

01-2021, numeral 8 del canon 365 y artículo 366 del Código General del Proceso. 

 

Por lo anteriormente expuesto, el Juzgado Cuarto Administrativo Mixto del Circuito Judicial 

de Montería,  

 

RESUELVE 
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SIGCMA 

 

 
PRIMERO: Ordenase seguir adelante con la ejecución para el cumplimiento de las 

obligaciones señaladas en el mandamiento ejecutivo de fecha trece (13) de agosto de dos 

mil veintiuno (2021). 

 

SEGUNDO: Requiérase a las partes para que realicen la liquidación del crédito. 

 

TERCERO: De estar probadas al momento de realizar la liquidación del crédito condénese 

en costas a la entidad demandada.   

 

CUARTO: Fíjese como agencias en derecho el cuatro por ciento (4%) del monto ordenado a 

pagar en el mandamiento de pago, conforme lo establecido en el acuerdo 1887 de 2003 del 

C. S. de la J. 

 

NOTIFÌQUESE Y CÚMPLASE: 

 

 
 

 

 
 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO MIXTO DEL 

CIRCUITO JUDICIAL DE MONTERIA 
SECRETARÍA 

Montería, 03 de diciembre de 2021 el Secretario certifica 

que la anterior providencia fue notificada por medio de 
Estado Electrónico No. 052 el cual puede ser consultado 
en el link: https://www.ramajudicial.gov.co/web/juzgado-04-

administrativo-mixto-de-monteria/422 
JOSE FELIX PINEDA PALENCIA 

Secretario 
 
 

Secretario 
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Juzgado Administrativo

004
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